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INTRODUCCIÓN 

 

Desde los albores de la humanidad, la información ha sido considerada 

un bien muy apreciable para la cultura y la tradición, y con ella se han 

podido transmitir y conectar experiencias de una generación a otra. Todo 

esto unido a la necesidad de vivir en comunidad, ha hecho necesaria la 

recolección y almacenamiento de nuestra información personal 

(identificación e individualización) para el control de todo tipo de 

relaciones.  

 

La información recolectada es almacenada en bases de datos, que 

pueden ser archivos, legajos, carpetas o ficheros. Sin embargo, el avance 

tecnológico y la revolución informática ha traído como consecuencia que 

la mayoría de bases o bancos de datos sean manejadas por medios 

electrónicos, gracias al acelerado desarrollo de lo que hoy se conoce 

como Tecnologías de la Información y de la Comunicación (TIC); 

permitiendo que la información recolectada y almacenada pueda 

complementarse, fusionarse y transmitirse fácilmente. 

 

En el sector financiero las entidades bancarias califican y reportan a sus 

clientes en las bases de datos de las centrales de riesgos, con las que 

previamente han suscrito un contrato de suministro de información. El 

manejo de  esta información hace parte de la actividad informática, que 

hoy día ha cobrado gran importancia para el cubrimiento de los sistemas 

de información. Sin embargo, las personas que son registradas en estas 

bases o bancos de datos por todo tipo de información (crediticia, 

financiera, seguridad social, antecedentes penales, etc), ven vulnerados 

sus derechos a la intimidad, buen nombre o el derecho de 

autodeterminación informática, o habeas data, debido al uso inadecuado 

de los datos recolectados. 
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Al buscar protección a éstos derechos el usuario del sistema financiero 

encuentra que desde el punto de vista normativo, solo el artículo 15 de la 

Constitución Política de 1991 sirve como base para poner freno o por lo 

menos controlar el manejo indebido que de la información se realice. 

Hay en Colombia un vacío legal, es decir, no hay una norma que 

desarrolle el derecho fundamental del Habeas Data. Esto ha llevado a que 

sea la Corte Constitucional, a quien se le ha confiado la guarda de la 

integridad y supremacía de la constitución,  a ser la única corporación que 

a través de sus sentencias suministre parámetros y principios que regulen 

este derecho  en aspectos relacionados con: motivos de reporte, 

caducidad del dato, procedimiento a seguir para conocer, corregir y 

enmendar la información que allí aparece, del reporte de los deudores de 

entidades financieras en las centrales de riesgo y actualización de datos.  

 

 La falta de norma estatutaria así como los pronunciamientos de la Corte 

Constitucional que cambian según el momento en que se profieren, según 

el magistrado, según el tema objeto de estudio y según se adopte una 

posición en defensa del sistema financiero o del usuario de éste, son 

circunstancias  que plantean como inquietud académica realizar un 

“Análisis de Sentencias de Revisión de Tutela proferidas por la Corte 

Constitucional entre 1993 y 1994”  que permita  saber si los 

pronunciamientos emitidos por la Corte Constitucional son fuente de 

derecho suficiente para solucionar los conflictos que se originan con la 

administración de la información proveniente del sector financiero 

colombiano.  

 

Para tal fin realizaremos un análisis de línea jurisprudencial de las 

sentencias de revisión de tutela comprendidas en el periodo 1993 y 2004 

sobre el Habeas Data frente a las centrales de riesgo en el Sector 

Financiero, tarea que reclama en primer lugar, partir de unas precisiones 

conceptuales relacionadas con  la definición, historia y características del 
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Habeas Data como derecho fundamental y como mecanismo de 

protección de toda persona que aparece registrada en una central de 

riesgo; en segundo lugar, identificar las sentencias de revisión de tutela 

sobre el tema entre los años 1993 y 2004 expedidas por la Corte 

Constitucional, para establecer, con base en dichas sentencias, si ha 

existido en Colombia precedente constitucional que sirva como 

fundamento para los jueces garantes de la Carta Política en la resolución 

de los conflictos existentes entre los deudores de entidades financieras, 

con la recolección, almacenamiento y reporte de datos que realizan las 

centrales de riesgo. 

 

Para ello, y debido a la gran masa decisional sobre el tema investigado, 

construiremos un método de estudio de los fallos, en donde se escogerán 

tres subtemas o aspectos jurídicos considerados para graficar sobre cada 

uno de ellos una línea jurisprudencial, subtemas que han sido 

seleccionados teniendo en cuenta la importancia de estos en la mayoría 

de conflictos jurídicos entre los usuarios del sistema financiero y las 

centrales de riesgo.  

 

Interesa además identificar en las sentencias objeto de análisis –que el 

lector encontrará en medio magnético que se anexa-, las posibles normas, 

reglas y subreglas que pueden extraerse de cada texto jurisprudencial que 

constituyen base para dirimir cualquier controversia que se presente, por lo 

menos mientras se expide la respectiva ley estatutaria.  

 

 

 

 

 

 

 



 5 

CAPITULO I 

 

MARCO CONCEPTUAL  

“HABEAS DATA Y CENTRALES DE INFORMACIÓN FINANCIERA” 

 

1 HABEAS DATA 

 

1.1 DEFINICIÓN DE HABEAS DATA 

 

Etimológicamente HABEAS DATA significa “que tengas los registros”, es 

decir tomar conocimiento de datos propios que están en poder de otros. 

De forma separada se puede analizar su significado etimológico así: 

Habeas es la segunda persona del presente subjuntivo de habeo que 

significa “aquí tengas en posesión” 

Data es el acusativo plural de datum que significa datos o información, y 

que hoy en día se maneja para representar el procesamiento de hechos o 

conceptos por medios automáticos1. 

 

1.2 DERECHO A LA PROTECCIÓN DE DATOS O DERECHO A LA 

AUTODETERMINACIÓN INFORMÁTICA 

 

El habeas data ha recibido distintas denominaciones: Derecho de la 

protección de datos; Derecho a la Protección informática, Derecho a la 

Autodeterminación Informática, y otros afines. 

 

Oscar Puccinelli, denomina “derecho de la protección de datos” al 

conjunto de normas y principios, que destinados o no a tal fin, y con 

independencia de su fuente, son utilizados para la tutela de los diversos 

derechos de las personas – individuales o jurídicas – que pudieran verse 

                                                
1 ALICIA Pierini  y otros. Habeas Data – Derecho a la Intimidad. Editorial: universidad. buenos aires. 1999.  
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afectados por el tratamiento de datos nominativos. Y por “derecho a la 

protección de datos” la facultad conferida a las personas para actuar per 

se y para exigir la actuación del Estado a fin de tutelar los derechos que 

pudieran verse afectados por virtud del acceso, registro o transmisión a 

terceros de los datos nominativos a ella referidos..2 

 

Por derecho a la autodeterminación informática, el habeas data es 

reconocido en el fallo proferido en 1983, por el Tribunal Constitucional 

Alemán que lo define como la facultad de las personas para conocer y 

acceder a las informaciones que les conciernen, archivadas en bancos de 

datos; controlar su calidad, lo cual implica la posibilidad de corregir o 

cancelar los datos inexactos o indebidamente procesados, y disponer 

sobre su transmisión. 

 

Los anteriores son términos que se utilizan para referirse a la protección 

de los datos personales de los abusos cometidos por los bancos de datos 

electrónicos. 

 

1.3 NATURALEZA JURÍDICA DEL HABEAS DATA : 

 

En cuanto a su naturaleza jurídica, esta figura no está bien definida, 

puesto que para algunos autores el Habeas data es una acción autónoma 

que tiende a proteger los derechos de los registrados al acceso en los 

archivos o bancos de datos que pueden contener información equivocada, 

antigua o falsa, con el fin de que esta información pueda ser modificada, 

anulada o actualizada3. Para otros, el Habeas Data es un derecho, cuya 

atención judicial, en caso de vulneración, se da por los medios 

tradicionales para la protección de otros derechos4.  

                                                
2
PUCCINELLI, Oscar. EL HABEAS DATA EN INDOIBEROAMERICA  

3
 ALICIA Pierini  y otros. Habeas Data – Derecho a la Intimidad. Editorial: universidad. buenos aires. 1999. página: 19. 

4
 LUIS ALBERTO POMED SANCHEZ; El derecho de acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos. Madrid. Instituto 

Nacional de la Administración Pública; Ministerio para la Administración Pública, 1989. Pág.: 273.  
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Ya sea visto como derecho o como acción; en el fondo el habeas data 

persigue lo mismo: Hacer más efectiva la protección de los datos, dados 

los crecientes abusos que se presentan en el manejo automatizado de los 

datos personales. 

 

1.4 ANTECEDENTES GENERALES 

 

Desde mediados del Siglo XX, se ha creado conciencia mundial respecto 

al control de la informática y la tecnología en la recolección y tratamiento 

de datos personales. Esto se ve plasmado en varias declaraciones y 

proclamas.  

En Teherán, desde el 22 de abril al 13 de mayo de 1968, se reúne la 

Conferencia Internacional de Derechos Humanos para examinar los 

progresos logrados en los veinte años transcurridos desde la aprobación 

de la Declaración Universal de Derechos Humanos. En ella, se sostiene la 

necesidad de atender de forma permanente a los abusos que se puedan 

cometer con los descubrimientos científicos y avances tecnológicos.  

Como consecuencia de esta proclama, la Asamblea General de la ONU 

por medio de la Resolución 2450 del 19 de Diciembre de 1968 

encomendó al secretario de esta institución, la realización de una serie de 

estudios para incluir los problemas que acarrea el manejo de ordenadores 

en la acumulación de datos personales.  

 

Más adelante, el 10 de Noviembre de 1975, la Asamblea General adoptó 

la “Declaración sobre la utilización del progreso científico y tecnológico en 

interés de la paz y en beneficio de la humanidad”, en la que indicó: 

“ Todos los estados tomarán medidas apropiadas a fin de impedir que los 

progresos científicos y tecnológicos sean utilizados, particularmente por 

órganos estatales, para limitar o dificultar el goce de los derechos 
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humanos y las libertades fundamentales de la persona consagrados en la 

Declaración Universal de Derechos humanos, en los pactos 

internacionales de derechos humanos y en otros instrumentos 

internacionales pertinentes”. 

 

A su vez, la OCDE (ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y 

DESARROLLO ECONÓMICO, compuesta por países industrializados con 

el fin de estimular y desarrollar la economía y comercio internacionales), 

se ha interesado por las consecuencias que en la economía mundial 

generan los desarrollos tecnológicos.  

Por esto en 1980, el Consejo de Ministros de la Organización aprobó la 

“Recomendación relativa a las directrices aplicables a la protección de la 

vida privada y los flujos transfronteras de los datos personales”, en la que 

maneja una dimensión social del problema, siendo tomada como modelo 

de regulación interna en varios de los países firmantes. 

 

En 1981, el Consejo de Europa expidió la Convención Número 108, 

“relativa a la protección de los individuos respecto al tratamiento 

automatizado de datos personales”, que contiene principios básicos para 

la protección de datos personales en los países europeos. 

 

Así mismo, el Parlamento Europeo encargó a unos expertos para la 

elaboración de una serie de instructivos, con el fin de controlar los 

posibles abusos que se pueden cometer por los bancos electrónicos, en 

el manejo de la información personal.  

De allí nacen varias resoluciones que desde 1973 se convierten en un 

antecedente importante para la posterior adopción de medidas legislativas 

en las naciones europeas. 

 

Ante todo esto, en Resolución 45/95 del 14 de Diciembre de 1990, la 

Asamblea General de la ONU establece los principios rectores para la 
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reglamentación de los ficheros computarizados en datos personales; así 

como se reconocen, con ciertas salvedades, los siguientes derechos 

respecto de los datos personales, para que estos sean: 

a) Recabados y elaborados de manera lícita y legal 

b) Recabados y utilizados en función de una finalidad lícita 

c) Utilizados con fines no contrarios a la Carta de las Naciones Unidas 

d) Exactos y pertinentes 

e) Lo más completos posible, a fin de evitar los errores por omisión, y 

actualizados periódicamente. 

 

Las normas internacionales ya mencionadas guardan en común la 

necesidad de controlar el derecho a la información en el tratamiento de 

datos personales, reconociendo tácitamente el derecho a la protección de 

datos, habeas data o libertad informática que tiene toda persona, con el 

que puede disponer de los datos que se recolectan en bases de datos o 

centrales de información. 

  

1.5 CONSAGRACIÓN CONSTITUCIONAL 

 

El reconocimiento constitucional de este derecho se hace por primera vez 

en la Constitución de Weimar de 1919, cuando en su artículo 129 

establecía el derecho de acceso al expediente personal, y más adelante 

la posibilidad de no dañar el buen nombre del funcionario hasta tanto no 

se diera la oportunidad de controvertir los hechos por los que se le 

acusa.5 

  

                                                
5 “(...) Todo funcionario debe tener un recurso contra la decisión disciplinaria que le afecte y la 

posibilidad de un procedimiento de revisión. Los hechos que le son desfavorables no deben ser 

anotados en su expediente personal sino después de haberle dado ocasión de justificarse respecto a 

ellos”. 

“El funcionario tiene el derecho de examinar su expediente personal”(....) 
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Además de la constitución de Weimar, las constituciones de Portugal 

(1976) y España (1978) son pioneras en la consagración del derecho a la 

protección de datos. 

 

En América del Norte, Estados Unidos por ser uno de los países 

desarrollados, tuvo el privilegio de comenzar a reglamentar el tema, antes 

que sus vecinos.  

Este proceso normativo, debido al sistema de derecho anglosajón, está 

limitado para ciertos sectores. Dentro de esta regulación legal, cabe 

destacar la ley “Fair Reporting Act”, aprobada en 1970, que protege al 

cliente de establecimientos de crédito contra la violación de su privacidad 

por parte de las agencias de información, sin tener en cuenta el método 

utilizado para su registro.  

 

En Sudamérica, se consagró por primera vez el derecho al habeas data 

en el Artículo 5º, Numeral LXXII de la Constitución Brasilera de 19886, que 

fue objeto de varias reformas.  

 

Luego la Constitución Colombiana de 1991 estableció en su artículo 15 el 

derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan 

recogido en bancos o bases de datos y en archivos de entidades públicas 

y privadas.  

En Paraguay, se introdujo el habeas data en 1992 en el artículo 135, 

como un derecho y como una acción para garantizar el acceso a la  

información personal. 

En Perú, en la Constitución de 1993 se encuentran dos artículos, al 

respecto: 

                                                
6 Art; 5º Numeral LXXII: “Se concede habeas data: a) para asegurar el conocimiento de 

informaciones relativas a la persona del solicitante contenidas en registros o bancos de datos, de 

entidades gubernamentales o de carácter público; b) para la rectificación de datos, cuando no se 

prefiera hacerlo por procedimiento secreto de carácter judicial o administrativo”. 
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El Art. 200 que consagra la acción del habeas data,  y el Art. 2 que en su 

numeral 5 establece el derecho a acceso a la información, y en el numeral 

6, la protección de los datos personales.  

En Argentina, hasta 1994 se consagra el habeas data como un amparo a 

los datos personales, a la par del habeas Corpus. Y en Ecuador en 1996 

se atañe al  habeas data, como derecho y como acción. 

Las demás constituciones Sudamericanas no estipulan el habeas data, o 

derecho a la protección de datos, y al contrario solo en algunos de estos 

países se ha comenzado la regulación por vía legal o jurisprudencial. 

 

1.6 TIPOS DE HABEAS DATA 

 

La doctrina ha creado clasificaciones del HABEAS DATA, como la hecha 

por RAFAEL ORTIZ ORTIZ7 en la que se diferencia el Habeas Data 

propio como el derecho procesal que protege los datos personales en si 

mismos, es decir, el derecho al acceso, modificación, adecuación, 

confidencialidad y eliminación de datos personales, y el Habeas Data 

impropio que lo define como el mecanismo que tutela los derechos de los 

ciudadanos al acceso a la información frente a lo cual se tiene un interés 

legítimo fundamentado en la lesión de los derechos constitucionales.  

 

A pesar de los distintos conceptos que se han dado sobre esta figura de 

habeas data, la doctrina coincide en que se trata de un derecho de control 

sobre la información y ese control se trata de tres facultades: conocer, 

actualizar, y disponer de los datos que se mantienen en bases de datos. 

 

1.7 SUJETOS DENTRO DEL HABEAS DATA 

 

                                                
7
 Rafael Ortiz Ortiz; habeas data, derecho fundamental y garantía de protección de los derechos de la personalidad; editorial frónesis, 

Venezuela, 2000. 
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➢ SUJETO ACTIVO: Es toda persona natural o jurídica, que ha sido 

registrada en una central de información 

 

➢ SUJETO PASIVO: Es toda persona natural o jurídica que 

administra sistema de información para la recolección, 

almacenamiento, y circulación de datos personales. 

 

2 HABEAS DATA EN COLOMBIA: 

 

2.1 ANTECEDENTES: 

 

El habeas data en Colombia, nace como consecuencia del 

reconocimiento que a nivel mundial se había dado a este derecho – 

acción; siendo la segunda Constitución en Sudamérica en consagrarlo. 

 

La Asamblea Nacional Constituyente de 1991, en el proyecto de artículo 

15 presentado por la Subcomisión Segunda, sólo trataba el derecho a la 

intimidad; y de ahí que la referencia al buen nombre se adicionara por la 

Comisión Primera.  

Respecto al habeas data, del texto presentado por la Subcomisión, se 

fueron incorporando por otras comisiones partes del actual articulado.  

Sin embargo, la comisión codificadora eliminó otras expresiones. Vale la 

pena anotar el informe ponencia del delegatario Diego Uribe Vargas para 

el primer debate en plenaria, refiriéndose al habeas data:  

“(...) El principio del habeas data abarca no solo la garantía del buen 

nombre, sino el derecho a conocer, rectificar y actualizar las 

informaciones que se hayan recogido acerca de la propia persona en 

bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas(...)” 

“(...) El riesgo que tiene para el buen nombre de la persona el que viejas y 

erradas informaciones sigan gravitando sobre su buen nombre, se ha 



 13 

convertido en una de las modalidades de más peligro para la intimidad de 

las personas y para el desarrollo de su personalidad(...)” 

“(...) La sistematización de información sin criterio selectivo y actualización 

de datos, se ha tornado en factor de demérito para muchos, ya que la 

ignorancia acerca de los mismos, arriesga a juicios inexactos. Para evitar 

tales peligros, el derecho que se le otorga al individuo de conocer, 

actualizar y rectificar informaciones que se hayan recogido sobre él en 

bancos de datos y archivos de entidades públicas y privadas representa 

avance en la guarda de su buen nombre y para el ejercicio pleno de los 

derechos ciudadanos(...)”8. 

 

Por su parte, el debate en la Asamblea Constituyente se concentró en dos 

aspectos que fueron el habeas data y la inviolabilidad de comunicaciones 

privadas. Se discutió el tema de las bases de datos, y cómo éstos 

amenazaban la vida privada. El delegatario Uribe Vargas mencionó como 

ejemplo el caso de las tarjetas de crédito e indicó: “Una persona a quien 

le cancelan su tarjeta de crédito prácticamente desaparece de la vida 

civil..... lo que queremos es que la persona pueda recuperar su crédito y 

su buen nombre rectificando una información errada o no errada, que se 

utiliza con una finalidad diferente de la original”9 

Respecto a los derechos de rectificar y la actualización de la información, 

el Delegatario Misael Pastrana Borrero señaló: “  Usted puede solicitar la 

rectificación de un dato malo, pero usted tiene el derecho a que ese dato, 

sobre todo en cuestión financiera, sea actualizado al momento, para que 

sea incorporado en el banco de datos”. 

De estas apreciaciones hechas por los delegatarios nace finalmente el 

artículo 15 de la Constitución Política que estipula: 

Artículo 15. “ Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y 

familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos 

                                                
8 Gaceta Constitucional Nº 82. Mayo 25 de 1991. Pág. 12 
9 Comisión Primera. Abril 22 de 1991. 
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respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar 

las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos 

o en archivos de entidades públicas y privadas.....  

“En la recolección tratamiento y circulación de datos se respetarán las 

libertades y demás garantías consagradas en la Constitución....  

“La correspondencia y demás formas de comunicación privadas son 

inviolables. Solo pueden ser interceptadas o registradas mediante orden 

judicial, en los casos y con las formalidades que establezca la ley.... 

“Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, 

vigilancia e intervención del Estado podrá exigirse la presentación de 

libros de contabilidad y demás documentos privados, en los términos que 

señale la ley”10. 

 

2.2 DESARROLLO CONSTITUCIONAL: 

 

El derecho al habeas data está consagrado en la Carta Política de 1991 

en su artículo 15 numeral 2º como derecho fundamental de primera 

generación inmerso en el derecho a la intimidad, o como parte de este, al 

igual que el derecho al buen nombre. 

 

 

 

 

 

 

 

2.3 RELACION DEL HABEAS DATA CON EL DERECHO A LA 

INTIMIDAD Y EL DERECHO AL BUEN NOMBRE 

 

                                                
10 Constitución Política de Colombia de 1991.  
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En las constituciones colombianas anteriores de la Carta Política de 1991, 

no se había reconocido el habeas data, ni siquiera el derecho a la 

intimidad de forma expresa, solo se referían al secreto de 

correspondencia11. 

 

Etimológicamente intimidad viene del latín INTIMUS que quiere decir 

íntimo, recóndito, secreto, profundo, de confianza. Para algunos autores 

el derecho a la intimidad tiene su antecedente más lejano en la Biblia, al 

contener recomendaciones como las contempladas en el libro 

Eclesiástico, en los siguientes versículos: 21, 27 que dice: “Es propio del 

tonto y mal educado estar escuchando en la puerta lo que dicen; y el 

hombre prudente tendrá esto por afrenta insoportable”. El 22,27 que dice: 

” Si has dicho al amigo palabras pesadas, no temas; porque no hay lugar 

a la concordia, no habiendo habido ultrajes, ni desvergüenzas, ni orgullo, 

ni revelación de un secreto, ni golpe a traición; por todas estas cosas sí 

que huirá el amigo”; el 27,17: “Quien descubre los secretos del amigo, 

pierde el crédito, y no hallará un amigo a su gusto”; 23,24: “Jamás podrás 

atraerlo a ti, porque después de una injuria de palabras se halla 

resarcimiento, o hay lugar a la reconciliación”12; dando a entender que se 

debe respetar la vida privada de los demás.  

 

La intimidad es un valor integrante del patrimonio moral de las personas, 

que esta relacionado directamente con la vida privada. Se caracteriza 

porque alude a dos cosas importantes: Busca mantener ocultos ciertos 

aspectos de la vida personal y familiar, y  busca controlar las 

informaciones que terceros pueden manejar o divulgar, en detrimento del 

afectado.  

 

                                                
11 Constitución Política de 1886 artículos 23 y 38 
12 Henry William Torres  Torres; Derecho Informático, pag: 289-290. 
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Por derecho a la intimidad se entiende la facultad que tiene toda persona 

de NO DIVULGAR su información sensible, es decir, la información 

referida a la sexualidad, honor, imagen, identidad, preferencias políticas e 

ideológicas, en fin, la vida personal de cada uno.  

 

El derecho a la intimidad al no tener un reconocimiento expreso, antes de 

la mención en la Carta Política de 1991, fue la Corte Suprema de Justicia 

la que en sus fallos a partir de 1971 creó las directrices que servirían de 

base para la proyección del actual artículo 15.  

En este sentido, una parte de la doctrina considera que, a partir del 

derecho fundamental a la intimidad, ha nacido uno nuevo, al que se le ha 

denominado “Derecho a la Autodeterminación informativa”, o “derecho a 

la protección de datos” o “habeas data”, mientras que para otro sector, es 

a partir de los derechos fundamentales hoy existentes que se puede 

estructurar una efectiva protección al manejo informatizado de los datos 

personales. 

 

En cuanto al derecho al buen nombre, éste también hace parte del 

derecho a la intimidad, con él se busca proteger a la persona de la 

divulgación de hechos relativos a sí misma con fines comerciales o 

profesionales, que afectan su reputación, al volver público lo que se 

quiere anónimo.  

 

La relación del habeas data  con el derecho al buen nombre se da porque 

a medida que introducen nuevos datos en la central de información, estos 

datos pueden alterar la manera como los demás nos ven. Afectando 

nuestras relaciones sociales, económicas y jurídicas, por el carácter 

público que tiene el buen nombre. 

 

2.4 DESARROLLO LEGAL: 
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En los años 1985 – 1986 el Centro Latinoamericano de Recursos 

Humanos e Informática de la Presidencia de la República, encargó un 

estudio a la Universidad de los Andes entre las facultades de Derecho e 

Ingeniería para conocer la situación de los ciudadanos frente al uso y 

almacenamiento de la información. Como resultado de dicho estudio nace 

el proyecto de ley 73 de 1986 “Por medio de la cual se crea el Estatuto 

para la protección de la intimidad de las personas frente a los sistemas de 

información y los bancos de datos”, el cual fue archivado por el Congreso 

de la República”. 

 

A su vez, al consagrarse el habeas data como derecho fundamental en la 

Constitución Política de 1991, hace necesaria su reglamentación legal por 

medio de una ley estatutaria, tal como lo establece el Art. 152 inciso a. Y 

el trámite para su aprobación debe hacerse de acuerdo al Art. 153 de la 

C.P.´91 

 

Muchos han sido los proyectos de ley presentados ante el Congreso de la 

República, como intentos de regulación legal sobre el tema, sin embargo 

se han archivado. A continuación una relación de ellos. 

 

• Proyecto de ley 23 de 1991 Cámara, 63 de 1991 

Senado,”Mediante el cual se dictan algunas disposiciones sobre el 

manejo, uso, conservación y control de la información”. Este proyecto fue 

presentado por el Senador David Turbay Turbay.  

En él se prohíbe el manejo, conservación, control y utilización de 

información personal incluyendo la situación financiera. En su artículo 2º 

contempla la posibilidad de levantar los registros que se tengan sobre una 

persona desde que se acredite el pago de la obligación, prohibiendo, al 

final de este artículo, que otras personas o entidades utilicen la 

información recolectada.  
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En su artículo 3º define quienes pueden ser registrados, y en su artículo 

4º en que casos puede ser levantada la información contenida en libros 

negros, índices, listados o similares; estableciendo como máximo periodo 

de caducidad del reporte: 5 años.  

 

• Proyecto de Ley 172 de 1992, Senado, “Por la cual se dictan 

algunas disposiciones sobre el ejercicio de la actividad de recolección, 

manejo. Conservación y divulgación de información y sobre el cobro y 

recaudo de obligaciones dinerarias”.  

Este proyecto de ley en sus 24 artículos hace énfasis en la licitud de la 

información recolectada, así como la responsabilidad de los operadores 

de las bases de datos. 

 

• Proyecto de ley 12 de 1993 Senado, 127 de 1993 Cámara:  “Por 

la cual se dictan algunas disposiciones sobre el ejercicio de la actividad 

de recolección, manejo, conservación y divulgación de información 

comercial”. Este proyecto de ley hace referencia directa a los datos de 

carácter personal, no sólo de índole “comercial”, como se prevé en su 

intitulado, sino a toda clase de información o datos personales que se 

extiende incluso a los de naturaleza disciplinaria y penal de las personas; 

e involucra de paso varios derechos considerados fundamentales.  

Esta iniciativa fue objeto de Control de Constitucionalidad automático, 

previsto en la Constitución Política para las leyes estatutarias en su 

artículo 241, resuelta en Sentencia C-008-95. 

En este fallo la Corte consideró, que el vicio en el que había incurrido el 

legislador al darle el trámite incompleto de ley estatutaria, al proyecto sub-

examine, era de tal entidad, que se convertía en insubsanable por 

disposición de la misma constitución. 

Por estas razones, la Corte Constitucional terminó declarando la 

“inexequibilidad en todas sus partes” del proyecto de Ley Estatutaria 127 
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de 1993, por vicios de forma y se abstuvo por sustracción de materia 

constitucional de analizar el contenido del proyecto.  

 

• Proyecto de ley 252 de 1996 Senado:  “Por el cual se protegen la 

intimidad, el habeas data y el buen nombre mediante la regulación del 

tratamiento y uso de datos personales” . 

Presentado por el Defensor del pueblo Doctor Jaime Córdoba Triviño, 

sirvió de base para el posterior proyecto de ley 070 de 1997. Este intento 

legislativo tenía como finalidad regular algunos aspectos específicos del 

artículo 15 de la Carta, para proteger a los ciudadanos frente a los abusos 

del poder informático.  

 

• Proyecto de ley 070 de 1997:“Por medio de la cual se protege la 

intimidad personal y el buen nombre frente a los sistemas de información 

y bancos de datos, y se crea la Comisión Protectora de Bancos de Datos” 

. En este proyecto se hacía clasificación de los bancos de datos. Además 

se crea una Comision protectora de Bancos de datos, que tiene dentro de 

sus funciones el regular, inspeccionar y vigilar los bancos de datos 

personales tanto públicos como privados, así como desarrollar 

investigaciones e imponer sanciones a los bancos de datos, según 

corresponda. 

 

• Proyecto de ley 115 de 1997 Senado: “Por el cual se protegen la 

intimidad, el habeas data y el buen nombre mediante la regulación del 

tratamiento y uso de datos personales” Este proyecto tenía como objeto la 

protección de la intimidad personal y familiar y el buen nombre por el uso 

automatizado o manual de datos personales por parte del Estado y los 

particulares, además de democratizar el poder informático. Delimita el 

ámbito de aplicación para ciertos bancos de datos, y al igual que el 

proyecto de ley anterior, crea una comisión protectora de datos 

personales, llamada: PRODATA, dotada de plena autonomía 
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administrativa y financiera, adscrita a la Defensoría del Pueblo. Estipula 

los derechos de los titulares de los datos personales, dentro de estos la 

obtención de certificación escrita sobre la existencia de bancos de datos 

que le conciernen, mediante solicitud escrita al responsable del banco de 

datos, o si fuere el caso, a la Comisión Protectora ya mencionada. Al final 

encarga al DANE la obligación de realizar un censo preliminar del parque 

informático nacional, para conocer las características que en ese 

momento tenía el proceso Colombiano de informatización social, para así 

organizar el Registro Nacional Público de Bancos de datos. 

 

• Proyecto de ley 52 de 2000: “Por la cual se regula el ejercicio de 

los derechos al habeas data, a la información y el tratamiento de 

información financiera y comercial contenida en las bases de datos” . Va 

encaminado a la regulación del tratamiento de datos personales de 

carácter financiero y comercial; por lo tanto los destinatarios son: 

Operadores de bancos de datos financieros o comerciales, las fuentes de 

información financiera y comercial, los usuarios de información financiera 

y comercial, y los titulares de dicha información. Para esto, establece los 

siguientes principios: Libre circulación de datos, limitación en materia de 

recolección y divulgación de datos, calidad de datos, los datos relativos al 

cumplimiento de obligaciones económicas no pertenecientes al ámbito de 

la intimidad, respeto del ejercicio del habeas data, respeto del derecho de 

información, derecho al buen nombre, e interés público en la información 

financiera. A su vez, estipula la responsabilidad de los bancos de datos, 

las fuentes de información y los usuarios, en la recolección, 

almacenamiento y suministro de los datos. Por su parte, como 

consecuencia del ejercicio del derecho a solicitud establece la caducidad 

del dato negativo de acuerdo a estos parámetros: Si el pago es voluntario 

en cualquier tiempo, el dato negativo permanecerá la mitad del tiempo en 

que se haya incurrido en mora, siempre y cuando no ingresen otros datos 

de incumplimiento o mora de sus obligaciones. Si el pago se hace como 
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consecuencia de un proceso ejecutivo, la caducidad será igual al tiempo 

de mora mas seis meses. Si en ese proceso ejecutivo prosperan 

excepciones, habrá caducidad inmediata; pero si la excepción es 

prescripción, el dato permanecerá por el tiempo de la mora. Si se 

presentan nuevos datos negativos, en la vigencia de un dato anterior, la 

caducidad se ampliará por otro tiempo más.  Además regula lo referente a 

las solicitudes de rectificación o actualización de la información 

almacenada, y el tiempo de respuesta a las solicitudes. 

 

• Proyecto de ley 124 de 2001: “Por medio de la cual se reglamenta 

lo consagrado en el Artículo 15 de la Constitución Nacional y se dictan 

otras disposiciones sobre la existencia y funcionamiento de los Bancos de 

Datos”. Esta tentativa, contempla procedimientos para la protección 

integral de los datos asentados en archivos, registros, bancos de datos u 

otros medios técnicos de tratamiento de datos. A su vez, contempla 

principios generales relativos a la protección de datos, calidad de los 

mismos, la categoría, datos relativos a la salud, el deber de 

confidencialidad y la transferencia de los mismos. 

Así mismo, establece al tratamiento que debe tener la utilización de datos 

personales cuando la misma ley lo autorice y el titular consienta 

expresamente en ello. 

Establece el derecho a las personas para poder rectificar, actualizar o 

suprimir los datos que se posean sobre ellas, con un procedimiento 

expedito ante funcionario judicial para que se protejan todos sus derechos 

constitucionales y legales, teniendo en cuenta la necesidad de un 

tratamiento ágil y efectivo a los casos presentados. 

También se pronuncia sobre los usuarios y responsables de archivos, 

registros y bancos de datos, para que se inscriban en un registro especial 

que habilite un Organismo de Control, organismo que deberá asistir y 

asesorar a las personas acerca de los alcances de la presente ley y 

realizará todas las acciones necesarias para el cumplimiento de los 
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objetivos de la misma. 

Se contemplan responsabilidades patrimoniales a las personas privadas o 

públicas responsable del banco de datos. Por lo tanto, deberán 

indemnizar el daño patrimonial o moral que causaren por el tratamiento 

indebido de los mismos. 

Se consagra la obligación de suprimir cualquier dato de las personas 

cuando se hayan cancelado las deudas reportadas, impidiendo que sigan 

quedando huellas o manchas en sus registros utilizando prácticas 

maniqueístas que a la larga resultan perjudicando a los ciudadanos de por 

vida.  

 

• Proyecto de ley 071 de 2002: “Por el cual se busca desarrollar el 

derecho a acceder a la información de interés público, en particular la de 

carácter comercial y financiera, así como aquella relacionada con el 

cumplimiento e incumplimiento de las obligaciones fiscales, parafiscales, 

de servicios públicos domiciliarios, recolectada en bancos de datos o 

centrales de información. Para tal fin, se regula el ejercicio de la actividad 

de recolección, almacenamiento, procesamiento, suministro y uso de tal 

información”. 

Este proyecto consta de los siguiente: TITULO I (arts. 1 al 4)Capítulo 

Único. En éste se expone el objeto de la ley el ámbito de aplicación, 

diecisiete definiciones relativas a la misma y los principios orientadores de 

aquella. 

TITULO II (arts. 5 al 14) Capítulo I: Contiene disposiciones que regulan 

los operadores delos bancos de datos o centrales de información. Se 

describe su naturaleza jurídica de dichas entidades, la obtención de la 

información, las condiciones del ejercicio de recolección de esta, las 

formalidades mínimas de la autorización del titular para la mencionada 

recolección, el suministro de información dentro y fuera del país, los 

deberes de los operadores de bancos de datos o centrales de 

información, los derechos de estos, la responsabilidad civil o patrimonial y 
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administrativa de los mismos por el incumplimiento de la ley y, la 

responsabilidad prevista para los administradores de los operadores de 

bancos de datos o centrales de información. Capítulo II: Dispone acerca 

de las fuentes de información. Se enumeran los deberes y 

responsabilidad de las fuentes de información. Así mismo se advierte que 

para las entidades públicas la obligación de suministrar información será 

la relacionada únicamente con las materias de su competencia. Capítulo 

III: Relativo los usuarios de la información. Contiene disposiciones acerca 

de los deberes y responsabilidad de estos en razón del uso de aquella. 

Capítulo IV. Titulares de la Información. Contiene normas relativas a los 

derechos de los titulares de la información frente a los operadores de 

bancos de datos, fuentes de información y a los usuarios de la misma. 

TITULO III. (art. 21) Destaca únicamente lo relativo a la permanencia de la 

información negativa en los bancos de datos o centrales de información. 

TITULO IV. (art. 22) Relativo a los procedimientos para el ejercicio de 

derechos consagrados en el proyecto de ley. TITULO V. (art. 23 al 25) 

Establece las sanciones y criterios para la aplicación de estas. Además 

del régimen aplicable para los directores, administradores, representantes 

legales, revisores fiscales y demás empleados o funcionarios de os 

operadores de bancos o centrales de información;  en el mismo sentido 

par alas instituciones que siendo destinatarias de la norma autoricen o 

ejecuten  actos u omitan cumplir con las obligaciones establecidas en el 

proyecto de ley. TITULO VI. (art. 26) Señala que la vigilancia y control de 

la actividad de recolección, manejo, almacenamiento, procesamiento, 

suministro y uso de la información regulada en el proyecto de ley, estará 

en cabeza de la Superintendencia de Industria y Comercio o de la entidad 

que tenga a cargo el ejercicio de la protección de los derechos al 

consumidor. En este mismo artículo se le otorgan varias funciones como 

la imposición de multas, entre otras. TITULO VII. (art. 27 al 29) Contiene 

las disposiciones finales de la ley como el régimen de transición para las 

personas que ejerzan la actividad regulada. De igual forma se establece 
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el ejercicio ilegal de la actividad objeto de la norma cuando no se ajuste a 

lo dispuesto en la misma. Por último establece la vigencia y derogatoria 

tácita de las normas que le sean contrarias. 

Del texto del proyecto se concluye que el tema de fondo del mismo y por 

ende el principal derecho fundamental que busca regular es el 

denominado “habeas data”. Otro derecho que se menciona en el proyecto 

es el derecho de acceso a información pública consagrado en el artículo 

74 de la Carta Política (CP) de 1991, el cual ya se encuentra regulado en 

la Ley 57 de 1985, cuyo artículo 15 limita el derecho de acceso frente a 

los datos reservados conforme a la Constitución y la ley. 

 

• Proyecto de ley estatutaria S075 de 2002:  “ Por la cual se regula 

y desarrolla el ejercicio del derecho al acceso a la información financiera y 

comercial, así como la relacionada con el cumplimiento e incumplimiento 

de obligaciones fiscales, parafiscales, de servicios públicos domiciliarios y 

cualquiera otra que tenga utilidad pública, y se regula la actividad de 

administración y uso de tal información”. Este proyecto está limitado al 

derecho a acceder a la información comercial y financiera. Contiene 

varias definiciones para efectos de esta futura ley. En cuanto a la 

caducidad se hacen dos propuestas. En la primera se estipula que 

cuando el pago es voluntario y es inferior a un año la caducidad será igual 

al doble de la mora. Cuando la mora es superior a un año, la caducidad 

será de dos años. Cuando no es pago voluntario, la caducidad será de 5 

años. Sin embargo, si el pago se realiza luego del mandamiento ejecutivo, 

será por 2 años. Y si en el proceso ejecutivo se propuso excepciones que 

prosperaron, caduca inmediatamente el dato negativo, salvo si la 

excepción es la de prescripción, para lo cual, la caducidad será de 5 años. 

La segunda propuesta indica que el término de permanencia de la 

información será indefinido. Desde que se extingue la obligación, siempre 

que no haya prescripción, permanecerá la información por 10 años. No 

obstante, en las bases de datos se debe reportar si se canceló una mora, 
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o si la información se está discutiendo. En cuanto a la consulta de 

información, la solicitud de consulta debe ser atendida en los tres días 

siguientes de la petición. El plazo será de cinco días hábiles, en los casos 

de actualización y rectificación de la información. En cuanto a la 

responsabilidad, los administradores de los bancos de datos son 

responsables ante la ley 222 de 1995; Art. 200 del C. de Co. A su vez, los 

bancos de datos son responsables administrativamente ante el 

Organismo de Control al cual le corresponda el ejercicio de las funciones 

de protección al consumido. Por otra parte, las fuentes de información y 

los usuarios responden ante las Superintendencias correspondientes. 

Frente a los derechos de los operadores de bancos de datos se hacen 

dos propuestas en este proyecto. En la primera, el valor del suministro de 

información será acordado libremente entre el operador y el usuario. En la 

segunda propuesta, corresponde al Gobierno Nacional establecer un tope 

máximo al respecto, si lo considera conveniente, y el Organismo de 

Control debe velar porque no hayan discriminaciones. 

 

• Proyecto de ley 074 de 2003:  “Por la cual se regula integralmente 

el derecho fundamental al habeas data y demás libertades y derechos 

fundamentales de las personas en lo que respecta la tratamiento de sus 

datos personales a través de bases de datos públicas y privadas, y se 

dictan otras disposiciones”. Este proyecto está dirigido a garantizar el 

derecho al HABEAS DATA, así como los demás derechos relacionados 

con el tratamiento automatizado de datos. Establece, como ya lo han 

hecho otras iniciativas, 16 principios para el manejo automatizado de 

datos. De forma expresa estatuye unas condiciones para el ejercicio del 

tratamiento automatizado de datos, como la autorización del titular de la 

información para el manejo de los datos, el contrato de suministro suscrito 

entre la fuente de información y el banco de datos, que debe guardar 

ciertos parámetros. Define el habeas data como un derecho fundamental 

que confiere a su titular cinco derechos: conocer, acceder, actualizar, 
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rectificar y controlar la información que se encuentre almacenada en 

cualquier base de datos. A su vez señala la obligación que tienen los 

operadores de bancos de datos, las fuentes de información y los usuarios 

de pagar una compensación económica al titular de la información por el 

mal uso que se haga de los datos recolectados y almacenados. Confiere 

a la Procuraduría General de la Nación las obligaciones de velar por la 

efectividad del derecho al habeas data y el cumplimiento de las 

obligaciones de los sujetos de esta futura ley. Para esto se propone crear 

el Registro Nacional Público de Bancos de Datos como parte de la 

Procuraduría para el cumplimiento de los fines ya señalados. En cuanto a 

la permanencia de los datos, señala como limite de permanencia de los 

datos, el plazo de 5 años, contados a partir del momento en que se haya 

producido el respectivo pago como resultado de un proceso ejecutivo. Si 

el pago se realiza con la sola notificación del mandamiento de pago, se 

reducirá a dos años. Si en el proceso ejecutivo prosperan excepciones, el 

dato que posea el banco de datos al respecto debe desaparecer. Si 

prospera la excepción de prescripción el dato permanecerá por 10 años. 

Si el pago es voluntario y la mora es superior a 1 años, la caducidad del 

dato operará a los 2 años. Pero si la mora es inferior a 1 año, el término 

de permanencia de la información histórica negativa no podrá exceder el 

doble de la misma mora. 

 

• Proyecto de ley Estatutaria 64 de 2003 Senado: “Por la cual se 

dictan disposiciones para la protección de datos personales y se regula la 

actividad de recolección, tratamiento y circulación de los mismos”. Este 

proyecto presentado por la Defensoría del pueblo, tiene como objeto 

regular el habeas data en sus dos elementos principales: La perspectiva 

sustancial implicada en el reconocimiento del derecho de 

autodeterminación informática, y el elemento instrumental para hacer 

efectiva la protección de los datos frente a los administradores de los 

bancos de datos y centrales de información. Se hace una prolija 
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enumeración de los principios que regulan la actividad de recolección, 

tratamiento, circulación o cualquier modalidad de uso de datos de carácter 

personal, registrados en soporte físico en bancos de datos de naturaleza 

privada o pública. En cuanto a los deberes, con este proyecto de ley se 

pretendía estipular las obligaciones de los bancos de datos, las fuentes de 

información y de los usuarios de la misma, con el fin de respetar los 

derechos fundamentales del registrado. Respecto a los derechos y 

garantías, el titular de la información tiene el derecho de acceso a la 

información personal así como la garantía procedimental de amparo 

informático, como la posibilidad de acudir a la Defensoría del Pueblo para 

hacer efectivos sus derechos. En el Titulo V se establecen las condiciones 

de legalidad para la operación de los bancos de datos, dentro de las 

cuales se encuentra el deber de inscribir la base de datos, en el Registro 

Nacional de Bancos de Datos. Por otra parte, el Titulo VII se divide en dos 

capítulos: Las regulaciones a los bancos de datos públicos, y el otro 

capítulo a la regulación de las centrales de información privadas. Otra 

norma importante tiene que ver con la vigencia de la información negativa 

para lo cual se señala: Para el caso de prescripción de la obligación la 

caducidad del dato se fija en 5 años, contados a partir del término de la 

prescripción ordinaria de 10 años. Por otra parte se contempla la 

caducidad de la información positiva, es decir, aquella que no se refiere a 

incumplimiento de obligaciones o a otras circunstancias desfavorables, la 

cual puede ser suprimida a solicitud del titular una vez cumplida la 

vigencia de la misma, establecida en 5 años. Esto debido a que la 

temporalidad de la información no se aplica sólo a los datos negativos, 

sino también a los positivos, siempre que el titular así lo requiera.  

Referente a la autoridad de Control, le corresponde ala Defensoría del 

Pueblo cumplir las funciones de un ente de control para la protección de 

datos, de acuerdo a las facultades constitucionales a ella atribuidas; para 

lo cual se indican las nuevas funciones de la Defensoría para el 

cumplimiento de tal fin.  
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Se crea entonces, un procedimiento de Amparo Informático para la 

efectividad de los derechos de acceso y habeas data ente la Defensoría 

del Pueblo. Este es un procedimiento de naturaleza sumarial, que 

procede luego de agotar la solicitud ante el respectivo banco de datos. Sin 

embargo esta solicitud de amparo no puede intentarse de manera 

concomitante con la acción de tutela, de manera que iniciada la acción de 

tutela se inhibe el procedimiento ante la Defensoría del Pueblo. El Titulo X 

trata del Régimen de Responsabilidad, teniendo como responsables por 

acción u omisión a los operadores de bancos de datos, las fuentes de 

información y los usuarios de la misma cuando incumplan con las normas 

a que han debido sujetarse en desarrollo de sus actividades. En el título 

XI MOVIMIENTO INTERNACIONAL DE DATOS: se fijan las condiciones 

bajo las cuales es procedente la transferencia internacional de datos. Y 

para finalizar el Título XII: OTRAS DISPOSICIONES contiene dos 

artículos referidos a la necesidad de que el Gobierno Nacional disponga lo 

necesario para el cumplimiento de la futura ley. 

 

• Proyecto de ley 139 de 2004:  Este proyecto de ley recoge muchos 

de los principios creados por la Corte Constitucional para regular el tema. 

El proyecto de ley consta de los siguientes títulos: TITULO I: CAPITULO I: 

Del objeto, ámbito de aplicación, definiciones y principios. Aquí clasifica 

los principios en generales y procesales. Los principios generales son: De 

los fines de la tecnología y la informática; La informática deberá estar al 

servicio de las personas; Titularidad de la información; De la 

autodeterminación informática.; Consentimiento; Calidad de los registros o 

datos ;Proporcionalidad de los datos o registros; Finalidad.; 

Transparencia.; Confidencialidad.;  Caducidad de los datos; Respeto al 

buen nombre; Legalidad en materia de recolección y suministro de 

registros o datos; Seguridad; Gratuidad; Contradicción.. A su vez los 

Principios procesales son: Debido proceso; Igualdad ;Gratuidad: 

Informalidad; Eficacia; Economía; Impulso oficioso; Disponibilidad. 
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Igualmente, en este capítulo se consagran ciertas definiciones para el 

entendimiento de esta ley. En el capítulo siguiente consagra los derechos 

que se protegen con esa “ley”, y además de los derechos derivados del 

habeas data, busca proteger los derechos del menor, cuando en algunas 

bases de datos, se recopilan datos personales de ellos. En el TITULO II: 

DESTINATARIOS DE ESTA LEY CAPITULO I: Señala los deberes y 

facultades de los operadores de bancos de datos, su naturaleza jurídica, y 

la regulación a los terceros cuando manejan informaciones que 

pertenecen a bancos de datos, El CAPITULO II: Está destinado a las 

fuentes de  Información; el CAPITULO III a los Usuarios de la Información, 

y el CAPITULO IV a los Titulares de la Información. De igual manera, el 

TITULO III CAPITULO I: Regula todo lo relativo a los bancos de datos de 

naturaleza pública. El CAPITULO II Los bancos de servicios públicos 

domiciliarios, en el CAPITULO III Bancos de datos de la fuerza pública, 

Policía Judicial y organismos de seguridad del Estado; en el Capítulo IV 

Bancos de datos de encuestas o investigaciones CAPITULO V Banco de 

datos de información sensible, CAPITULO VI Bancos de datos sobre la 

salud; además en otra sección se reglamentan las normas generales de 

los bancos de datos privados, así como lo atinente a los bancos de 

publicidad y ventas. En los demás artículos esta iniciativa, contempla al 

igual que en el proyecto de ley anterior un procedimiento llamado amparo 

informático para proteger y garantizar el derecho al acceso a la 

información y  demás derechos fundamentales que puedan verse 

vulnerados con el tratamiento automatizado de la información. Para esto 

se crea un Registro Público Nacional de Bancos de Datos. Vale la pena 

anotar la creación de El Consejo Asesor de Informática y Protección de 

Datos que sería un organismo asesor del Defensor del Pueblo para los 

efectos relacionados con las atribuciones y actividades especiales a que 

se refiere esta “ley”, y serviría también de organismo consultivo del 

Gobierno Nacional para la determinación de las políticas públicas que 
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hayan de adelantarse en materia de tratamiento de datos y protección de 

los derechos de las personas. 

  

Además de estos proyectos de ley archivados por el Congreso, en leyes 

aún vigentes se intentó regular en su articulado parte del derecho al 

habeas data. Un ejemplo de esto es el Artículo 19 de la ley 716 de 2001, 

que rezaba: “Las personas que dentro del año siguiente a la vigencia de 

la presente ley se pongan al día en obligaciones por cuya causa hubieren 

sido reportadas a los bancos de datos de que trata este artículo tendrán 

un alivio consistente en la caducidad inmediata de la información negativa 

histórica, sin importar el monto de la obligación e independientemente de 

si el pago se produce judicial o extrajudicialmente. La defensoría del 

pueblo velará por el cumplimiento de esta norma”. Esta norma fue 

declarada inexequible por la Sentencia C- 687  de 2002. La Corte 

Constitucional consideró que éste artículo hacía parte de una ley 

ordinaria, y que la regulación de los bancos de datos, debía darse dentro 

de una ley estatutaria, la que debía cumplir con los requisitos exigidos por 

el Art. 153 de la C.P.¨91. A sí mismo la ley 550 de 1999, en sus artículos 

110 y 114 pretendían reglamentar lo relacionado con los bancos de datos 

financieros, corriendo la misma suerte que la ley antes mencionada. 

 

En ausencia de legislación, a partir de la expedición de la Carta Política 

Colombiana de 1991 y con ocasión de la presentación de numerosas 

acciones de tutela respecto de diferentes tipos de información (financiera, 

sisben, seguridad social, antecedentes penales, historias clínicas, etc) 

que reposan en diferentes bancos de datos, nuestras Cortes, 

especialmente la Corte Constitucional, han desarrollado a nivel 

jurisprudencial los alcances del Habeas Data. Los desarrollos 

jurisprudenciales de la Corte ha partir de la sentencia T-414 de 1992 a la 

fecha representan un muchas sentencias que desarrollan el alcance del 

artículo 15 de la Carta Política en materia de habeas data y recogen 
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principios internacionales sobre dicho tópico, los cuales se han convertido 

en las pautas que actualmente rigen la materia.  

 

Actualmente la acción de tutela y el derecho de petición son las 

herramientas mas importantes con que cuentan los colombianos para 

exigir el respeto al habeas data en Colombia. 

 

3. LOS BANCOS DE DATOS FINANCIEROS  

 

Hoy en día, el uso de los datos personales que realizan las centrales de 

información, dentro de éstas las financieras, hace parte de la actividad 

informática que, para Oscar Puccinelli13 requiere de tres operadores: 

 

El Productor: Que recolecta los datos; El gestor: Que los sistematiza por 

medio de la programación indispensable para la consulta de terceros; y el 

distribuidor: Que es el encargado de transmitirlos al usuario. El distribuidor 

puede ser una persona natural o jurídica, así como una entidad pública o 

privada. 

Este proceso ha llevado a una ya conocida discusión doctrinal y 

jurisprudencial acerca de los limites entre dos derechos principales, el 

derecho a la información, que implica el derecho a informarse y el 

derecho a informar; del que gozan las fuentes de información financieras 

y los usuarios de esta información financiera; y el derecho al habeas data 

que hace parte del derecho a la intimidad, honor y buen nombre, 

perteneciente a quien es registrado en una base de datos financiera.  

 

3.1 CENTRALES DE INFORMACIÓN FINANCIERA EN COLOMBIA 

 

                                                
13 Oscar Puccinelli. HABEAS DATA EN INDOIBEROAMERICA. Editorial: Temis. Edición 

1999. Bogotá, Colombia. 
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Son sociedades especializadas en el manejo de información 

sistematizada que de manera centralizada y de acuerdo a criterios únicos 

y preestablecidos, proporcionan a las entidades vigiladas, los datos sobre 

el comportamiento crediticio de los clientes del Sector Financiero. 

La fuente de información de estas sociedades la constituye sus entidades 

afiliadas, y el reporte de endeudamiento que las entidades vigiladas por la 

Superintendencia Bancaria, le remiten a ésta. 

 

3.2 NORMATIVIDAD SOBRE CENTRALES DE RIESGO - CENTRALES 

DE INFORMACIÓN FINANCIERA 

 

 

En Colombia no existe normatividad sobre el funcionamiento y control  de 

las Centrales de Riesgo, es por ello, que la Superintendencia Bancaria ha 

emitido en sus conceptos la definición y diferenciación entre la Central de 

Riesgos de la SBC y las Centrales de Información Financiera, como 

sociedades de derecho privado, encargadas de promover a diario 

información actualizada sobre la historia crediticia y comercial de las 

personas y empresas radicadas en Colombia, alguna de cuya información 

es tomada de la Central de Riesgos del ente supervisor. 

Siendo la Superintendencia Bancaria de Colombia el ente que ha 

regulado el tema, en realidad no resalta una característica que pueda 

diferenciar unas de otra, solo se extrae que la Central de Riesgo de la 

Superbancaria está adscrita a ella y actúa como ente consultor frente a 

las otras Centrales de Riesgo. Aunque estudiaremos el concepto, para 

efectos de esta investigación, hablaremos de Centrales de Riesgo 

refiriéndonos a todas las bases de datos que manejan la cartera de las 

diferentes entidades del Sector Financiero. 

 

3.3 DOCTRINA DE LA SUPERBANCARIA ANTES DE LA VIGENCIA 

DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991. 
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La Superintendencia Bancaria ha emitido varios conceptos sobre las 

centrales de información, conocidas como centrales de riesgo, por el 

servicio que prestan a las entidades financieras, como ente veedor de la 

actividad bancaria. 

 

Diversos son  los conceptos emitidos por la Superintendencia Bancaria 

Colombiana, antes de la creación de la Carta Política de 1991, tales son: 

 

DB-5649 del 16 de diciembre de 1981, el DB-1687 del 26 de abril de 

1983, el concepto 0080059 del 22 de febrero de 1990, el 91015226 del 25 

de febrero de 1991, el 91015226-1 del 9 de mayo de 1991, el 92020073-1 

del 30 de abril de 1994, la circular PD-OJ- 032 del 14 de octubre de 1987, 

la resolución 2053 del 26 de junio de 1989. 

Tales conceptos señalaban los parámetros sobre la información, 

contenida en las centrales de riesgo suministrada por las entidades 

financieras, encaminada a la protección del derecho a la privacidad: “ El 

manejo de manera profesional de información financiera o comercial 

sobre sujetos determinados comprende todo un proceso de recopilación, 

procesamiento, introducción en las bases de datos, transmisión y 

divulgación, que conlleva una serie de deberes, si bien no expresamente 

señalados en la ley, derivados del deber general de no causar daño 

injustificado a otros. En el caso de las centrales de información cuyo 

funcionamiento no se encuentra regulado por disposiciones precisas 

emanadas de autoridad administrativa, deberá contar con el 

consentimiento del sujeto al que se refiere la información cuando no se 

trate de obligaciones vencidas, consecuencia necesaria del principio del 

derecho a la privacidad, y lógicamente con el consentimiento por él de la 

existencia de la base de datos y de haber sido incluido en ella. De igual 

manera deberá existir certeza respecto a la veracidad de la información 

que restringida a los datos, así como corregida y actualizada cada vez 
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que se requiera; además debe conservarse con la debida seguridad 

evitando el acceso a ella de quienes no tengan interés legitimo para 

conocerla, tomando todas las precauciones requeridas para impedir su 

mal uso; en su divulgación debe asegurarse que únicamente se utilice en 

el fin especifico para el cual se suministro”14 

 

3.4 CENTRALES DE INFORMACION EN LA CONSTITUCION DE 1991 

 

La Constitución Política de 1991 consagró la viabilidad de las bases de 

datos y el correlativo deber de proteger los derechos fundamentales de 

los ciudadanos. Así el articulo 15 de la Constitución que reconoce el 

derecho a recibir información veraz e imparcial y el articulo 335 que 

consagra la actividad financiera y bursátil como de interés publico, hacen 

posible la existencia de las bases de datos y determinan sus limites en el 

manejo y recolección de la información. 

 

 

3.5 RESEÑA DE LA NORMATIVIDAD VIGENTE CONTENIDA EN LAS 

CIRCULARES DE LA SUPERBANCARIA: 

 

En cuanto a la definición de centrales de riesgo ha señalado: 

 

“(...) las centrales de riesgo son bancos de datos que constituyen una 

fuente de información, esto es, que configuran un mecanismo para la 

evaluación del volumen global de riesgo que presenta una persona y para 

evitar la concentración del crédito. Como medida de defensa del sector 

financiero este tipo de centrales de riesgo pueden ser constituidas por 

cualquier persona que tenga la capacidad legal para ello, siempre y 

cuando garantice un manejo idóneo de la información bajo el entendido, 

                                                
14 oficio 0125223 abril 5 de 1989. Superintendencia Bancaria. 
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claro esta, que su actividad esta sujeta a los principios constitucionales 

del derecho a la intimidad, a la información y a la reserva bancaria. 

(...) los bancos de datos no han tenido regulación expresa en nuestro 

derecho positivo; sin embargo estos, al igual, que el correspondiente 

manejo profesional de la información financiera y comercial, conlleva una 

serie de deberes derivados del postulado  de no causar daño injustificado 

a otras personas, aspecto en el que están sujetos  a las reglas generales 

sobre responsabilidad consagrada en la ley”.15 

 

Respecto a la divulgación de la información crediticia ha dicho lo 

siguiente: 

 

“(...)No parece probable que pueda con buen suceso elaborarse un 

cartabón con todos aquellos casos en los que los establecimientos 

bancarios están obligados a guardar el secreto profesional, (…)pues, 

salvo notorias excepciones la determinación de ello comporta un análisis 

especifico y depende de la existencia del interés por parte del cliente en 

que se guarde discreción sobre uno y otro dato que ha puesto a 

disposición del banco, ya sea en razón del perjuicio económico que se le 

podría derivar de su divulgación o bien porque, por uno y otro motivo, 

manifieste su voluntad de mantener en secreto cierta información. Frente 

a la incertidumbre que plantea la determinación del carácter de reservado 

de estos datos, para efecto de obtener acceso a los mismos (...) es 

aconsejable entonces, contar previamente con el consentimiento del 

sujeto a quien alude la información. No ocurre lo mismo cuando se trata 

de información relativa a un interés que no se encuentra digno de ser 

amparado por la reserva bancaria, la cual podría ser lícitamente ser 

suministrada por las entidades financieras (...) sin afectar el deber de 

sigilo propio de su actividad (...). 

 

                                                
15 Concepto No 94006632-1 de mayo 3 de 1994. Superintendencia Bancaria. 
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Así por ejemplo podría suministrarse información (...) respecto de la 

cartera morosa de los clientes, eventos en los cuales se estaría obrando 

en principio, en protección de los intereses de los empresarios-quienes 

contarían con mayores elementos para evaluar los créditos de sus 

clientes- e igualmente en defensa de la moralidad general de los negocios 

y de la comunidad en general”.16 

 

 

3.6CENTRALES DE RIESGO-CENTRALES DE INFORMACION 

FINANCIERA 

 

CENTRAL DE RIESGOS DE LA SUPERINTENDENCIA BANCARIA 

 

Con el Decreto 2042 de 1987 se creo la sección Central de Riesgos, 

como una dependencia adscrita a la División de Estadística de la 

Superintendencia Bancaria, cuya función primordial es recibir y consolidar 

la información relacionada con el reporte de endeudamiento de clientes 

por parte de las entidades vigiladas, según resolución 1980 de 1994 antes 

resolución 2053 de 1989 relacionada con la cartera de créditos y su 

calificación. 

El fin de la Central de Riesgos es desarrollar productos que midan de 

manera consistente y cuantitativa, los riesgos potenciales asumidos por 

cada entidad vigilada, proporcionando elementos de inspección y análisis 

financiero y contable de la entidad. 

Entre las funciones de la Central de Riesgos de la Superintendencia 

Bancaria existe directa relación con las Centrales de Información 

Financiera existentes en  Colombia: “15.- En coordinación y siguiendo 

instrucciones de la secretaria de Desarrollo, adelantar convenios de 

                                                
16 Oficio 91015226 del 9 de mayo de 1991. Superintendencia Bancaria. 



 37 

intercambio de información crediticia con las centrales de información del 

país tales como: CIFIN, COVIDATA, DATACREDITO.”17 

 “Las centrales de Información financiera tienen en común la disposición  

a los usuarios de los siguientes productos: 

 

PRODUCTOS: Cuenta Corriente, Tarjeta de Crédito, Cartera Total, 

endeudamiento global. 

 

MERCADO: Sector financiero y/o vigilado por la Superintendencia 

Bancaria, Sector cooperativo, Sector comercial, Sector Industrial, Sector 

de Servicios.”18 

 

La rectificación de la información de las Centrales de Información 

Financiera han establecido un procedimiento para la corrección de la 

información, el cual establece que le corresponde a la entidad  vigilada 

reportante presentar directamente ante ella las rectificaciones  a que halla 

lugar (cambios en las clasificaciones, calificaciones, etc.) a través de 

formatos establecidos por las Centrales de Información y con el 

cumplimiento de firmas autorizada por los clientes de las entidades 

vigiladas. 

 

3.7 CALIFICACION DE CARTERA 

 

El desarrollo de actividades crediticias con lleva en si un riesgo financiero 

en el préstamo de capitales que las entidades vigiladas por la 

Superbancaria realizan a sus clientes. Los usuarios del sistema financiero 

tienen un comportamiento crediticio que debe ser estudiado por quien en 

su momento preste los servicios de crédito. Dicho comportamiento se ve 

                                                
17 Concepto Nª 1999040763-3 Junio 30 de 1999 Oficina de Regulación Financiera. 
18 ibidem 
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reflejado a través de una historia que contiene los datos de crédito con 

base en los hábitos de pago de los clientes de entidades  financieras. 

Tal información, reportada en las Centrales de Información Financiera, 

repercute notablemente en la disminución de los riesgos de las 

actividades de crédito. Es así como a través del Acuerdo de Basilea de 

1988 se estipulan los riesgos que encierran los créditos bancarios y se 

establecen los mecanismos para asegurar un nivel adecuado de capital 

en el sistema bancario internacional. Posteriormente con el Nuevo 

Acuerdo de Basilea II se designan los riesgos de crédito. 

 

De conformidad con lo previsto en el Estatuto Orgánico del Sistema 

Financiero(EOSF) es la Superintendencia Bancaria quien ejerce la 

inspección, vigilancia y control de las entidades financieras definidas en el 

EOSF en el articulo 325 numeral 2ª literal a. Así mismo fija a las entidades 

financieras los criterios que faciliten el cumplimiento de sus funciones.  

 

 

3.8 PROCESO DE SUMINISTRO DE INFORMACIÓN A LAS 

CENTRALES DE RIESGO POR LAS ENTIDADES FINANCIERAS 

 

Las Centrales de Riesgo reciben información de toda las entidades 

financieras con quienes éstas suscriben convenio, el cual puede ser 

simultaneo con dos  o con una de las centrales de riesgo actualmente 

existentes en el país. La transmisión de la información se da a través de 

un proceso  de total confidencialidad entre la base de datos y la entidad 

financiera, garantizando a los clientes el manejo cuidadoso de la 

información. Para que dicho reporte se lleve a cabo, debe existir una 

autorización previa y expresa de los clientes con la entidad financiera con 

la cual se haya celebrado el crédito. 

El reporte de la información se realiza en diferentes peridiocidades; 

pueden ser trimestrales, mensuales o semanales, pero atendiendo al 
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buen uso de la información contenida en los reportes y a que dicha 

información sea real en el tiempo, la superbancaria emitió la circular 

externa 023 de 2004 de junio 23, la cual ordenaba a las centrales 

vigiladas por la SBC que en un término de dos meses, contados a partir 

de la fecha de su publicación, actualizar la información sobre la historia 

crediticia de sus clientes en las centrales de riesgo, sin embargo con la 

circular 003 de 2004 de agosto 20 amplio ese término hasta el 25 de 

octubre de ese mismo año. 

Mediante la Circular 100 de 1993, ahora Circular 052 de 2004 la 

Superbancaria fija las regla y procedimientos que rigen el Riesgo 

Crediticio anexando de la Circular 100 de 1993, ”El Régimen de 

Evaluación, Calificación y Provisionamiento de Cartera de Crédito”. 

Las bases de datos que reposan en las Centrales de Información 

Financiera (CIF) se refiere a la exigida a las entidades vigiladas para el 

cumplimiento de la resolución 180 de 1994, antes resolución 2053 de 

1998 relacionada con la cartera de créditos y su calificación.  

En punto a la información que se reporta en desarrollo de lo previsto en la 

resolución antes mencionada, constituye un instrumento importante para 

la regulación prudencial, toda vez que permite tanto a esta entidad de 

control como a las personas que se dedican a la actividad financiera, 

mantener una vigilancia permanente sobre el cumplimiento de las normas 

referentes a cupo individual de crédito y sobre los niveles de 

concentración crediticia. Es por ello que la Superbancaria exige a las 

entidades vigiladas que consulten bancos de datos de información 

comercial y en particular el endeudamiento consolidado vigente de los 

clientes con el conjunto del sector financiero, información que puede 

ubicarse en la anotada central de riesgo. 

 

De acuerdo con la circular  052, antes mencionada, el riesgo crediticio se 

evaluará de la siguiente manera: 



 40 

La cartera de créditos se clasifica en: créditos comerciales, de consumo, 

vivienda y micro crédito. 

Son créditos comerciales los otorgados a personas naturales o jurídicas 

para el desarrollo de actividades económicas organizadas distinto a las 

microempresas; son créditos de consumo los otorgados a personas 

naturales para financiar la adquisición de bienes de consumo o el pago de 

servicios para fines no comerciales o empresariales independiente de cual 

sea su monto; son créditos de vivienda, los otorgados a personas 

naturales destinados a la adquisición de vivienda nueva o usada, o a la 

construcción de vivienda individual, sin importar  el monto del crédito; y 

son créditos de micro crédito los efectuados a personas naturales o 

jurídicas para el desarrollo de microempresas. 

De tal manera los contratos se clasifican en una de las categorías de 

riesgo crediticio: 

Categoría A o crédito con riesgo crediticio normal: indican una capacidad 

de pago adecuada, en términos del monto y origen de los ingresos con 

que cuentan los deudores para atender los pagos requeridos. Categoría B 

o  crédito con riesgo aceptable, superior al normal: los créditos están 

aceptablemente atendidos  y protegidos, pero existen debilidades que 

potencialmente pueden afectar, transitoria o permanentemente la 

capacidad de pago del deudor o los flujos de caja del proyecto en forma 

tal que, de no ser corregidas oportunamente llegarían afectar el debido 

recaudo del crédito. Se clasifican de forma obligatoria, de acuerdo al 

tiempo de la mora los créditos ACEPTABLES, así: 

 

VIVIENDA   más de 2 hasta 5 meses de mora 

CONSUMO   más de 1 hasta 2 meses de mora 

MICROCREDITO  más de 1 hasta 2 meses de mora 

COMERCIAL    más de 1 hasta 3 meses de mora 

 



 41 

La  Categoría C o  crédito deficiente, con riesgo apreciable: son los 

créditos que presentan insuficiencias en la capacidad de pago del deudor 

o en los flujos de caja del proyecto que comprometen el normal recaudo 

de la obligación. Se clasifican los créditos bajo las siguientes condiciones: 

 

VIVIENDA   más de 5 hasta 12 meses de mora 

CONSUMO   más de 2 hasta 3 meses de mora 

MICROCREDITO  más de 2 hasta 3 meses de mora 

COMERCIAL   más de 3 hasta 6 meses de mora 

 

Categoría D o riesgo significativo: tiene las características del deficiente, 

pero en mayor grado, de tal suerte que la probabilidad de recaudo es 

altamente dudosa. Se clasifican los créditos que cumplan los siguientes 

requisitos de morosidad:  

 

VIVIENDA   más de 12 hasta 18 meses de mora 

CONSUMO   más de 3 hasta 6 meses de mora 

MICROCREDITO  más de 3 hasta 4 meses de mora 

COMERCIAL   más de 6 hasta 12 meses de mora 

 

Categoría E o riesgo de irrecuperable: es aquel que se estima incobrable. 

Corresponde los créditos en esta categoría de riesgo: 

 

VIVIENDA   más de 18 meses de mora 

CONSUMO   más de 6 meses de mora 

MICROCREDITO  más de 4 meses de mora 

COMERCIAL   más de 12 meses de mora 

 

“Respecto de la cartera de consumo y de vivienda , establece como 

criterio de evaluación exclusivo el servicio oportuno de la deuda. Ahora 

bien, la calificación de los créditos por nivel de riesgo indica 
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evidentemente la correspondencia con los criterios expuestos, de tal 

forma que las categorías establecidas como normal, aceptable, deficiente, 

de difícil cobro, e incobrable devienen necesariamente de la deficiencia en 

los elementos que en dichos criterios se ha establecido”.19 

 

Adicionalmente es pertinente señalar que si la deuda por la cual se 

efectuó el reporte corresponde a un crédito de vivienda individual a largo 

plazo y en tanto haya sido objeto de la reestructuración en los términos 

del articulo 42 de la ley 546 de 1999, podrá exigir que su nombre se retire 

como deudor moroso de cualquier central de riesgo una vez halla 

cumplido puntualmente con el pago de las tres primeras cuotas de la 

obligación reestructurada tal como lo indica el articulo 52 ibidem. 

 

La ley 863 de 2003, adicionaba al artículo 799-1 del Estatuto del Tributario 

Nacional la información contenida en las centrales de riesgo respecto del 

cumplimiento o mora de las obligaciones de impuestos, anticipos, 

retenciones, tributos y gravámenes aduaneros, sanciones e intereses 

reportada por la DIAN (Dirección de Aduanas e Impuestos Nacionales). 

Pero dicho articulo fue declarado inexequible por la Corte Constitucional 

en la sentencia C-993 de 2004 MP. Jaime Araujo Rentería y al respecto 

decía: “En consecuencia,  y como lo señala el Ministerio Público, la 

finalidad en la recolección del dato debe ser determinada, explícita y 

legítima.  Por ende , el dato recolectado no puede ser transmitido para 

fines diferentes a los previstos originalmente.   Así las cosas, como lo 

indica la demandante, las centrales de riesgo tienen una naturaleza 

privada, de carácter financiero y cuyo fin es el análisis del riesgo del 

crédito; lo que denota a todas luces una finalidad completamente ajena a 

los objetivos tributarios.  Por consiguiente, al  determinar la norma 

demandada  un objetivo diferente para el dato recolectado y al no indicar 

                                                
19 Concepto No 1999036193-2 octubre 13 de 1999. Superintendencia Bancaria. 
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el uso que las centrales de riesgo pueden hacer de la información, se 

vulnera el principio de finalidad del dato.  

  

De otra parte, el inciso tercero del aludido artículo determina una 

caducidad inmediata del dato Caducidad esta que estará aparejada con la 

cancelación por todo concepto de la obligación tributaria.  Al respecto, 

esta Corporación, ha establecido que cuando una ley pretende establecer 

la caducidad del dato reportado, está tratando situaciones principales e 

importantes del derecho fundamental y solo puede ser regulado por una 

Ley Estatutaria. 

  

En resumen, por los presupuesto anotados , el artículo 31 de la ley 863 de 

2003 , en algunos supuestos de hecho de la norma, debió ser tramitado a 

través de una Ley Estatutaria y no por intermedio de una Ley Ordinaria, 

debido a que pretendió el Congreso regular situaciones principales e 

importantes que solo pueden ser reguladas por una Ley Estatutaria y en 

otros supuestos como reportar a centrales de riesgo privadas, afectó el 

núcleo esencial del Derecho Fundamental del habeas data y éste núcleo 

esencial no puede ser afectado ni siquiera por el Legislador Estatutario, 

mucho menos, por el Legislador Ordinario.  Razón por la cual esta Corte 

declarará inexequible la norma acusada.   

  

Ahora bien, durante  la vigencia del artículo referido, varias personas 

pudieron verse afectadas con el reporte a bases de datos privadas de la 

información que trata el artículo 31 de la ley 863 de 2003; razón por la 

cual estas deberán ser excluidas de las centrales de riesgo respecto de 

esta especial información.  En consecuencia, esta Corporación declarará 

que los efectos de la presente Sentencia se producirán a partir de la fecha 

de entrada en vigencia de la ley 863 de 2003. 
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Finalmente, la Corte no puede dejar de lado que en varias ocasiones 

normas de contenido normativo similar, han sido declaradas inexequibles 

por violación a la reserva de ley estatutaria.  

No obstante la trascendencia del tema, no existe en el ordenamiento 

jurídico una regulación estatutaria sobre el derecho de habeas data , 

sustento por el cual esta Corte exhorta e insiste al Congreso de la 

República , para que en uso de sus funciones expida una ley estatutaria 

que regule el derecho fundamental al habeas data”20 

 

Con la circular 011 del 5 de marzo de 2005 la SBC les dice a las 

entidades vigiladas el deber evaluar permanentemente el riesgo 

incorporado en sus activos crediticios, tanto en el momento de otorgar 

créditos como a lo largo de la vida de los mismos, dirigiéndolas para la 

creación de un Sistema Administrativo de Riesgo Crediticio, con el objeto 

de mantener adecuadamente evaluado el riesgo de crédito. 

 

“Las SARC deben contar con un sistema que permanentemente permita 

recoger y actualizar de manera permanente la información sobre la 

condición o situación de pago de sus deudores, así como cualquier 

modificación que se presente. El sistema que adopten debe contar con un 

mecanismo que permita reflejar de manera inmediata cualquier cambio en 

la situación de pago del deudor, de manera que la información sobre él 

sea veraz, completa y actualizada de acuerdo con el Derecho 

Fundamental al Habeas Data.”21 

 

La Superintendencia Bancaria obliga a el SARC a contar con mecanismos 

de información periódica a los clientes y deudores de la entidad acerca 

del alcance de sus convenios con centrales de Información Financiera, de 

los efectos generales que conlleva el reporte  a las mismas y de las reglas 

                                                
20 Sentencia  C-993/04 de octubre 12 de 2004, Corte Constitucional  
21 Circular 052 de 30 de diciembre de 2004. Superintendencia Bancaria.  
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internas sobre permanencia del dato que hayan adoptado tales centrales 

de riesgo teniendo en cuenta la jurisprudencia constitucional. 

 

 

3.9 ASOBANCARIA (CIFIN) - COMPUTEC S.A. (DATACREDITO) 

 

La función de las centrales de riesgo consiste en registrar el 

comportamiento comercial de los particulares. La información que se 

reporta es de acuerdo a lo previsto en la resolución 1980 de 1994, ésta 

constituye un instrumento para la regulación prudencial, toda vez que 

permite tanto a la SBC como a las personas que se dedican a la actividad 

financiera mantener una vigilancia permanente sobre el cumplimiento de 

las normas referentes a cupo individual de crédito y sobre los niveles de 

concentración crediticia. Es así que la SBC exige alas entidades vigiladas 

consulten bancos de datos comercial y en particular el endeudamiento 

consolidado vigente de los clientes con el conjunto del sector financiero, 

información que puede ubicarse en la anotada central de información.  

 

3.10 ASOCIACION BANACARIA Y DE ENTIDADES FINANCIERAS DE 

COLOMBIA 

 

Asobancaria es una entidad gremial sin animo de lucro, creada en 1936. 

agrupa a varios bancos, almacenes de deposito, sociedades fiduciarias, 

sociedades administradoras de fondos de pensiones y cesantías y 

oficinas de representación de bancos extranjeros en Colombia. 

La central de Información de la Asobancaria es la Central de Información 

Financiera CIFIN que se rige por el reglamento aprobado por su junta 

directiva. 

El articulo 5ª de la CIFIN  establece:”la asociación bancaria y de entidades 

financieras de Colombia es la administradora de las bases de datos que 

conforman la central de información, y en consecuencia es responsable 
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del procedimiento divulgación e integridad de los datos contenidos en los 

archivos”. 

En dicho articulo deja claro que sobre la exactitud de los datos y de la 

actualización, rectificación de los mismos, serán responsables los 

usuarios, es decir, las entidades vigilas por la SBC y con las cuales la 

base de datos de la CIFIN tienen una relación contractual suministrando 

la información de su cartera de la manera en que el instructivo de la 

Superbancaria fijo los parámetros para calificarla, lo que deja claro que no 

es la CIFIN quien califica cartera, ésta solo actúa como medio consultivo 

de quien requiere la información de un posible cliente en lo referente a la 

historia sobre su comportamiento crediticio que reposa en dicha base de 

datos con el fin de tener criterios suficientes para otorgar o no el crédito 

requerido por quien lo solicita. 

 

3.11 COMPUTEC S.A. 

DataCrédito es una Unidad Especial de Negocios de Computec S.A. 

sociedad anónima vigilada por la Superintendencia de Valores, como tal 

su actividad se desarrolla bajo el marco global de Computec S.A. 

DataCrédito es una Central de Información que recopila información de la 

forma como las personas y las compañías han cumplido con sus 

obligaciones con entidades financieras, cooperativas o con almacenes y 

empresas del sector real, sobre la situación crediticia general e histórica, 

positiva y negativa de los clientes de cada entidad, y que se pone a su 

servicio, previa autorización escrita y voluntaria del usuario.  
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CAPITULO II 

 

 

2. ANALISIS DE LINEA JURISPRUDENCIAL 

 

2.1. MARCO DE REFERENCIA 

 

Nuestro objetivo en este capítulo está encaminado a demostrar la 

existencia de un balance constitucional en la línea jurisprudencial de las 

sentencias de Revisión de Tutela, emitidas por la Corte Constitucional 

Colombiana en el periodo 1993 – 2004, sobre el derecho de habeas data 

frente a las Centrales de Riesgo Financieras. 

 

Para ello, utilizaremos, con ciertas variantes, la propuesta de análisis de 

línea jurisprudencial hecha por el Profesor Diego Eduardo López Medina, 

en su libro EL DERECHO DE LOS JUECES22, que serán descritas a 

continuación: 

 

TECNICAS DE ANALISIS DE LINEA JURISPRUDENCIAL 

 

Según el autor: “La metodología de la línea de jurisprudencia, por tanto, si 

ha de tener éxito práctico, debe tratar de identificar las sentencias hitos 

agrupadas en torno a problemas jurídicos bien definidos”23 

 

Para el profesor LOPEZ MEDINA sin embargo, no todas las graficas de 

línea pueden estar formadas por sentencias hito24 en su totalidad. 

                                                
22 LOPEZ Medina, Diego Eduardo. Derecho de los Jueces. Editorial LEGIS. 2001.  
23 LOPEZ Medina, Diego Eduardo. Derecho de los Jueces. Editorial LEGIS. 2001.Pág. 69 
24 “Sentencias hito son aquellas en las que la Corte trata de definir con autoridad una sub-regla de 

derecho constitucional.”. “Es aquella que pertenece al repertorio frecuente de sentencias que la 

Corte cita en fallos subsiguientes, y que proveen la retórica y marco de análisis en el tema concreto 

que se estudia”. LOPEZ, Medina, Diego Eduardo. Derecho de los Jueces. Editorial LEGIS. 2001 
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Dependiendo del tipo de nicho citacional, también pueden incluirse a esta 

gráfica sentencias fundadoras de línea25 y confirmadoras de principio26. 

 

“La metodología para identificar las sentencias hito comprende tres pasos 

que he denominado así: 

 

1. PUNTO ARQUIMÉDICO DE APOYO:  

 

El punto arquimédico es una Sentencia con la que se tratará de 

desenredar las relaciones estructurales entre varias Sentencias. Su 

propósito fundamental será el de ayudar en la identificación de las 

“Sentencias - hito” de la línea y en su sistematización en un gráfico de 

línea. Para esto el investigador debe encontrar una Sentencia que cumpla 

con los siguientes requisitos: 

 

1. Que sea lo más reciente posible, y  

2. Que en sus hechos relevantes, tenga el mismo patrón fáctico (o el 

mas cercano posible, al menos) con relación al caso sometido a 

investigación.  

 

 

2. INGENIERIA REVERSA: 

 

El segundo paso, o de ingeniería reversa, consiste en el estudio de la 

estructura de citas del “punto arquimédico”, es decir, se trata de hallar las 

                                                
25 “Sentencias fundadoras de línea son fallos, usualmente proferidos en el periodo 91 -92, en los 

que la  Corte aprovecha sus primeras sentencias de revisión para hacer enérgicas y muy amplias 

interpretaciones de derechos constitucionales. Son sentencias usualmente muy pretenciosas en 

materia doctrinaria y en las que se hacen grandes recuentos de los principios de las reglas 

relacionadas con el tema bajo estudio”. LOPEZ Medina, Diego Eduardo. Derecho de los Jueces. 

Editorial LEGIS, 2001. Pág. 68   
26 “Sentencias confirmadoras de principio son aquellas que se ven a sí mismas como puras y 

simples aplicaciones, a un caso nuevo, del principio o ratio en una sentencia anterior. Con este tipo 

de sentencias los jueces descargan su deber de obediencia al precedente”.  
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citas jurisprudenciales hechas a partir del punto arquimédico de apoyo, y 

de esas sentencias señaladas, encontrar las citas que esta última hace 

sobre el tema objeto de estudio, y así sucesivamente por el numero de 

veces que el investigador desee.  

 

3. NICHO CITACIONAL: 

 

En el tercer paso, se graficará “nicho citacional” formado por citas 

jurisprudenciales hechas por el juez sobre el tema bajo estudio.  

 

El investigador estudiará este “nicho citacional”. Encontrará que 

generalmente la “ingeniería reversa” termina subrayando la existencia 

(mediante su continua citación en las sentencias investigadas) de unos 

“puntos nodales” dentro del nicho citacional. De graficarse el nicho 

citacional, se vería cómo unos ciertos puntos están frecuentemente citados 

en un alto número de sentencias.  Esta gráfica, por tanto, se parece a una 

telaraña citacional. Estos puntos nodales, que incluso en líneas 

abundantes y complejas no son muchos, coinciden, para todos los efectos 

prácticos con las sentencias hito de la línea.  

 

Esta metodología como se ve, reduce la masa decisional, de un material 

demasiado extenso, a un pequeño número de decisiones en las que se 

define y da contorno a las sub-reglas.  

4. GRAFICA DE LÌNEA JURISPRUDENCIAL:  

 

El autor propone, como siguiente paso, realizar una gráfica de línea, así: 

“Puesta sobre un gráfico, una línea de jurisprudencia es una pregunta o 

problema jurídico bien definido, bajo el cual se abre un espacio abierto a 

posibles respuestas. Este espacio abierto, con todas las posibles 

respuestas a la pregunta planteadas, es un estrategia conveniente para 

graficar las soluciones que la jurisprudencia ha dado al problema y para 
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reconocer, si existe, un patrón de desarrollo decisional. El campo abierto 

que generan las dos respuestas extremas posibles hace que la línea sea, 

en sus extremos, bipolar”. 

 

Con esto se puede definir la existencia de un balance constitucional27 , y/o 

identificar los patrones de cambio decisional a lo largo de la 

jurisprudencia.28   

 

La propuesta de análisis del autor antes señalada, será la base para la 

metodología de nuestra investigación de línea, con las siguientes 

aclaraciones: 

 

2.1 ANALISIS DE LINEA JURISPRUDENCIAL: 

 

Para el desarrollo de esta investigación, y teniendo en cuenta el extenso 

material de estudio sobre el tema principal, habeas data frente a Centrales 

de Riesgo en el Sector Financiero, realizaremos el análisis de línea 

jurisprudencial de tres subtemas por separado, así: 

 

❖  SUBTEMA UNO 

 

Relación entre el derecho al habeas data de los usuarios del Sector 

Financiero y el derecho a la información de entidades financieras y 

Centrales de Información Financiera 

 

❖ SUBTEMA DOS 

 

                                                
27 “Balance constitucional es una doctrina jurisprudencial vigente más o menos definida que sirva 

como regla de conducta a la actividad de los jueces, funcionarios y litigantes interesados en aplicar 

el derecho jurisprudencial a casos futuros”. LOPEZ, Medina, Diego Eduardo. Derecho de los 

Jueces. Editorial LEGIS. 2001. 
28 Consultar el libro “EL DERECHO DE LOS JUECES”. Autor DIEGO EDUARDO LOPEZ 

MEDINA. Editorial LEGIS. 2001. Capitulo 2, paginas: 55-85.  
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Permanencia del dato negativo en las Centrales de Riesgo. 

 

❖ SUBTEMA TRES 

 

Suficiencia de la autorización previa para el continuo almacenamiento y 

difusión de la historia crediticia en una Base de Datos Financiera. 

 

Cabe aclarar, que con la selección de estos subtemas, dejamos la puerta 

abierta a nuevos investigadores que deseen referirse a otros aspectos del 

habeas data económico. 

 

2.1.1. TECNICAS DE ANALISIS DE LÍNEA JURISPRUDENCIAL 

 

Con cada subtema, se seguirán los siguientes pasos: 

 

2.1.1.1 PUNTO ARQUIMÉDICO DE APOYO: 

 

Teniendo en cuenta que el periodo de estudio va desde 1993 a 2004, 

escogeremos, para el análisis de cada línea jurisprudencial por subtemas, 

las Sentencias de Revisión de Tutela que cumplan con los siguientes 

requisitos: 

 

1. Que la Sentencia sea lo mas reciente posible. En el periodo a 

estudiar (1993 a 2004), es preferible que se trate de una sentencia 

del año 2004. 

2. Que en sus hechos tenga el mismo patrón fáctico con relación al 

caso sometido a investigación (tema principal). 

3. Y que en la parte motiva de la sentencia se desarrolle el subtema 

objeto de análisis 

 

2.1.1.2 INGENIERIA REVERSA: 
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Consiste en el estudio de la estructura de citas jurisprudenciales del “punto 

arquimédico de apoyo”. Es decir, que en la parte motiva de la sentencia, se 

hace una lista de las citas jurisprudenciales relacionadas con el tema 

principal (habeas data frente a centrales de riesgo), y además con el 

subtema a analizar, y este paso se replica hasta que se forme un nicho 

citacional. 

 

2.1.1.3 NICHO CITACIONAL: 

 

El procedimiento del paso anterior lo replicaremos en un tercer nivel, 

mostrando así, las sentencias hito dentro de la línea jurisprudencial, que 

se caracterizan, en este punto del análisis, por ser las sentencias mas 

citadas dentro del nicho. 

 

2.1.1.4 ANALISIS JURISPRUDENCIAL 

 

Luego escogeremos las candidatas a Sentencias hito, para realizar un 

análisis jurisprudencial29 de cada una de ellas. 

 

El análisis jurisprudencial de cada sentencia nos permitirá conocer las 

tesis manejadas por los magistrados sobre los problemas jurídicos 

presentes en las mismas, y de acuerdo a unos hechos allí discutidos. 

 

Dentro de estas tesis, se encuentran inmersas las subreglas de derecho 

constitucional que caracterizan las sentencias hito.  

 

2.1.1.4 GRAFICA DE LA LINEA JURISPRUDENCIAL 

 

                                                
29 GIRALDO Ángel Jaime, y otro. “METODOLOGIA DE LA INVESTIGACIÓN JURÍDICA”. 

Editorial Ediciones Librería Profesional. Octava Edición. 1999.  
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Luego de haber estudiado los pronunciamientos relevantes, o sentencias 

hito por separado, enseñaremos la línea jurisprudencial manejada por la 

Corte Constitucional sobre cada subtema, por medio de un cuadro 

llamado “gráfica de línea jurisprudencial”. 

 

Es decir, propondremos un problema jurídico que debe corresponder al 

subtema objeto de análisis, y esta pregunta será el encabezado del 

cuadro. 

  

A los extremos de la gráfica, expondremos las posibles respuestas a esta 

pregunta. 

Luego, se ubicarán las sentencias dentro del cuadro, de acuerdo a la 

inclinación que tengan los pronunciamientos hacia uno de los dos 

extremos de la gráfica. 

 

Con este estudio global de los fallos, identificaremos los posibles 

balances constitucionales existentes dentro de cada línea, y por lo tanto la 

aceptación de los conceptos creados por esta Corporación. 

ANALISIS DE LINEA JURISPRUDENCIAL 

SUBTEMA UNO 

 

“Relación entre el derecho al habeas data de los usuarios del Sector 

Financiero y el derecho a la información de entidades financieras y 

Centrales de Información Financiera” 

 

Para determinar la existencia de un balance constitucional en las 

decisiones de tutela de la Corte Constitucional sobre este subtema, 

proponemos encontrar las Sentencias hito que guardan en su parte motiva 

pautas jurisprudenciales de gran importancia, que serán graficadas más 

adelante. Para ello seguiremos los siguientes pasos: 
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En primer lugar, elegimos la Sentencia de Revisión de Tutela T-526/04 que 

cumple con los requisitos antes expuestos, para ser PUNTO 

ARQUIMEDICO DE APOYO. 

Luego, por medio de la INGENIERIA REVERSA, seleccionamos del 

PUNTO ARQUIMEDICO DE APOYO, aquellas citas jurisprudenciales 

hechas por la Honorable Corte, sobre el subtema a analizar, y replicamos 

el procedimiento dos veces más, prestando atención en que los hechos 

discutidos en esta sentencia, tuviera el mismo patrón fáctico del tema 

principal. 

NICHO CITACIONAL 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                     

 

 

 

 

 

 

 

 

 

T-526/04 

T-551/94 
T-414/92 

T-110/93 

SU-528/93 

T-022/93 

T-592/03 

T-094/95 

T-096ª/95 

T-414/92 

T-096ª/95 

T-094/95 

T-022/93 

T-110/93 

SU-528/93 

T-577/92 

T-110/93 

SU-082/95 

SU-082/95 

T-110/93 

T-414/92 

T-577/92 

T-414/92 

T-022/93 

Ninguna Sentencia Citada 

T-414/92 

T-580/95 
SU-082/95 

SU-089/95 

T-580/95 
SU-082/95 

SU-089/95 
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SENTENCIAS PRESENTES EN EL NICHO CITACIONAL 

 

Las sentencias citadas a lo largo de la gráfica anterior han sido agrupadas 

en la siguiente tabla: 

 

1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 

T-414 SU-528  SU-082        T-592 T-526 

T-577 T-110  SU-089          

 T-022  T-094          

   T-096ª          

   T-580          

   T-199          

 

 

La gráfica de nicho citacional nos muestra lo siguiente: 

 

1. Algunas sentencias son citadas de manera sistemática en todo el 

nicho citacional, mientras que otras tan solo de forma episódica.  

 

2. Además encontramos dos sentencias de 1992 (T-414/92 y T-

577/92), que van mas allá del periodo objeto de investigación. Sin 

embargo no han sido descartadas, por considerar que son 

Sentencias Fundadoras de línea, y fuertes candidatas a sentencias 

hito, que por lo tanto deben contener subreglas claras sobre el 

subtema de análisis.    

 

3. Las sentencias más citadas dentro del nicho son las siguientes:  

 

❖ T-414/92 

❖ T-577/92 

❖ T-110/93 

❖ T-022/93 

❖ SU-082/95 
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❖ SU-089/95 

             

 

Estas son las posibles Sentencias hito, por ser las sentencias más citadas 

dentro del nicho citacional. 

 

Las Sentencias Unificadoras de línea, en este caso SU-082/95, y SU-

089/95, son en su  mayoría sentencias hito, porque en ellas la Honorable 

Corte crea subreglas claras sobre los hechos allí discutidos. Se 

caracteriza porque en ellas se articulan los conceptos de doctrina 

constitucional que serán aplicados por los jueces, en decisiones futuras. 

 

En este caso, las sentencias unificadoras cobran gran importancia, por 

establecer los principios reguladores que son utilizados por las entidades 

comerciales y financieras, así como por las centrales de información 

financiera, que toman estas sentencias para justificar su actividad dentro 

del tratamiento automatizado de datos.  

 

 

ANALISIS JURISPRUDENCIAL 

 

SENTENCIA T- 414/92 

 

Cabe aclarar que en el siguiente análisis, se pueden formular dos 

problemas jurídicos con los hechos jurídicos relevantes presentes en esta 

sentencia, y por lo tanto dos tesis de los falladores, como respuesta a cada 

problema. 

 

 

 

IDENTIFICACION DE LA SENTENCIA  
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Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional.  

Sentencia T-414/92 

Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón. 

Bogotá, dieciséis (16) de junio de mil novecientos noventa y dos (1992) 

 

ASPECTO JURIDICO GENERAL: HABEAS DATA FRENTE A 

CENTRALES DE RIESGO 

ASPECTO JURIDICO ESPECIFICO: Habeas data / Derecho a la 

Información 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES 

 

❖ El Señor FRANCISCO ARGÜELLES NORAMBUENA figuraba como 

deudor moroso del Banco Bogotá en la Central de Información de la 

Asociación Bancaria de Colombia, por razón de un crédito 

respaldado con un pagaré 

❖ Por Sentencia Judicial ejecutoriada, se declaró prescrita la 

obligación del peticionario 

❖ Ante esto, el Señor ARGÜELLES solicitó a la Asobancaria y al 

Banco Bogotá que lo retiraran de la lista de deudores morosos. 

❖ Sin embargo, ambas entidades rechazaron su solicitud. 

 

PROBLEMA JURÍDICO (1)  

 

En el tratamiento automatizado de datos personales ¿Prevalece el 

derecho a la intimidad de los registrados en bases de datos financieras, 

sobre el derecho a la información que tienen estas bases de datos y las 

entidades bancarias?  

 

PROBLEMA JURÍDICO (2) 
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¿Se vulnera el derecho a la intimidad y habeas data  cuando se divulga la 

historia crediticia de un usuario del Sector Financiero por medio de una 

Central de Información financiera? 

 

TESIS (1) 

 

CORTE CONSTITUCIONAL: SI. 

 

TESIS (2) 

  

AD QUO: SI (Parcialmente) 

 AD QUEM: SI (Parcialmente) 

 CORTE CONSTITUCIONAL: SI  

 

 

FUENTE: Artículos 15 y 20 de la C.P.´91 

        

METODO: EXEGETICO 

TECNICA: Análisis Gramatical y lógico 

 

II. ANALISIS CRÍTICO 

 

1. FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS (1) 

 

CORTE CONSTITUCIONAL 

 

“(…) En casos de conflicto insoluble entre ambos, esta Sala no vacila en 

reconocer que la prevalencia del derecho a la intimidad sobre el derecho a 

la información, es consecuencia necesaria de la consagración de la 

dignidad humana como principio fundamental y valor esencial, a la vez, del 
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Estado Social de Derecho en que se ha transformado hoy Colombia, por 

virtud de lo dispuesto en el Artículo primero de la Carta de 1991”. 

(…) Como consecuencia de todo lo anterior, esta Sala reitera que es 

voluntad expresa del Constituyente plasmada en el texto del Artículo 1º la 

supremacía del ser humano con sus atributos fundamentales sobre otras 

categorías simplemente accesorias, como las de haber o de tener. Ello 

quiere decir, en otros términos, que el ejercicio del derecho a la 

información en que, según la Asociación Bancaria de Colombia, se 

fundamenta la Central de Información que dicha entidad administra, no 

puede conducir en manera alguna a la vulneración de la dignidad humana. 

Tal como ha ocurrido en el caso del Señor Argüelles. La misma limitación 

pesa sobre el ejercicio del derecho a la protección del crédito como 

proyección del derecho de propiedad (…)” 

 

FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS (2) 

 

A QUO 

 

”Ciertamente en virtud de la Sentencia proferida por el Juzgado 16 Civil del 

Circuito de Bogotá, el Banco Bogotá debió borrar la lista de deudores 

morosos al Señor Argüelles Norambuena y no debe seguir con este 

bloqueo por cuanto no existe obligación alguna del Señor Argüelles 

Norambuena con el referido Banco ”  

“No obstante lo anterior, no procede en este caso la acción de tutela 

porque existen otros recursos o medios de defensa judiciales (Decreto 

2591 de 1991 Art. 6 numeral tales como intentar una acción ordinaria de 

Reparación ante la Superintendencia Bancaria la cual es la encargada de 

proteger y velar por el funcionamiento de las entidades a su cargo; o 

intentar uno de los procedimientos consagrados en el C. de P.C.” 

 

AD QUEM 
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“Ciertamente el derecho fundamental consagrado en el Art. 15 de la 

Constitución puede ser protegido con la Tutela.” 

“Pero en virtud del “principio de definitividad” al quejoso le queda alguna 

acción o recurso como es el de acudir a la Superintendencia Bancaria –

Sección Bancos – para que revise la actuación del Banco e imponga la 

correspondiente sanción o interponer los respectivos recursos 

administrativos, si a ello hubiere lugar. Por tanto no procede la Tutela”.  

 

CORTE CONSTITUCIONAL 

 

“(…) A manera de conclusión general, esta Sala reitera que en el presente 

caso no sólo no existe otro medio de defensa judicial, por las razones 

expuestas en su oportunidad, sino que además se ha vulnerado la 

intimidad, la libertad personal y la dignidad del petente mediante el abuso 

de la tecnología informática y del derecho de y a la información. La 

vulneración de tales derechos constitucionales fundamentales se 

materializa en la renuencia de la Asociación Bancaria de Colombia a 

cancelar su nombre de la lista de los deudores morosos y actualizar 

inmediatamente la información de su banco de datos computarizado, a 

sabiendas de que mediante sentencia del 27 de abril de 1987 debidamente 

ejecutoriada, un Juez de la República declaró prescrita la obligación del 

Señor Arguelles con el Banco de Bogotá (…)” 

 

 

2. CRITICA PERSONAL 

 

En esta Sentencia fundadora de línea la H. Corte Constitucional ilustra 

con gran despliegue doctrinal, el conflicto existente entre el derecho a la 

intimidad y el derecho a la información. 
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Cabe destacar que para la interpretación del Artículo 15 de la C.P.´91, y 

siendo una sentencia fundadora de línea, se basa en los principios 

fundamentales contenidos en la “Nueva Carta Política de 1991”, en la 

doctrina y en los Tratados Internacionales sobre el tema, considerando el 

derecho al habeas data como parte integrante del derecho a la intimidad.  

 

En el caso concreto, esta Corporación decide conceder la tutela al 

peticionario, y además condena en perjuicios a la Asobancaria por 

mantener registrado al Señor ARGÜELLES NORAMBUENA como deudor 

moroso en su Central de Información Financiera, teniendo en cuenta que, 

según sentencia proferida por un Juzgado Civil, ya le había prescrito su 

obligación con el Banco acreedor. 

 

Respecto a la prevalencia de un derecho sobre otro, nosotras 

consideramos acertado el pronunciamiento de la Procuraduría Delegada 

en lo Civil proferido el 19 de Julio de 1991 frente al caso sub-examine, en 

que es necesario “establecer un equilibrio entre ambos derechos”, puesto 

que están de por medio dos grandes intereses, como son el respeto de 

los derechos fundamentales del individuo, basado en la dignidad humana, 

y la actividad financiera y bursátil, y por lo tanto el riesgo bancario en una 

actividad que es de interés general.  

 

SENTENCIA T- 577/92 

 

IDENTIFICACION DE LA SENTENCIA 

 

Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional.  

Sentencia T-577/92 

Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz 

Bogotá, veintiocho (28) de octubre de mil novecientos noventa y dos 

(1992) 
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ASPECTO JURIDICO GENERAL: HABEAS DATA FRENTE A 

CENTRALES DE RIESGO FINANCIERAS 

 

ASPECTO JURIDICO ESPECIFICO: Habeas data / Derecho a la 

Información 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES 

 

❖ El Señor DIONISIO BELTRAN en calidad de codeudor de la firma 

ECOPLAST LTDA., suscribió varios pagarés a favor del Banco 

Bogotá, todos con fecha de vencimiento en el año de 1975 

❖ La entidad ECOPLAST LTDA., llegó a un acuerdo concordatario con 

todos sus acreedores, previa admisión de trámite de concordato 

preventivo obligatorio por la Superintendencia de Sociedades, que 

fue cumplido en 1980 

❖ Sin embargo, el Banco Bogotá, solicitó la inclusión del Señor 

MENDEZ BELTRÁN como deudor moroso en las base de datos de 

la Asobancaria y COVINOC, por considerar que las deudas 

provenientes de los pagarés suscritos por el señor DIONISIO aún 

estaban vigentes después de cumplido el concordato, de acuerdo a 

la cláusula décimo segunda del acuerdo ya mencionado, que 

establece lo siguiente: “los acreedores que tengan documentos de 

deuda amparados por garantías o cauciones personales, otorgadas 

por los socios de la Empresa ECOPLAST Limitada o por terceros, 

no perderán por hacer parte de este concordato los derechos que le 

reconoce la ley” 

❖ Ante esto, el Señor DIONISIO solicitó al Banco Bogotá y a la 

Asociación Bancaria, su exclusión del archivo de la Asociación, en 

razón de la aprobación y cumplimiento del acuerdo concordatario, y 

el tiempo tr pero ambas entidades negaron su solicitud. 
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PROBLEMA JURÍDICO 

 

¿Se vulnera el derecho al habeas data cuando se registra en una Central 

de Información financiera a un codeudor cuya obligación ha sido objeto de 

acuerdo concordatario?  

 

TESIS 

 

A QUO: SI 

AD QUEM: SI 

CORTE CONSTITUCIONAL: SI 

 

FUENTE: Art. 15 y 21 de la C.P.´91 

 

METODO: EXEGÉTICO 

TECNICA: Análisis Gramatical y Lógico 

 

II. ANALISIS CRÍTICO 

 

1. FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS 

 

A QUO 

 

 “El fallador de primera instancia consideró que el solicitante se encontraba 

en circunstancia de indefensión frente al Banco Bogotá y a la Asociación 

Bancaria al no haber logrado que rectificaran las informaciones que sobre 

él poseen en los bancos de datos a pesar de ser manifiesto el deber de 

hacerlo. Estas entidades particulares – Señala el Juez – vulneraron los 

derechos fundamentales del petente consagrados en los Artículos 15 y 21 
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de la Constitución, “puesto que por ministerio de la ley, como efecto 

inmediato de la aprobación del concordato se produjo la extinción definitiva 

de las obligaciones (…) Luego no se puede forzar el cumplimiento de lo 

que no tiene existencia en el mundo del derecho, resulta arbitrario tanto el 

reporte a la Central de Información como el mantenerlo sin que se 

procediera a la eliminación automática” Frente a ese hecho, agregó el 

juzgador, ningún derecho podían conservar los acreedores que pretendían 

basarse en la cláusula 12 del acuerdo concordatario para reclamar la 

vigencia de títulos valores amparados con garantía personal” 

 

 

AD QUEM 

 

 “(…) En la parte motiva de su providencia la Sala Civil del Tribunal 

Superior de Santa Fé de Bogotá, reconoció el derecho a la información en 

cabeza de la Asociación Bancaria, pero afirmó que era deber del juez 

hallar un equilibrio con el derecho del petente a su intimidad personal. En 

su concepto, ese equilibrio no existió en el presente caso debido a que la 

calidad de codeudor que ostentaba el petente, no estaba comprometida en 

la reserva de la cláusula décimo segunda del acuerdo concordatario. ” 

 

CORTE CONSTITUCIONAL 

 

“(…) La creación y utilización de bancos de datos – entre ellos los 

financieros – es constitucional siempre que exista una adecuada 

proporcionalidad entre el medio empleado y sus efectos reales sobre los 

derechos fundamentales del titular del dato, en particular sobre los 

derechos a conocer, actualizar y rectificar la información en ellos recogida 

(C.P. Art. 15)” 

“(…) Las características del medio empleado para alcanzar una finalidad 

legítima como es evitar el riesgo económico y asegurar la confianza en el 
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sistema financiero no son constitucionalmente neutrales. El contenido del 

registro – objetividad, corrección, completitud – las condiciones legales de 

su manejo o circulación – consentimiento expreso del titular, ejercicio 

efectivo de sus derechos informáticos y el momento de sopesar los efectos 

que el uso de la información puede tener sobre la vida y las posibilidades 

presentes y futuras de la persona. 

Constituye un uso desproporcionado del poder informático y, en 

consecuencia, un abuso del respectivo derecho (C.P. Art. 95-1), el registro, 

conservación o circulación – cualquiera sea la forma en que se haga – de 

datos de una persona más allá del término legalmente establecido para 

ejercer las acciones judiciales con miras al cobro de las obligaciones, 

causando con ello ingentes perjuicios al deudor como resultado de su 

exclusión indefinida del sistema financiero, el cual debe respetar la 

efectividad de los derechos fundamentales de la persona”. 

“(…) Los hechos del presente caso ponen de presente que, 

independientemente de la extinción de las obligaciones o la prescripción 

de las correspondientes acciones legales, el acreedor durante un largo 

periodo de tiempo – doce años -, pudiendo haberlo hecho, se abstuvo de 

acudir a la justicia ordinaria para hacer valer su crédito y prefirió mantener 

al deudor en una situación virtual de ostracismo económico -  social, ya 

que eso equivale a su inclusión como deudor moroso en los bancos de 

datos y pantallas de la asociación Bancaria y de Covinoc (…)  

 

2. CRITICA PERSONAL 

  

Respecto al derecho al habeas data , el Cuerpo Colegiado no distinguido 

entre este derecho y el derecho a la intimidad, y por lo tanto afirma 

tácitamente que éste pertenece o hace parte de aquel cuando reitera la 

jurisprudencia T-414/92. 
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En cuanto al acuerdo concordatario, considera la Corte que a pesar de 

existir la cláusula del acuerdo concordatario que reza: “los acreedores que 

tengan documentos de deuda amparados por garantías o cauciones 

personales, otorgadas por los socios de la Empresa ECOPLAST Ltda., o 

por terceros, no perderán por hacer parte de este concordato los 

derechos que les reconoce la ley”; el banco no ejerció su derecho de 

acreencia dentro de los doce años siguientes de haberse cumplido el 

acuerdo concordatario; y por lo tanto, se le vulneran al petente los 

derechos por aludidos, al reportarlo en las Centrales de Riesgos.  

 

Nosotras creemos sin embargo, que en esta ocasión la Corte ha 

extralimitado sus facultades legales al presumir la existencia de 

prescripción del derecho del acreedor, lo que hace aún mas justificable la 

vulneración del derecho al habeas data. No estamos de acuerdo con esta 

posición, teniendo en cuenta que las jurisdicciones han sido creadas con 

el fin de crear seguridad jurídica a los asociados, y por lo tanto no es muy 

claro que un órgano de la Jurisdicción Constitucional haga apreciaciones 

sobre asuntos que solo deben ser resueltos en la Jurisdicción Civil dentro 

del proceso judicial respectivo. 

 

SENTENCIA T- 022/93 

 

 

IDENTIFICACION DE LA SENTENCIA 

 

Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional.  

Sentencia T-022/93 

Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón. 

Bogotá, veintinueve (29) de enero de dos mil cuatro (1993) 
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ASPECTO JURIDICO GENERAL: HABEAS DATA FRENTE A 

CENTRALES DE RIESGO 

 

ASPECTO JURIDICO ESPECIFICO: Habeas data / Derecho a la 

Información 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES 

 

❖ El Señor Alirio Martínez Serna adquirió un crédito con la Caja 

Agraria, adjuntando como garantía un pagaré en el cual figuraban 

su esposa Ruth Suárez y su hijo Julián en calidad de codeudores. 

❖ El Señor Martínez Serna, por diversas razones, incumplió su 

obligación crediticia con la Caja Agraria. 

❖ Ante esto, esta entidad financiera inició proceso ejecutivo en contra 

del Señor Alirio Martínez Serna. 

❖ El Señor Alirio Martínez, su esposa y su hijo fueron registrados 

como deudores morosos en la Central de Riesgos de la 

Asobancaria, estando en curso el proceso ejecutivo iniciado por  la 

Caja Agraria  

❖ Como consecuencia del reporte en la Central de Riesgos, al Señor 

Alirio, a su esposa Ruth y a su hijo Julián se han visto privados de 

tener acceso a los servicios propios de las entidades financieras. 

 

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

¿Se vulnera el derecho al habeas data como expresión del derecho a la 

intimidad económica cuando se procesan y divulgan datos negativos de un 

deudor moroso cuya obligación bancaria esta siendo objeto de un proceso 

ejecutivo? 
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TESIS 

 

A QUO: NO 

CORTE CONSTITUCIONAL: SI. 

 

FUENTE: Art. 15 de la C.P. 

 

METODO: EXEGÉTICO 

TECNICA: Análisis Gramatical y lógico 

 

II. ANALISIS CRÍTICO 

 

1. FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS 

 

A QUO 

 

”El registro de la Asociación Bancaria de Colombia contiene la información 

de aquellas personas naturales o jurídicas que han cumplido con el pago 

de sus obligaciones a cualquiera de las entidades bancarias del país (…)”  

“(…) La recopilación de esta información tiene su respaldo en el Artículo 20 

de la Constitución Nacional, vale decir, la “libertad informática”, esto es, la 

garantía que tiene toda persona de informar y recibir información veraz e 

imparcial, naturalmente sin perjuicio de las limitaciones que la misma Carta 

señala, tales como el derecho a la privacidad, el que es olvidado en la 

medida en que suministren estos datos al medio social en que se 

desenvuelve el individuo, es decir, contarles a unos lo que se sabe de 

otros.(…)”  

 

AD QUEM 
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“(…) Pero no le asiste razón a los accionantes en su reclamo por cuanto el 

servicio de divulgación sistematizada de informes de crédito constituye una 

práctica bancaria que no redunda en detrimento de quienes obren con 

rectitud. Ella solo molesta a quienes hayan desatendido sus compromisos 

“del modo en que lo demanda la probidad comercial”. 

 

CORTE CONSTITUCIONAL: 

 

“(…) Por su propia naturaleza, la entidad que organiza y administra un 

sistema de información de clientes del Sector Financiero para establecer el 

grado de riesgo que implica el otorgamiento de un determinado crédito, es 

una organización que maneja materia prima que afecta directamente la 

intimidad de sus clientes por cuanto – los datos económicos almacenados 

en su banco de datos tienen la característica esencial de ser precisamente 

personales” 

 

“Por su manifiesta incidencia en la efectiva identificación o posibilidad de 

identificar a las personas, tal característica le confiere al dato una singular 

aptitud para afectar la intimidad de su titular mediante investigaciones o 

divulgaciones abusivas o indebidas. 

En virtud de lo anterior, en la recolección y circulación de datos 

económicos  personales se halla casi inevitablemente involucrado un 

problema de intimidad. Siendo esto así, es claro también que se 

configuran los presupuestos legales para la procedencia de la acción de 

tutela. Porque no solo entraña directamente la vulneración o amenaza de 

la intimidad del titular, sino porque la entidad que administra el banco de 

datos económicos personales es una organización frente a la cual su titular 

se encuentra en la mayoría de las veces – especialmente en aquellos 

países que como Colombia carecen de una legislación específica que 

regule la circulación de datos personales – en condiciones de manifiesta 

indefensión (…)”. 
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2. CRITICA PERSONAL: 

 

De acuerdo a los hechos, al Señor Alirio le vulneraron su derecho de 

habeas data cuando sin haberse ejecutado su obligación, ya aparecía 

registrado en la Central de Riesgos que maneja la Asobancaria como 

deudor moroso, sin haberle dado opción de ejercer cabalmente su derecho 

de habeas data 

 

En cuanto a la prevalencia de un derecho fundamental sobre otro, en esta 

ocasión este cuerpo colegiado ha decidido mantener la línea manejada por 

esta misma Sala en sentencia T-414/92, que cita varias veces. 

Pero en la Corte, sobre este tema ya se empiezan a observar diferencias 

ideológicas entre los magistrados. 

Es así como, Ciro Angarita Barón salvó su voto por considerar necesario 

que en la parte resolutiva de la sentencia se condenara a perjuicios en 

abstracto a ASOBANCARIA. Lo movió a ello “íntima convicción de que el 

Estado debe estimular el uso eficiente de su servicio público de justicia en 

virtud del cual el ciudadano no sea constreñido a tener que utilizar 

procedimientos que dilatan, y en no pocas ocasiones hacen nugatorios su 

derechos”. 

 

A su vez, José Gregorio Hernández aclaró su voto bajo los siguientes 

términos: “El sistema de servicios de divulgación sistematizada de 

informes no es, como lo afirma la sentencia, un instrumento de protección 

“de clase”, sino que corresponde a un medio para garantizar los intereses 

generales de la colectividad en relación con el manejo del crédito, a fin de 

obtener la estabilidad y solidez del sistema económico.(…)En el caso en 

estudio, el incumplimiento de la deuda por parte del peticionario no puede 

ocasionar bloqueo comercial absoluto, del cual ha sido víctima, pues la 
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apertura de una cuenta de ahorros no crea riesgo alguno al Sistema 

Financiero” 

   

Creemos que en este caso, efectivamente se está vulnerando el derecho 

al habeas data por desconocer las razones por las cuales se mantienen 

reportes de deudores morosos.  

 

No basta con acatar silenciosamente la calificación de cartera realizada 

por la entidad bancaria. Los administradores de los bancos de datos 

deben verificar la información que piensan suministrar más adelante, para 

no vulnerar como en este caso, los derechos  a un debido proceso 

informático de los registrados.  

 

SENTENCIA T-110/93 

 

IDENTIFICACION DE LA SENTENCIA:  

Sala Quinta de Revisión de la Corte Constitucional.  

Sentencia T-110/93 

Magistrado Ponente: José Gregorio Hernández Galindo 

Bogotá, dieciocho (18) de marzo de mil novecientos noventa y tres (1993) 

 

ASPECTO JURIDICO GENERAL: HABEAS DATA FRENTE A 

CENTRALES DE RIESGO FINANCIERAS 

ASPECTO JURIDICO ESPECIFICO: Habeas data / Derecho a la 

Información 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES 

 

❖ El señor ANGEL RICARDO MARTINEZ BOBADILLA en el año 1987 

contrajo una obligación crediticia con la Caja Social de Ahorros, 
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deuda que no pudo cancelar oportunamente por grave situación 

financiera 

❖ En Octubre de 1992, por voluntad propia y sin orden judicial alguna, 

canceló la totalidad de lo adeudado tanto por capital como por 

intereses 

❖ La Directora de Cartera de Credibanco solicitó a la Asobancaria 

eliminar el registro del actor en el archivo vigente de sancionados. 

❖ La Asobancaria respondió negativamente a lo solicitado e informó 

que el registro se mantendría hasta noviembre de 1997. 

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

¿Se vulnera el derecho al habeas data cuando se mantienen datos 

negativos en una base de datos financiera de una persona que ha 

cancelado voluntariamente su obligación bancaria? 

 

TESIS 

 

A QUO: NO 

CORTE CONSTITUCIONAL: SI 

 

FUENTE: Artículos 15, 20 y 333 de la C.P.´91 

 

METODO: EXEGÉTICO 

TECNICA: Análisis gramatical y lógico  

 

II. ANALISIS CRÍTICO 

 

1. FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS 

 

A QUO 
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“(…) No se vislumbra de dónde pudo surgir la violación o amenaza al 

derecho a la “intimidad, honra y buen nombre” pues la información que 

reposa en la central de información del Sector Financiero de la Asociación 

Bancaria es fidedigna, completa y actual”. 

“Es cierto que la Corte Constitucional ha reconocido la prevalencia del 

derecho a la intimidad sobre el derecho a la información pero también se 

ha dicho que la libertad informática en materia financiera tiene como 

finalidad proteger a terceros de situaciones de riesgo al efectuar 

operaciones económicas con personas que incumplan obligaciones. Existe 

común denominador en el sentido de que en la medida en que los bancos 

de datos obren normal y responsablemente en el suministro de la 

información, no existe atropello a la dignidad humana”. 

 

CORTE CONSTITUCIONAL 

 

“(…)Una vez obtenido el pago de Capital e intereses, el fundamento del 

pago desaparece y, en cambio, la subsistencia del registro lesiona 

gravemente la intimidad y el derecho al buen nombre del implicado quien, 

no siendo ya deudor moroso, está respaldado por la Constitución si 

reclama su exclusión del sistema correspondiente(…)” 

“(…) Considera la Corte que en tales circunstancias, para que la 

información tenga la característica de veraz, como lo exige el Artículo 20 

de la Constitución, el nombre y la identificación de quien era deudor y ya 

no lo es, deben ser excluidos del catálogo de clientes riesgosos. El pago o 

solución de la deuda tiene la virtualidad de liberar jurídicamente al deudor, 

quitando justificación al acreedor para seguir exigiendo algo de él y, con 

mayor razón, para causar su descrédito, en especial si – como sucede en 

este caso – no fue necesario adelantar un proceso de cobro coactivo para 

obtener la completa cancelación de sumas adeudadas (…)”. 
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“(…) Si a lo anterior se añade que los posibles perjuicios del acreedor por 

causa de la mora han sido resarcidos, como lo prevé el ordenamiento 

jurídico, por el pago de los intereses, no existe proporcionalidad entre ese 

daño para la entidad acreedora y la sanción “moral” impuesta al afectado, 

quien por el solo hecho de figurar en esa Central de Información bajo el 

rubro de “mal manejo” queda automáticamente excluido de los servicios 

del Sector Financiero y del crédito (…)”. 

 

 

2. CRITICA PERSONAL: 

  

En esta sentencia la Corte Constitucional pone de presente el problema 

existente entre los dos derechos fundamentales a  la intimidad, buen 

nombre y honra, y el derecho a la información, considerando todos estos 

derechos de gran relevancia, en el tratamiento automatizado de datos. Sin 

embargo, en el caso en concreto, considera que prevalece el derecho a la 

intimidad, buen nombre y honra, sobre el derecho a la información de los 

bancos o bases de datos financieros, basándose para ello en la Sentencia 

T-414/92, varias veces citadas. 

Hasta aquí se observa como la Corte en sus fallos de revisión de tutela a 

partir de 1992, ha mantenido en una misma esfera el derecho a la 

intimidad, habeas data, y derecho al buen nombre, como si estos últimos 

estuviesen contenidos en el primero.  

 

Estamos de acuerdo con la Corte en cuanto a que los datos que revelen 

nuestra situación financiera debe ser veraz.  

Sin embargo no es conveniente asegurar, que el pago voluntario de una 

obligación bancaria da pie a la supresión inmediata de todo dato negativo 

almacenado en bases de datos financieras, por que esto estaría 

contrariando las sanas prácticas financieras. No creemos que debe 
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permanecer esta información por un tiempo prolongado, sino que se 

mantenga en un periodo razonable estipulado por el legislador.  

 

 

SENTENCIA SU-082/95 

 

El análisis del aspecto jurídico considerado permite la formulación de 

varios problemas jurídicos en torno al mismo, y en consecuencia se 

mostrarán las tesis de la Corte frente a cada problema planteado. 

Cabe aclarar, que el método y técnica de interpretación, así como la fuente 

de derecho son las mismas para cada problema jurídico planteado. 

 

IDENTIFICACION DE LA SENTENCIA 

 

Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional.  

Sentencia SU-082/95 

Magistrado Ponente: JORGE ARANGO MEJIA 

Bogotá, primero (1) de marzo de mil novecientos noventa y cinco (1995) 

 

ASPECTO JURIDICO GENERAL: HABEAS DATA FRENTE A 

CENTRALES DE RIESGO 

ASPECTO JURIDICO ESPECIFICO: Habeas data / Derecho a la 

Información 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES 

 

❖ El señor GABRIEL ALBERTO GONZALES MAZO solicitó en el año 

de 1990 un crédito a INVERCREDITO SEVICIOS FINANCIEROS 

S.A. 

❖ Debido a algunas dificultades económicas, GABRIEL GONZALES 

se atrasó en los pagos del crédito, por ello fue reportado como 
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deudor moroso a la División de DATACREDITO, de la Compañía 

COMPUTEC S.A. 

❖ El señor GONZALES MAZO pagó su deuda, y el 25 de junio de 

1993 le fue entregado el paz y salvo por la compañía que le otorgó 

el crédito. Sin embargo, su nombre aún aparece en el archivo de 

DATACREDITO, con una anotación de “cartera recuperada” 

❖ Como consecuencia de los hechos relatados anteriormente, el actor 

no ha podido acceder al crédito ni servir como garante de 

obligaciones contraídas por terceras personas. 

 

PROBLEMA JURÍDICO (1) 

 

¿La manera como una persona atienda sus obligaciones económicas para 

con las instituciones de crédito, pertenece al ámbito de su intimidad? 

PROBLEMA JURIDICO (2) 

 

¿Se vulneran los derechos fundamentales al buen nombre y habeas data 

del deudor cuando se divulgan informaciones concernientes al 

cumplimiento de sus obligaciones crediticias? 

   

TESIS (1) 

 

A QUO: NO 

CORTE CONSTITUCIONAL: NO 

 

TESIS (2) 

 

     A QUO: SI (Parcialmente) 

CORTE CONSTITUCIONAL: NO 

 

FUENTE: Artículos 15, 20, y 335 de la C.P.´91 
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METODO: EXEGÉTICO 

 

TECNICA: Análisis Gramatical y lógico  

 

 

II. ANALISIS CRÍTICO 

 

1. FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS (1) 

 

A QUO 

 

 “Es necesario analizar el contenido del registro, su objetividad, si es 

completo, las condiciones legales de su manejo o circulación, el 

consentimiento expreso del titular y el término para la utilización razonable 

de los datos, para determinar los efectos que el uso de la información 

puede tener sobre la vida y las posibilidades presentes y futuras de la 

persona”. 

 

CORTE CONSTITUCIONAL 

 

“(…) Cuando el Artículo 15 de la Constitución consagra el derecho a la 

intimidad personal y familiar, es evidente que ampara, en primer lugar, 

aquello que atañe solamente al individuo, como su salud, sus hábitos o 

inclinaciones sexuales, su origen familiar o racial, sus convicciones 

políticas y religiosas. Ampara además, la esfera familiar, lo que acontece 

en el seno de la familia, que no rebasa el ámbito doméstico. Nadie extraño 

tiene, en principio, por qué conocer cómo discurre la vida familiar. Solo en 

circunstancias anormales, y precisamente para volver a la normalidad, el 

Estado, por ejemplo, interviene, y temporalmente el derecho a al intimidad 

familiar debe ceder frente a otro superior (…)” 
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“(…) Entendidas así la intimidad personal y familiar, es claro que resulta 

exagerado colocar en su mismo plano el comportamiento de una persona 

en materia crediticia. Ello por varias razones. La primera, que el ser buen o 

mal pagador es algo que necesariamente interesa al deudor, sino a éste y 

a quienes son sus acreedores actuales o potenciales. La segunda que lo 

relativo al crédito tiene un contenido económico, que no puede equipararse 

con lo que pertenece a planos superiores, como la vida, la libertad y la 

dignidad del hombre (…)” 

 

 

FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS (2) 

 

A QUO 

 

 “Es necesario analizar el contenido del registro, su objetividad, si es 

completo, las condiciones legales de su manejo o circulación, el 

consentimiento expreso del titular y el término para la utilización razonable 

de los datos, para determinar los efectos que el uso de la información 

puede tener sobre la vida y las posibilidades presentes y futuras de la 

persona”. 

 

CORTE CONSTITUCIONAL 

 

 “(…) Obsérvese que cuando un establecimiento de crédito solicita 

información sobre un posible deudor, no lo hace por capricho, no ejerce 

innecesariamente su derecho a recibir información. No, la causa de la 

solicitud es la defensa de los intereses de la institución que, en últimas, 

son los de una gran cantidad de personas que le han confiado sus dineros 

en virtud de diversos contratos. El deudor, por su parte, no tiene derecho, 

en el caso que se examina, a impedir el suministro de la información, 
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principalmente por tres razones. La primera, que se trata de hechos que no 

tienen que ver solamente con él; la segunda, que no puede oponerse a 

que la entidad de crédito ejerza un derecho; y la tercera, que no se 

relaciona con asuntos relativos a su intimidad (…)” 

(…) En conclusión: mientras la información sobre un deudor sea veraz, es 

decir valedera y completa, no se puede afirmar que el suministrarla a 

quienes tienen un interés legítimo en conocerla, vulnera el buen nombre 

del deudor. Si realmente éste tiene ese buen nombre, la información no 

habrá sino de reafirmarlo;  y si no lo tiene, no podrá alegar que se le 

vulnera” 

 

2. CRITICA PERSONAL 

 

Por ser una sentencia Unificadora de Jurisprudencia, la Corte 

Constitucional en esta oportunidad, se ha tomado el tiempo para crear 

conceptos claros y doctrina jurisprudencial sobre los aspectos más 

relevantes que conciernen a este tema, por lo tanto este fallo cuenta con 

un extenso temario a tratar sobre el derecho al habeas data frente el 

derecho a la información, y es claramente una sentencia creadora de la 

mayoría de las subreglas vigentes sobre este tema, que llenan en parte el 

vacío legislativo existente. 

 

En cuanto a la naturaleza del derecho al habeas data a causa del 

tratamiento automatizado de datos,  la Corte ha modificado la doctrina 

manejada desde 1992, y a partir de esta Sentencia Unificadora de línea, 

se mantiene un balance constitucional en las futuras decisiones, en el 

sentido de considerar que los datos económicos no pertenecen al ámbito 

de la vida privada, es decir, no hacen parte del derecho a la intimidad, ni 

del derecho al buen nombre, por lo que no se vulnera el derecho a la 

intimidad, buen nombre ni habeas data al mantener registros sobre los 

hábitos de pago de un deudor del Sector Financiero. 
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A partir de esto es que la Corte no considera que exista un conflicto entre 

el derecho a la intimidad y el derecho a la información, entre este último y 

el derecho al buen nombre, cambiando radicalmente la posición de la 

Corte manejada a partir de 1992. 

 

En cuanto a los hechos objeto de esta Revisión de Tutela, el actor 

considera vulnerados sus derechos fundamentales, al no poder acceder a 

un nuevo crédito con otra entidad bancaria, por aparecer reportado en la 

Central de Riesgos DATACREDITO, a causa de una deuda que ya 

canceló. Sin embargo, al respecto agregó la Corte, que si la información 

que se mantenía en la base de datos era veraz, imparcial y completa, no 

se podría pensar en la vulneración de un derecho fundamental; teniendo 

en cuenta además que el servicio público que prestan estos bancos de 

datos obedece al principio constitucional de interés general. 

 

SENTENCIA SU-089/95 

 

IDENTIFICACION DE LA SENTENCIA:  

Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional.  

Sentencia SU-089/95 

Magistrado Ponente: JORGE ARANGO MEJIA 

Bogotá, primero (1) de marzo de mil novecientos noventa y cinco (1995) 

 

ASPECTO JURIDICO GENERAL: HABEAS DATA FRENTE A 

CENTRALES DE RIESGO FINANCIERAS 

 

ASPECTO JURIDICO ESPECÍFICO: Habeas data / Derecho a la 

Información 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES: 
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❖ La señora Patricia Narváez Bejarano solicitó el otorgamiento de un 

crédito, el cual le fue negado, por aparecer reportada en la base de 

datos que maneja Data crédito como por el siguiente reporte por 

tres obligaciones crediticias con distintas entidades bancarias, dos 

de las cuales tienen una mora total de ciento ochenta días (180) 

días 

❖ En carta del 19 de marzo de 1993, a Computec S.A., de la ciudad 

de Cali, PATRICIA NARVAEZ solicitó excluir su nombre de la 

central de datos que él administra, pues ella nunca autorizó el 

reporte, ni la inclusión de su nombre y de los datos relacionados 

con ella, a ninguna central de información o  banco de datos.   

❖ La señora Narvaéz afirma que su comportamiento crediticio ha sido 

satisfactorio. Prueba de ello, dice, es que ninguna entidad crediticia 

le ha iniciado proceso ejecutivo para obtener el pago de sus 

obligaciones, o la ha constituido en mora; y esta situación le ha 

impedido adquirir vivienda propia 

❖ A su vez, dos de las entidades bancarias, afirman que en sus 

archivos no aparece ninguna autorización impartida por la Señora 

Narváez Bejarano para que estas instituciones incluyeran 

informaciones relacionadas con su comportamiento comercial, 

hábitos de pago, manejo de las cuentas, etc. 

 

 

PROBLEMA JURÍDICO:  

 

¿Se vulnera el derecho al habeas data como expresión del derecho a la 

intimidad económica cuando se procesa y divulga la historia crediticia de 

un usuario del Sector Financiero por medio de una base de datos 

financiera? 

 

TESIS: 
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A QUO: SI 

 

AD QUEM: NO 

 

CORTE CONSTITUCIONAL: NO 

 

FUENTE: Artículos 15, 20, y 335 

 

METODO: EXEGÉTICO 

TECNICA: Análisis gramatical y lógico 

 

 

II. ANALISIS CRÍTICO 

 

1. FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS 

 

A QUO 

“(…) El derecho que tiene toda persona a actualizar la información que 

cualquier banco de datos tenga sobre ella, derecho que la entidad acusada 

vulneró, pues a pesar de la solicitud realizada por la demandante, en el 

sentido de que se rectificara la información que esa entidad estaba 

suministrando, no tuvo en cuenta que los datos proporcionados eran 

“antiguos”, pues se relacionaban con moras que la demandante había 

registrado con dos entidades crediticias, con quienes ya se encuentra a 

paz y salvo(…)” 

 

AD QUEM 

 

“(…) La entidad acusada está obligada a suministrar los datos que posee 

sobre el comportamiento comercial de las personas allí reportadas, en 



 84 

virtud del contrato suscrito con las entidades crediticias, cuyo objeto 

principal es el suministro de esa información, como un mecanismo de 

protección de su patrimonio y del ahorro privado que manejan”. 

“(…) No aparece entonces acertado que un banco de datos, como se 

pretende en este asunto, esté obligado a borrar la información acerca del 

mal comportamiento  comercial de una persona, ya sea porque no paga o 

porque se demora en hacerlo, pues precisamente su labor se concreta, en 

cumplimiento a los contratos firmados con sus usuarios, a brindarles ese 

tipo de información cuyo análisis determinará si se otorga o no el crédito”. 

 

CORTE CONSTITUCIONAL 

 

“(…)  Obsérvese que cuando un establecimiento de crédito solicita 

información sobre un posible deudor, no lo hace por capricho, no ejerce 

innecesariamente su derecho a recibir información. No, la causa de la 

solicitud es la defensa de los intereses de la institución que, en últimas, 

son los de una gran cantidad de personas que le han confiado sus dineros 

en virtud de diversos contratos. El deudor, por su parte, no tiene derecho, 

en el caso que se examina, a impedir el suministro de la información, 

principalmente por tres razones. La primera, que se trata de hechos que no 

tienen que ver solamente con él; la segunda, que no puede oponerse a 

que la entidad de crédito ejerza un derecho; y la tercera, que no se 

relaciona con asuntos relativos a su intimidad (…)” 

“(…) En conclusión: mientras la información sobre un deudor sea veraz, es 

decir valedera y completa, no se puede afirmar que el suministrarla a 

quienes tienen un interés legítimo en conocerla, vulnera el buen nombre 

del deudor. Si realmente éste tiene ese buen nombre, la información no 

habrá sino de reafirmarlo;  y si no lo tiene, no podrá alegar que se le 

vulnera” 

 

2. CRITICA PERSONAL: 
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A pesar de guardar en sus argumentos estrecha relación con la Sentencia 

SU-082/95, en ésta sentencia se decide sobre el tratamiento automatizado 

de datos, de una persona que no autorizó dicha circulación; por lo tanto a 

nuestro modo de ver, los fundamentos de la Corte sobre el interés general 

en que se basa la creación de los bancos de datos financieros, pierde 

sustento, puesto que la primera facultad en que se manifiesta el habeas 

data, es el derecho a conocer las informaciones que a la persona se 

refieren. Por lo tanto, la Corte, luego de tomar gran parte de la Sentencia 

SU-082/95 como base, agrega, que en el caso sub-examine se protege el 

derecho al habeas data, se concede la tutela a la accionante y se ordena a 

la Central de Riesgos que corrija y actualice esta información no 

autorizada.  

 

Estamos de acuerdo con los argumentos expuestos en la parte motiva de 

esta Sentencia, específicamente en el aspecto jurídico considerado, en 

cuanto a la diferencia conceptual entre derecho al habeas data y derecho 

al buen nombre, así como la exclusión de la intimidad de la situación 

financiera. 
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GRAFICA DE ANALISIS DE LINEA JURISPRUDENCIAL 

 

¿Se vulnera el derecho al habeas data como expresión del derecho a la intimidad 

económica cuando se procesa y divulga la historia crediticia de un usuario del 

Sector Financiero por medio de una base de datos financiera? 

 

Prevalece el interés 

general y el derecho 

a la información de 

las entidades 

bancarias y los 

bancos de datos 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                        

                                                  T-414/92 

                                              M.P. Angarita  

                                                         

                                                   T-577/92 

                                                         

                                                 T-022/93 

                                                                           

Salvamento  Aclaración                                               

    de voto        de voto 

     J.G.H          C.A.B. 

 

                                                     

                              T-110/93 

 

                 

          SU-082/95 

                 

          SU-089/95 

 

Prevalece el derecho 

a la intimidad 

económica, buen 

nombre y habeas data 

de los titulares de la 

información 
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Esta línea jurisprudencial está conformada por las Sentencias hito, que 

contienen en la parte motiva de las mismas, subreglas claras de derecho. 

 

Como vemos, la esta línea jurisprudencial de este subtema está bien 

definida, y podríamos hablar de la existencia de dos balances 

constitucionales. El primero entre los años 1992 y 1995, y el segundo a 

partir de 1995.  

 

Entre 1992 y 1995 la línea muestra la obediencia al precedente creado a 

partir de la Sentencia T-414/92, que es por cierto, una Sentencia 

Fundadora de línea. 

 

En ella, la Corte considera que la situación financiera y los hábitos de pago 

de una persona, son datos que hacen parte del derecho a la intimidad, y 

en caso de conflicto entre el derecho a la intimidad y el derecho a la 

información, prevalecerá éste sin duda alguna.  

 

Por su parte, la Sentencia T- 577/92, se ubica dentro del mismo 

subsegmento que la Sentencia anterior, guardando estrecha relación con 

la subreglas creada por la Corte. 

 

A su vez, la T- 022/93, se ubica más a la derecha de la gráfica. En este 

fallo la Corte quiso destacar el problema existente con la veracidad de la 

información, y basado la Sentencia T-414/92, plantea al igual que las otras 

dos sentencias que el derecho a la intimidad debe prevalecer sobre el 

derecho a la información.  

Sin embargo José Gregorio Hernández apuesta por el interés general y 

salva su voto en esta Sentencia de Tutela, haciendo virar mas a la 

izquierda la ubicación de la misma. 

A pesar de esto, tanto el Salvamento de voto hecho por José Gregorio 

Hernández, así como la Aclaración de voto de Ciro Angarita Barón, hacen 
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parte de la sombra decisional de la línea jurisprudencial, lo que hace que 

no se altere la definición de la línea.  

 

A partir de 1995, con las sentencias SU-082/95 y SU-089/95, la línea da 

giro jurisprudencial de importancia. Allí se insiste en que los hábitos de 

pago y situación financiera de cualquier persona, NO pertenece al ámbito 

de su vida privada, y que por el contrario, por ser una información de 

interés general, los bancos de datos financieros NO vulneran el derecho a 

la intimidad económica, buen nombre y habeas data, por mantener 

almacenada y procesada la historia crediticia de un cliente del Sector.  

 

De lo anterior podemos deducir que existieron dos balances 

constitucionales sobre el tema. Uno en el periodo (1992-1995), y otro a 

partir de 1995.  

 

Por esto, la doctrina constitucional que no haya sido modificada por las 

Sentencias Unificadoras de línea  SU-082 y SU-089, se mantendrá vigente 

por la Corte Constitucional, en los años siguientes. 

 

ANALISIS DE LINEA JURISPRUDENCIAL 

SUBTEMA DOS 

“Permanencia del dato negativo en las Centrales de Riesgo” 

 

 

La Caducidad del Dato Negativo30 es el punto sobre el que más se 

controvierte ya que las pautas del límite temporal y/o permanencia del 

dato negativo en la Central de Riesgo, no se encuentran estipuladas en 

ninguna ley, y es la Corte Constitucional a través de la fuerza vinculante 

de sus sentencias quien ha fijado este término de caducidad. 

                                                
30 Caducidad del dato: Es el derecho a extinguir aquellos datos que perjudican nuestra vida 

comercial y financiera, y que se encuentran almacenados en centrales de información o bases de 

datos, por el transcurso de un plazo razonable fijado por la ley. 
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Al realizar el análisis a nuestro subtema dos, tendremos en cuenta que 

éste se subsuma en el problema jurídico que aparece de encabezado en 

el gráfica de línea; además que las sentencias guarden relación con el 

subtema a tratar, es decir, con la Caducidad del dato negativo en las 

centrales de riesgo y el Derecho Fundamental de Habeas Data; para lo 

cual tomaremos como punto arquimédico de apoyo, la sentencia más 

reciente que sobre el tema haya tratado la Corte Constitucional en sus 

fallos de Revisión de Tutela,  la Sentencia T-049 de 2004, que cumple con 

los requisitos descritos al comienzo de este capítulo. 

 

Teniendo en cuenta el subtema objeto de análisis y los hechos relevantes 

antes expuestos tenemos el siguiente nicho citacional: 

 

NICHO CITACIONAL 

 

  

 
 

 

  

 

 
  

 
 
  

  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 

SU-082/95 SU-528/93 

SU-82/95 

SU-89/95 

T-355/02 

SU-089/95 

SU-082/95 

SU-528/93 

SU-082/95 

SU-089/95 

SU-528/93 

T-049/04 

T-527/00 

T-355/02 

T-783/02 

SU-082/95 

SU-089/95 

T-783/02 

T-335/02 

T-665/02 

T-060/02 
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Esta tabla contiene las Sentencias de Revisión presentes en la anterior 
grafica:  
 

 

1993 1995 2000 2002 2003 2004 

SU-528  T-527 T-783 T-060 T-049 

 SU-082  T-355   

 SU-089  T-665   

 

 

En la gráfica de nicho citacional observamos lo siguiente: 

 

1. Algunas sentencias son citadas de manera sistemática en todo el 

nicho citacional, mientras que otras tan solo de forma episódica.  

2. Además encontramos que las sentencia SU-082/95 y SU-089/95 

son sentencias hito por ser las mas citadas dentro de la línea y 

contener subreglas claras sobre este subtema. 

 

 

ANALISIS JURISPRUDENCIAL 

 

SENTENCIA SU-082/95 

 

I. ANALISIS ESTRUCTURAL 

 

IDENTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA 

 

Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional.  

Sentencia SU-089/95 

Magistrado Ponente: JORGE ARANGO MEJIA 

Bogotá, primero (1) de marzo de mil novecientos noventa y cinco (1995) 
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ASPECTO JURÍDICO GENERAL: habeas Data, frente a Centrales de 

Riesgo Financieras 

ASPECTO JURIDICO ESPECIFICO: Caducidad del dato negativo 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES 

 

1. El  demandante, señor Gabriel Alberto González Mazo, solicito un 

crédito a Invercredito en 1990. 

2. El demandante se constituyo a en mora superior a 120 días. 

3. Invercrédito reportó al señor González en Datacrédito. 

4. El demandante canceló la deuda el 25 de  junio de 1993. 

5. El 19 de mayo el señor González presenta tutela invocando el derecho 

a la intimidad. 

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

¿Se encuentra vulnerado el derecho a la información de las entidades 

bancarias y los administradores de bancos de datos al fijarse un término 

de caducidad del dato negativo? 

 

TESIS 

 

A QUO: No 

CORTE CONSTITUCIONAL: No. 

 

FUENTE: Artículos 15 y 20 de la C.P.´91 

 

MÉTODO: EXEGETICO 

TÉCNICA: Análisis Gramatical y lógico 
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II. ANALISIS CRITICO: 

 

1. FUNDAMENTO DE LA TESIS 

 

A QUO 

  

“(…)Para examinar la trasgresión de los derechos fundamentales que 

invoca el actor debe determinarse cual ha sido el efecto en su desarrollo 

social, es decir, si en el caso de una eventual vulneración al derecho a la 

intimidad y al buen nombre se presentan consecuencias que puedan 

perjudicar su desenvolvimiento para efectuar relaciones ya sean 

comerciales, familiares, etc. 

Como lo explica el juzgado veinte civil municipal de Medellín la posible no 

actualización de los datos reportados en la central de riesgo por parte de 

quien en principio tiene la obligación de hacerlo, en este caso, por parte 

de Datacrédito, se debe a que la cancelación de la deuda se hizo 

recientemente (…)” 

 

CORTE CONSTITUCIONAL 

 

“(…) Como se ha visto, el deudor tiene derecho a que la información se 

actualice, a que ella contenga los hechos nuevos que le beneficie. Y, por 

lo mismo, también hacia el pasado debe fijarse un límite razonable, pues 

no sería lógico ni justo que el buen comportamiento de los últimos años 

no borrara, por así decirlo la mala conducta pasada. 

¿Qué ocurre en este caso ?. Que el deudor, después de pagar sus 

deudas, con su buen comportamiento por un lapso determinado y 

razonable ha creado un buen nombre, una buena fama, que en tiempos 

pasados no tuvo.  

Corresponde al legislador, al reglamentar el habeas data, determinar el 

límite temporal y las demás condiciones de las informaciones. Igualmente 
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corresponderá a esta Corporación, al ejercer el control de 

constitucionalidad sobre la ley que reglamente este derecho, establecer si 

el término que se fije es razonable y si las condiciones en que se puede 

suministrar la información se ajustan a la Constitución. 

Es claro, pues, que el término para la caducidad del dato lo debe fijar, 

razonablemente el legislador. Pero, mientras no lo haya fijado, hay que 

considerar que es razonable el término que evite el abuso del poder 

informático y preserve las sanas prácticas crediticias, definiendo así el 

interés general (….)” 

 

2. CRITICA PERSONAL 

 

Es de tener en cuenta que el caso expuesto en la jurisprudencia deja 

claro que el demandante incurrió en una mora de 120 días y que de 

acuerdo con la caducidad del dato negativo la sanción corresponde a 240, 

es decir el doble de la mora, ya que no fue ésta superior a un año, según 

reporte efectuado por Invercrédito a Datacrédito. El hecho 3° enuncia que 

el demandante pago la deuda el 25 de junio de 1993, la caducidad del 

dato negativo se efectuaría el 25 de febrero de 1994, pero en carta 

enviada por la central de riesgo a la Defensoría del Pueblo el 25 de abril 

de 1994, es decir, dos meses después de caducar la sanción, esta 

reportaba en su base de datos que el estado del crédito se encuentra en 

poder de abogado. Aun así el juez de primera instancia niega la tutela 

arguyendo que la actualización tardía del dato, se debe a la cancelación 

de una deuda tan reciente y tan solo se enfoco en si el derecho a la 

intimidad se había vulnerado o no, es decir, no se fijo en que la 

información que se encontraba en poder de la central de riesgo, referente 

al demandante estaba desactualizada y no correspondía por tanto a la 

realidad dejando ver una evidente vulneración al derecho a la caducidad 

del dato negativo. 
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La Corte al respecto aclara que la actualización y rectificación (…) de los 

datos contrarios a la verdad , son en principio obligaciones de quien 

maneja el banco de datos y aunque existiendo autorización previa por 

parte del deudor para que los datos en materia comercial sean 

suministrados y consultados, la falta de diligencia de quien corresponde 

actualizarlos trajo como consecuencias al demandante el no acceso a 

créditos ni servir como garante de obligaciones contraídas por terceros, 

es decir, si existió la vulneración del derecho al buen nombre a quien 

pudiendo contraer obligaciones no pudo por la revelación de una 

información incompleta y por tanto no veraz por la entidad que tenia la 

obligación de actualizarla. 

 

 

SENTENCIA SU-089/95 

 

I. ANALISIS ESTRUCTURAL 

 

IDENTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA 

 

Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional.  

Sentencia SU-089/95 

Magistrado Ponente: JORGE ARANGO MEJIA 

Bogotá, primero (1) de marzo de mil novecientos noventa y cinco (1995) 

 

ASPECTO JURÍDICO GENERAL: habeas data frente a Centrales de 

Riesgo 

ASPECTO JURIDICO ESPECIFICO: Caducidad del dato negativo. 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES 
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1. La señora Patricia Narváez Bejarano solicitó  el otorgamiento de un 

crédito, el cual le fue negado porque su  nombre aparecía reportado ante 

la central de datos que maneja Data crédito. 

 

 2. La señora Narváez, en carta del 19 de marzo de 1993, a Computec 

S.A., de la ciudad de Cali, solicitó excluir su nombre de la central de datos 

que él administra, pues ella nunca autorizó el reporte, ni la inclusión de su 

nombre y de los datos relacionados con ella, a ninguna central de 

información o  banco de datos.   

 

 3. La señora Narvaéz afirma que su comportamiento crediticio ha sido 

satisfactorio. Prueba de ello, dice, es que ninguna entidad crediticia le ha 

iniciado  proceso ejecutivo para obtener el pago de sus obligaciones,  o la 

ha constituido en mora.   

 

PROBLEMA JURIDICO 

 

¿Existe violación al derecho de autodeterminación informática cuando el 

reporte en la central de riesgos es prolongado en el tiempo sin aplicar 

términos de caducidad del dato negativo a la mora correspondiente? 

 

TESIS 

 

A QUO: SI 

AD QUEM: NO 

CORTE CONSTITUCIONAL: SI 

 

FUENTE: Artículos 15 y 20 de la c.p.´91 

 

METODO: EXEGETICO 

TECNICA: Análisis gramatical y lógico 
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II. ANALISIS CRITICO 

 

1. FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS 

 

A QUO 

 

“(…) La razón esgrimida por el Tribunal, para conceder el amparo 

solicitado, hace referencia al derecho que tiene toda persona a actualizar 

la información que cualquier  banco de datos tenga sobre  ella, derecho 

que la entidad acusada vulneró, pues a pesar de la solicitud realizada por 

la demandante, en el sentido de que se rectificara la información que esa 

entidad estaba suministrando, no tuvo en cuenta que los datos 

proporcionados eran "antiguos", pues se relacionaban con moras que la 

demandante había registrado con dos entidades crediticias, con quienes 

ya se encuentra a paz y salvo(…)”.  

 

AD QUEM 

 

“(…) En concepto de la CSJ, cuando las informaciones que se 

suministran son veraces, no puede hablarse de una vulneración de los 

derechos a la intimidad o al buen nombre.  

En el caso materia de estudio, la entidad acusada no suministró un dato 

irreal o malintencionado. Simplemente informó sobre el estado de mora 

en que incurrió la actora; la duración de la misma y  el estado actual de su 

situación comercial. Así, pues, como el dato suministrado es cierto, no 

puede alegarse vulneración del derecho al buen nombre o a la intimidad 

de la demandante.  
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CORTE CONSTITUCIONAL 

 

“(…) El deudor tiene derecho a que la información se actualice, a que ella 

contenga los hechos nuevos que le beneficien”. 

Y, por lo mismo, también hacia el pasado debe fijarse un límite razonable, 

pues no sería lógico ni justo que el buen comportamiento de los últimos 

años no borrara, por así decirlo, la mala conducta pasada (…)” 

 

2. CRITICA PERSONAL 

 

La Corte no pierde de vista la finalidad legítima a la que sirven los bancos 

de datos financieros, precisa que  el límite temporal mencionado no 

puede aplicarse razonablemente si dentro del mismo término ingresan 

otros datos de incumplimiento y mora de las obligaciones del mismo 

deudor o si está en curso un proceso judicial enderezado a su cobro, pero 

estima que si el reporte no esta actualizando con la información nueva 

que se tenga sobre el comportamiento del deudor se esta frente a una 

evidente vulneración del Habeas Data. 

Es interesante el análisis sobre el la veracidad del dato y explica que 

mientras el deudor haya sido moroso, este dato, según las normas 

financieras deberá ser reportado, pero el solo pago de la obligación no lo 

exime del castigo, sin embargo las centrales de riesgo tienen la obligación 

de estar actualizando la información reportadas en las misma. 

 

A todo esto valoramos la posición de la Corte en considerar que es 

necesario que se legisle sobre el tema, pero que mientras ello ocurre, es 

necesario crear unas pautas que regulen la actividad informática que 

llevan a cabo los administradores de los bancos de datos, y que afectan 

nuestra vida comercial y financiera. 
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GRAFICACION DE LA LINEA JURISPRUDENCIAL 

SUBTEMA DOS 

 

En este caso, se incluirán dentro de la gráfica sentencias hito, sentencias 

confirmadoras de principios y sentencias fundadoras de la línea; habida 

cuenta del nicho citacional tan reducido que se extrae sobre el subtema 

objeto de análisis.  

¿Existe violación al derecho de habeas data cuando el reporte en las 

centrales de riesgos es prolongado en el tiempo sin aplicar términos 

de caducidad del dato negativo a la mora correspondiente?   

 

Si, puesto que los 

datos negativos deben 

tener un periodo de 

permanencia 

razonable en las bases 

de datos  financieras 

donde se encuentren 

almacenados 

          

 

 

 

 

 

 

       

 

              

         SU- 528/93 

                       

                  SU-082/95   

                      

                  SU-089/95 

                  

             T-783/02 

                 

         T-527/00 

             

        T-665/02 

             

      T-355/02   

             

        T-049/04 

 

No, puesto que los 

datos negativos 

pertenecientes a la 

historia crediticia de los 

usuarios del Sector 

Financiero son 

utilizados para el 

mantenimiento de la 

confianza en el sistema 

de ahorro y crédito 
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En ésta gráfica se encuentran sentencias todo tipo de sentencias. 

  

El cuadro anterior ilustra la tendencia de la Corte Constitucional, dentro de 

una línea jurisprudencial clara respecto al problema jurídico, es decir, la 

inclinación evidente a otorgar una protección a las entidades bancarias 

por mantener la confianza en el sector financiero, basándose 

primordialmente en el interés general del articulo 335 de la Constitución 

Política de 1991.  

 

Es evidente la existencia de un balance constitucional, en todo el cuado, 

en cuanto a la existencia de un término de caducidad de los datos en las 

centrales de información financiera. La obediencia a un precedente en 

este tema es clara, puesto que las sentencias que intentan alejarse hacia 

el segmento a mano derecha, aún permanecen en la sombra decisional 

de la anterior.  

 

En las sentencias SU- 082/95 y SU-089/95, la Corte reconoce la 

existencia de una caducidad de los datos almacenados en las bases de 

datos del Sector Financiero, pero no deja de un lado que la actividad que 

ejercen las entidades del Sector, esta basado en la protección del interés 

general que se efectúa por medio de la confianza pública, es decir, que 

mientras no existan un abuso del poder informático, no hay violación del 

derecho fundamental. 

 

En cuanto a la línea jurisprudencial, podemos observar que las 

decisiones, mantienen se mantienen dentro de una sombra decisional, 

que permite deducir que existe balance constitucional al respecto. 
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ANALISIS DE LINEA JURISPRUDENCIAL 

SUBTEMA TRES 

 

“Suficiencia de la autorización previa para el continuo 

almacenamiento y difusión de la historia crediticia en una Base de 

Datos Financiera”. 

 

Este subtema es de gran interés, teniendo en cuenta que son pocas las 

sentencias que a lo largo de la jurisprudencia de la Corte, se hayan 

referido expresamente a él. 

Sin embargo, este es un tema, que unido al gran vacío legislativo, tampoco 

a encontrado unas reglas jurisprudenciales claras al respecto. 

Las técnicas para el desarrollo de este análisis, siguen de la misma 

manera que en los otros dos análisis, las pautas para la selección de las 

sentencias, y la identificación de las sentencias hito dentro de la línea. 

El punto arquimédico de apoyo, en esta ocasión es la Sentencia T-526/04, 

teniendo en cuenta que en ella se hace un gran despliegue sobre el tema, 

y que es lo mas reciente posible dentro del periodo de estudio. 

De este modo, se pudo construir el siguiente nicho citacional al respecto: 

 

NICHO CITACIONAL 

 

 

 

  

 

 

  

 

 

  

  

T-1322/01 

T-580/95 

SU-082/95 

 

SU-089/95 

 

T-526/04 

T-578/01 

T-592/03 

T-022/93 

T-552/97 

SU-089/95 

 

SU-082/95 

T- 578/01 

SU-082/95 

SU-089/95 

SU-082/95 
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Las sentencias de tutela presentes en el anterior nicho citacional, se han 

agrupado en la siguiente tabla: 

 

 

 

El nicho citacional, en tamaño es reducido, es preciso realizar un análisis 

jurisprudencial de las sentencias más relevantes candidatas a ser 

sentencias hito sobre este subtema.  

 

 

ANALISIS JURISPRUDENCIAL 

 

SENTENCIA T- 022/93 

 

IDENTIFICACION DE LA SENTENCIA  

Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional.  

Sentencia T-022/93 

Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón. 

Bogotá, veintinueve (29) de enero de dos mil cuatro (1993) 

 

ASPECTO JURIDICO GENERAL: HABEAS DATA FRENTE A 

CENTRALES DE RIESGO 

ASPECTO JURIDICO ESPECIFICO: Debido Proceso Informático 

1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 

T-

022 

 SU-

082 

 T-

557 

   T-

578 

 T-

592 

T-

526 

  SU-

089 
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HECHOS JURIDICOS RELEVANTES 

 

 

❖ El Señor Alirio Martinez Serna adquirió un crédito con la Caja 

Agraria, adjuntando como garantía un pagaré en el cual figuraban 

su esposa Ruth Suárez y su hijo Julián en calidad de codeudores. 

❖ El Señor Martínez Serna, por diversas razones, incumplió su 

obligación crediticia con la Caja Agraria. 

❖ Ante esto, esta entidad financiera inició proceso ejecutivo en contra 

del Señor Alirio Martinez Serna. 

❖ Estando en curso el proceso ejecutivo, la Caja Agraria lo reportó 

como deudor moroso en la Central de Información financiera que 

maneja la Asobancaria. 

❖ Como consecuencia del reporte en la Central de Riesgos, al Señor 

Alirio, a su esposa Ruth y a su hijo Julián les han sido negados los 

distintos  servicios bancarios ofrecidos por varias entidades 

financieras. 

 

 

PROBLEMA JURÍDICO 

Dentro de un debido proceso informático, ¿Es suficiente la autorización 

previa de divulgación de los hábitos crediticios para que los datos 

negativos de un usuario del Sector Financiero permanezcan en las 

Centrales de Riesgo sin vulnerar el derecho al habeas data?  

 

TESIS 

CORTE CONSTITUCIONAL: SI. 

 

FUENTE: Artículos 15 y 29 de la C.P.´91 
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METODO: EXEGÉTICO 

TECNICA: Análisis Gramatical y lógico 

 

 

II. ANALISIS CRÍTICO 

 

1. FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS 

 

CORTE CONSTITUCIONAL 

 

“(…) Por su parte los usuarios de la Central tienen el deber de obtener el 

consentimiento de sus clientes, mediante comunicación escrita sobre el 

reporte, procesamiento  y consulta de la información requerida para el 

logro del propósito de la Central y de responder ante el titular del dato por 

los perjuicios que puedan ocasionarle el reporte de datos inexactos(…)”. 

“(…) En el caso sub-examine, la omisión de la autorización expresa y 

escrita del titular para la circulación de sus datos económicos personales – 

con las consecuencias limitativas de sus derechos fáciles de prever –

vulnera el derecho fundamental del debido proceso consagrado en el Art. 

29 de la C.P.´91(…)”.  

 

2. CRITICA PERSONAL 

 

En este caso, ni el A quo ni el Ad quem se pronuncian respecto al 

consentimiento de divulgación de información por el titular de la misma. Es 

más, ambas tesis se centran en resaltar la labor de la Asobancaria 

Bancaria de Colombia, de evaluar a sus potenciales clientes por medio de 

las historias crediticias almacenadas en las centrales de Información que 

ellos mismos manejan. Con esto, ambas instancias demuestran su 

indiferencia con este tema. 
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A si mismo, la Corte Constitucional deja entrever la necesidad del 

consentimiento previo del titular para divulgar su información, pero no se 

refiere ampliamente sobre el tema. 

 

Igualmente calla en cuanto a la suficiencia y alcance de esta autorización 

dentro de un debido proceso informático.  

 

Es más el Magistrado Ponente Ciro Angarita Barón aclaró su voto sin 

mencionar en ningún momento aspectos relacionados con este tema. Lo 

mismo ocurre con el Salvamento de voto de José Gregorio Hernández. 

  

En nuestra opinión, esto se debe a que la Corte entre 1992 y 1993 estaba 

comenzando a crear doctrina sobre este tema, sin determinar con 

exactitud las etapas del debido proceso informático. 

 

 

ANALISIS JURISPRUDENCIAL 

 

SENTENCIA SU-082/95 

 

IDENTIFICACION DE LA SENTENCIA:  

Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional.  

Sentencia SU-082/95 

Magistrado Ponente: JORGE ARANGO MEJIA 

Bogotá, primero (1) de marzo de mil novecientos noventa y cinco (1995) 

 

ASPECTO JURIDICO GENERAL: HABEAS DATA FRENTE A 

CENTRALES DE RIESGO 

ASPECTO JURIDICO ESPECIFICO: Debido Proceso Informático 
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HECHOS JURIDICOS RELEVANTES: 

 

❖ El señor GABRIEL ALBERTO GONZALES MAZO solicitó en el año 

de 1990 un crédito a INVERCREDIO SEVICIOS FINANCIEROS 

S.A. 

❖ Debido a algunas dificultades económicas, GABRIEL GONZALES 

se atrasó en los pagos del crédito, por ello fue reportado como 

deudor moroso a la División de DATACREDITO, de la Compañía 

COMPUTEC S.A. 

❖ El señor GONZALES MAZO pagó su deuda, y el 25 de junio de 

1993 le fue entregado el paz y salvo por la compañía que le otorgó 

el crédito. Sin embargo, su nombre aún aparece en el archivo de 

DATACREDITO, con una anotación de “cartera recuperada” 

❖ Como consecuencia de los hechos relatados anteriormente, el actor 

no ha podido acceder al crédito ni servir como garante de 

obligaciones contraídas por terceras personas. 

 

 

PROBLEMA JURÍDICO:  

 

Dentro de un debido proceso informático, ¿Es suficiente la autorización 

previa de divulgación de los hábitos crediticios para que los datos 

negativos de un usuario del Sector Financiero permanezcan en las 

Centrales de Riesgo sin vulnerar el derecho al habeas data? 

  

TESIS: 

 

A QUO: NO 

CORTE CONSTITUCIONAL: NO 
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FUENTE: Artículo 15 de la C.P.´91 

 

METODO: EXEGETICO 

TECNICA: Análisis Gramatical y lógico 

 

 

II. ANALISIS CRÍTICO 

 

1. FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS 

 

A QUO 

 

 “Es necesario analizar el contenido del registro, su objetividad, si es 

completo, las condiciones legales de su manejo o circulación, el 

consentimiento expreso del titular y el término para la utilización razonable 

de los datos, para determinar los efectos que el uso de la información 

puede tener sobre la vida y las posibilidades presentes y futuras de la 

persona”. 

 

CORTE CONSTITUCIONAL 

 

“(..) Lo expuesto en esta providencia, en relación con el derecho a la 

información y la legitimidad de la conducta de las entidades que solicitan 

información de sus eventuales clientes, a las centrales de información que 

para el efecto se han creado, así como la facultad de reportar a quienes 

incumplan las obligaciones con ellos contraídas, tiene como base 

fundamental y punto de equilibrio, la autorización que el interesado les 

otorgue para disponer de esa información, pues al fin y al cabo, los datos 

que se van a suministrar conciernen a él, y por tanto, le asiste el derecho, 
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no solo a autorizar su circulación, sino a rectificarlos o actualizarlos, 

cuando a ello hubiere lugar. 

Autorización que debe ser expresa y voluntaria por parte del interesado, 

para que sea realmente eficaz, pues de lo contrario no podría hablarse de 

que el titular de la información hizo uso efectivo de su derecho. Esto 

significa que las cláusulas que en este sentido están siendo usadas por las 

distintas entidades, deben tener una forma y contenido que le permitan al 

interesado saber cuáles son las consecuencias de su aceptación. 

 

 

2. CRITICA PERSONAL: 

 

Esta es una sentencia hito, ya que cumple con todas las características de 

este tipo de sentencias, además porque contiene gran parte de la 

reglamentación jurisprudencial que la Corte ha creado sobre el tema de 

investigación. 

 

En cuanto a la suficiencia de la autorización previa, la Corte señala la 

importancia de esta autorización para el uso de la información por medio 

de bases de datos, pero calla en todo lo demás. 

 

 

SENTENCIA SU-089/95 

 

IDENTIFICACION DE LA SENTENCIA 

 

Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional.  

Sentencia SU-089/95 

Magistrado Ponente: JORGE ARANGO MEJIA 

Bogotá, primero (1) de marzo de mil novecientos noventa y cinco (1995) 
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ASPECTO JURIDICO GENERAL: HABEAS DATA FRENTE A 

CENTRALES DE RIESGO FINANCIERAS 

ASPECTO JURIDICO ESPECÍFICO: Debido Proceso Informático 

 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES 

 

❖ La señora Patricia Narváez Bejarano solicitó el otorgamiento de un 

crédito, el cual le fue negado, por aparecer reportada en la base de 

datos que maneja Data crédito como por el siguiente reporte por 

tres obligaciones crediticias con distintas entidades bancarias, dos 

de las cuales tienen una mora total de ciento ochenta días (180) 

días 

❖ En carta del 19 de marzo de 1993, a Computec S.A., de la ciudad 

de Cali, PATRICIA NARVAEZ solicitó excluir su nombre de la 

central de datos que él administra, pues ella nunca autorizó el 

reporte, ni la inclusión de su nombre y de los datos relacionados 

con ella, a ninguna central de información o  banco de datos.   

❖ La señora Narvaéz afirma que su comportamiento crediticio ha sido 

satisfactorio. Prueba de ello, dice, es que ninguna entidad crediticia 

le ha iniciado proceso ejecutivo para obtener el pago de sus 

obligaciones,  o la ha constituido en mora; y esta situación le ha 

impedido adquirir vivienda propia 

❖ A su vez, dos de las entidades bancarias, afirman que en sus 

archivos no aparece ninguna autorización impartida por la Señora 

Narváez Bejarano para que estas instituciones incluyeran 

informaciones relacionadas con su comportamiento comercial, 

hábitos de pago, manejo de las cuentas, etc. 

 

 

PROBLEMA JURÍDICO 
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Dentro de un debido proceso informático, ¿Es suficiente la autorización 

previa de divulgación de los hábitos crediticios, para que los datos 

negativos de un usuario del Sector Financiero permanezcan en las 

Centrales de Riesgo sin vulnerar el derecho al habeas data? 

 

TESIS 

 

AD QUEM: SI 

 

CORTE CONSTITUCIONAL: SI 

 

FUENTE: Artículos 15,  

 

METODO: EXEGÉTICO 

TECNICA: Análisis Gramatical y lógico 

 

 

II. ANALISIS CRÍTICO 

 

1. FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS 

 

AD QUEM 

 

 “La entidad acusada está obligada a suministrar los datos que posee 

sobre el comportamiento comercial de las personas allí reportadas, en 

virtud del contrato suscrito con las entidades crediticias, cuyo objeto 

principal es el suministro de esa información, como un mecanismo de 

protección de su patrimonio y del ahorro privado que manejan”. 

“(…) No aparece entonces acertado que un banco de datos, como se 

pretende en este asunto, esté obligado a borrar la información acerca del 
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mal comportamiento  comercial de una persona, ya sea porque no paga o 

porque se demora en hacerlo, pues precisamente su labor se concreta, en 

cumplimiento a los contratos firmados con sus usuarios, a brindarles ese 

tipo de información cuyo análisis determinará si se otorga o no el crédito”. 

 

 

CORTE CONSTITUCIONAL 

 

 “(…)  Se habla de libertad económica, en especial, porque ésta podría ser 

vulnerada al restringirse indebidamente en virtud de la circulación de datos 

que no sean veraces, o que no haya sido autorizada por la persona 

concernida o por la ley.” 

“(…) Hay que aclarar que la actualización, y la rectificación de los datos 

contrarios a la verdad, son, en principio, obligaciones de quien maneja el 

banco de datos; y que si él no las cumple, la persona concernida puede 

exigir su cumplimiento. Además, para facilitar el conocimiento de los datos 

por la persona concernida, debe notificarse a ésta sobre la inclusión de 

tales datos en el banco. La oportunidad para tal notificación, también debe 

ser definida por el legislador. (…)” 

 

 

2. CRITICA PERSONAL 

 

Como se observa la primera instancia no se refiere al tema del 

consentimiento previo de los datos. 

El caso sub-examine de este pronunciamiento de la H. Corte, dio pie para 

que esta Corporación se refiera en su parte motiva, a la autorización previa 

de difusión de la historia crediticia, puesto que la señora Narváez en 

ningún momento otorgó este consentimiento por escrito a dos de las 

entidades con las que tenia relaciones crediticias; y a pesar de ello sus 

hábitos de pago fueron divulgados, y tenidos en cuenta para la posterior 
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evaluación del riesgo de un crédito que estaba solicitando, sin enterarse 

siquiera de su reporte a la Central de Riesgo. 

Por ello se le tutela el derecho al habeas data de la petente, basando su 

fallo en la Sentencia SU – 082/95 

 

A pesar de esto, la Corte, con su silencio, deja un gran vacío dentro de 

esta doctrina jurisprudencial, acerca de la activa participación del titular de 

los datos en el proceso informático, o si sencillamente, el consentimiento 

previo de la información, es suficiente para que no se vulnere el derecho al 

habeas data.  

 

 

SENTENCIA T- 592/03 

 

Aunque por ahora no se pueda determinar si esta sentencia a futuro será 

una sentencia hito, creemos importante hacer un análisis jurisprudencial de 

la misma, teniendo en cuenta en ella la Corte da un giro jurisprudencial 

importante, con un desarrollo amplio sobre este tema 

 

Se trata de una sentencia dictada con ocasión de Acciones de tutela 

interpuestas por varios sujetos, y que por contener hechos parecidos han 

sido acumuladas.  

Por ello, presentaremos los hechos jurídicos relevantes enumerados en el 

orden en que se encuentran en la sentencia.  

Así mismo, en base a los hechos jurídicos relevantes y el aspecto jurídico 

considerado, hemos planteado un único problema jurídico general, y dos 

grupos de tesis, el primer grupo de tesis da respuesta al problema jurídico 

de acuerdo a los primeros hechos descritos, y el segundo grupo responde 

el problema en base a los demás hechos jurídicos relevantes.  

 

IDENTIFICACION DE LA SENTENCIA 
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Sala Tercera de Revisión de la Corte Constitucional 

Sentencia T-592/03 

Magistrado Ponente: Alvaro Tafur Galvis. 

Bogotá, diecisiete (17) de Mayo de dos mil cuatro (2003) 

Expedientes T-517288 y acumulados 

 

ASPECTO JURIDICO GENERAL: HABEAS DATA FRENTE A 

CENTRALES DE RIESGO 

ASPECTO JURIDICO ESPECIFICO: Debido proceso informático 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES (1) 

 

❖ La Señora SANDRA YUSCELLY BEJARANO JAIME contrajo 

obligaciones comerciales y bancarias con distintas entidades 

financieras, las cuales terminó de cancelar en el 2002. 

❖ Todo su comportamiento crediticio estuvo reportado en las 

Centrales de Riesgo Financieras 

❖ Posteriormente, solicitó dos veces al Fondo Nacional del Ahorro, al 

cual estaba afiliada, un crédito para vivienda y en ambos casos le 

fue negado. 

❖ Aduce la entidad que en la primera oportunidad la solicitante 

aparecía registrada en las centrales de información financieras 

como deudora morosa por más de cuatrocientos cincuenta (450) 

días; por lo que no podía acceder al crédito. En la segunda 

oportunidad, ya no aparecía reportada en las Centrales de 

Información Financiera con mora histórica, pero no cumplía con los 

requisitos establecidos en la Resolución 1770 de 2000 sobre 

capacidad de pago de solicitantes de crédito para vivienda. 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES (2) 
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❖ NIDIA MARCELA PIÑEROS BURGOS mantuvo hasta el 2001 

sendas obligaciones con entidades financieras y un buen manejo en 

el pago de las mismas;  con excepción de una tarjeta de crédito 

adquirida con INVERSORA PICHINCHA, con la que incurrió en 

mora de noventa (90) días. 

❖ Al solicitar un subsidio de vivienda a la Fundación “COMPARTIR” 

ésta le negó dicho crédito por la información otorgada por 

DATACREDITO sobre la Señora Piñeros Burgos. 

❖ La Señora Piñeros Burgos canceló totalmente su obligación con 

INVERSORA PICHINCHA, y en consecuencia solicitó a 

DATACRÉDITO, se actualizaran los datos. Sin embargo la entidad 

no dio trámite a su solicitud, argumentando que el dato negativo 

permanecería en la Central de Información durante dos (2) años. 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES (3) 

 

❖ La Señora MAGALI PATRICIA CABALLERO ESPINOSA incurrió en 

mora de ciento cincuenta (150) días de mora en las obligaciones 

crediticias y comerciales que mantuvo hasta Octubre de 2001, fecha 

en que canceló voluntariamente la obligación 

❖ La señora CABALLERO ESPINOSA solicitó la rectificación de sus 

datos a la Central de Riesgos “DATACREDITO”, la que negó su 

solicitud, informando además que el dato negativo se mantendría 

dos (2) años registrados. 

❖ La Señora MAGALI aspiraba a la adjudicación de una vivienda por 

parte de la CAJA DE COMPENSACIÓN FAMILIAR COLSUBSIDIO 

en el Proyecto “TIERRAGRATA”, y en consecuencia en Octubre de 

2001, presentó ante DATACREDITO un derecho de petición a fin de 

que la información sobre su comportamiento financiero, que 

figuraba en dicha entidad, fuera rectificada 
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❖ Esta entidad rechazó su solicitud por encontrarse reportada en 

DATACREDITO. 

❖ La accionante asegura que a otras personas, no obstante 

encontrarse en su misma situación, si les fueron asignadas sus 

viviendas. 

❖ Ante esto, los encargados del proyecto “TIERRAGRATA” afirman 

que a algunas personas les fue consultada su historia crediticia en 

DATACRÉDITO y a otras no. 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES (4) 

 

❖ El Señor PEDRO ALFONSO CASTRO LOPEZ constituyó una mora 

de ciento veinte dias (120) días en sus obligaciones financieras.  

❖ El señor CASTRO canceló su deuda en el 2001. 

❖ Al solicitar un crédito ante MEGABANCO éste le fue negado, por 

aparecer registrado en las Centrales de Riesgo Financieras. 

❖ Ante esto, el Señor PEDRO acudió a estos bancos de datos por 

información sobre la permanencia de su reporte en la entidad. 

❖ La Central de Información le afirmó que sus datos permanecerían 

hasta el 2006 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES (5) 

 

❖ LUIS ALBERTO PADIERMA RESTREPO en Junio de 2001 canceló 

voluntariamente y en su totalidad la deuda contraída con la 

Empresa EDICIONES INTERNACIONAL ZAMORA LTDA., con la 

que ya tenía mora de ciento ochenta (180) días. 

❖ En consonancia con su pago obtuvo de la entidad acreedora un paz 

y salvo que así lo indica 

❖ Con este paz y salvo el señor PADIERMA RESTREPO presentó un 

derecho de petición ante la Regional Antioquia de “DATACREDITO” 
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con el fin de ser suprimidos sus datos negativos almacenados en 

esta base de datos 

❖ DATACREDITO – Regional Antioquia contestó la petición del Señor 

LUIS ALBERTO informando que el reporte se mantendría.   

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES (6) 

 

❖ LUZ MERY LOPEZ FRANCO adquirió un crédito con “BANCAFE”, 

que incumplió con mora de ciento cincuenta (150) días 

❖ LUZ MERY canceló su obligación, por lo que “BANCAFE” le expidió 

un paz y salvo certificando su pago. 

❖ Más adelante solicitó un crédito en BANCOLOMBIA, que le fue 

negado por aparecer reportada en DATACRÉDITO. 

❖ Acudió a BANCAFE “para que me retirara de esa base de datos a lo 

cual ellos respondieron simplemente que era cuestión de 

DATACREDITO seguirme reportando”. 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES (7) 

 

❖ JAIME AUGUSTO RENGIFO PEÑA está afiliado al Fondo Nacional 

del Ahorro al cual aporta cesantías. 

❖ Así mismo, solicitó un crédito de vivienda a esta entidad. Sin 

embargo su solicitud le fue negada por aparecer registrado en las 

Centrales de Riesgo DATACREDITO Y CIFIN, por mora en el pago 

de sus obligaciones superior a ciento ochenta (180) días  

❖ Asegura que en las Centrales de Riesgo fue informado de que 

permanecería reportado en sus bases de datos por un periodo de 

veinticuatro (24) meses, sin perjuicio del cumplimiento de sus 

obligaciones 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES (8) 
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❖ JULIO ERNESTO ORDOÑEZ ORJUELA presentó una mora 

superior a trescientos sesenta (360) días en el pago de una 

obligación contraída con la Sociedad BELLSOUTH Colombia S.A. 

con pago voluntario 

❖ DATACREDITO lo mantiene registrado como deudor moroso 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES (9) 

 

❖ CRISTIAN GOMEZ ROJAS hipotecó al BANCO CENTRAL 

HIPOTECARIO un apartamento para garantizar el pago de la 

obligación contraída con la misma entidad sobre el precio del 

inmueble. 

❖ La Cartera de este Banco fue cedida al BANCO GRANAHORRAR 

❖ El BANCO GRANAHORRAR cometió un error al liquidó la deuda del 

señor GOMEZ ROJAS  

❖ En consecuencia, CRISTIAN GOMEZ fue reportado a CIFIN como 

deudor con mora de 60 días. 

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES (10) 

 

❖ GUSTAVO ZAPATA PIÑEROS adquirió un crédito con la Empresa 

MTEL Colombia S.A. para la prestación del Servicio de 

buscapersonas 

❖ Según comenta el Señor ZAPATA PIÑEROS ha permanecido nueve 

meses en la Central de Riesgos registrado como deudor moroso a 

pesar de obtener un paz y salvo de la Empresa acreedora  

 

HECHOS JURIDICOS RELEVANTES (11) 
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❖ RUBEN PEREZ adquirió una obligación crediticia con el Banco 

CAJA DE CRÉDITO AGRARIO que incumplió con mora de 

trescientos sesenta (360) días  

❖ Con ocasión del Convenio celebrado entre la entidad acreedora y el 

programa FONSA – HUILA del cual es beneficiario, el Señor PEREZ 

canceló su obligación con la CAJA DE CREDITO AGRARIO 

❖ Sin embargo, afirma el Señor PEREZ que en la central de Riesgos 

CIFIN aparece registrado como deudor moroso  

 

 PROBLEMA JURÍDICO  

 

¿Es suficiente la autorización previa de divulgación de los hábitos 

crediticios, para que se proteja el derecho al habeas data, en el marco 

de un debido proceso informático?  

 

TESIS (1) 

 

A QUO: NO. 

AD QUEM: NO 

CORTE CONSTITUCIONAL: NO 

 

TESIS (2-11) 

      

A QUO: NO  

AD QUEM: NO 

CORTE CONSTITUCIONAL: NO 

 

METODO: SISTEMÁTICO 

TECNICA: Por vía jurisprudencial 
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II. ANALISIS CRÍTICO 

 

1. FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS (1) 

 

A QUO 

 

”No resulta válido sostener que los usuarios del Sistema Financiero 

autorizan la permanencia de la información atinente a su comportamiento 

comercial en las centrales de riesgo, porque suscriben una cláusula que 

así lo indica, porque las entidades financieras abusan de su posición 

dominante, cuando incluyen en sus contratos de mutuo dicha autorización 

por el tiempo que esa entidad fije en sus reglamentos” 

 

AD QUEM 

 

“No se encuentra razón valedera para que la accionante continúe 

reportada en la base de datos de DATACREDITO Y LA CIFIN. La 

accionante, al estar al día en sus obligaciones, tiene derecho a que se 

refleje esa situación en las bases de datos de aquellos organismos, de lo 

contrario, se está recibiendo por parte de ella una sanción sin sustento 

alguno, adicional a la que ya fue sometida con el cobro de intereses 

moratorios sobre la obligación”. 

  

 

FUNDAMENTACIÓN DE LAS TESIS (2 al 11) 

 

A QUO 

 

“Algunas de las decisiones reiteran la jurisprudencia de esta Corporación, 

relativa al derecho de habeas data, destacando i) que las personas que 

figuran en las Centrales de Riesgo tienen derecho a solicitar que la 
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información atinente a su nombre sea actualizad y rectificada, para que 

refleje tanto la realidad como su situación actual, y ii) que la información 

negativa no puede permanecer en las centrales de riesgo de manera 

indefinida. 

  

AD QUEM  

 

“El ad quem adujo que los datos que figuran en las bases de datos, que 

administran las entidades accionadas son ciertos. Y que COVINOC S.A. 

no conserva ninguna información a nombre del accionante, que pueda 

quebrantar su derecho fundamental a la intimidad” 

 

 

CORTE CONSTITUCIONAL 

 

“(…) Para empezar llama la atención de la Sala que los acreedores y 

administradoras de datos vinculados a esta decisión, en su totalidad, 

reportaron y divulgaron el estado de las obligaciones de los deudores sin 

enterar a los aludidos de su decisión, al punto que los accionantes 

ejercieron su facultad de autodeterminarse en defensa de su intimidad 

económica y su buen nombre cuando la puesta en común de sus hábitos 

de pago ya había influido de manera negativa en sus operaciones 

mercantiles, y en su derecho de acceder a una vivienda digna(…)” 

“Y las Centrales de Riesgo que administran Computec S.A. y la Asociación 

Bancaria, estuvieron prestas a cumplir con el encargo de sus afiliadas de 

registrar los datos adversos a sus clientes y hacerlos circular, pero no se 

cercioraron del conocimiento de los afectados, y tampoco les hicieron 

conocer el proceso que emprenderían a fin de que éstos pudieran 

intervenir efectivamente, y desde un comienzo en el mismo, como lo 

disponen las normas superiores en cita. De ahí que los datos personales 

de los accionantes, no podrán seguir siendo reportados, hasta tanto sus 
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titulares i) sean debidamente notificados ii) se les conceda la oportunidad 

de ejercer su derecho a la rectificación y actualización (…)”. 

 

 

2. CRITICA PERSONAL 

 

En esta oportunidad, la Corte ha cambiado su posición frente a la 

autorización previa, que antes reclamaba como necesaria en el tratamiento 

automatizado de datos, porque ahora no la considera suficiente para el 

ejercicio de un debido proceso informático.  

Es así como profundiza en temas como la aquiescencia del titular, el 

alcance de la garantía de procesar y divulgar con responsabilidad social, la 

necesidad de reglamentar el proceso informático, todos referentes al 

aspecto jurídico considerado en este análisis. 

 

Estamos totalmente de acuerdo con las apreciaciones que ha hecho la 

Corte, y consideramos precisas estas aclaraciones de la H. Corte, teniendo 

en cuenta que en la práctica, la mayoría de entidades financieras se 

abstienen  de otorgar servicios bancarios a aquellos que no otorgan su 

consentimiento expreso para la divulgación de datos. 

 

El problema radica en determinar el alcance de dicha autorización. Porque 

puede presentarse el “síndrome del pez rojo” que se mencionó la 

Sentencia T-414/92, que se refiere a las pocas posibilidades que los 

deudores morosos tienen para conocer y contradecir los datos personales 

que se procesan y transmiten a cualquier cantidad de personas, sin su 

consentimiento. 

 

 

No se trata únicamente de consentir, sino de que ese consentimiento sea 

claro y se especifique el alcance del mismo. 
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Además de un debido proceso informático, es decir que no solamente se 

solicite el consentimiento previo a la divulgación de datos económicos, sino 

que también se comunique al titular cada vez que esa información se 

transmitida o divulgada; y así poder controvertir dicha información. 

 

GRAFICA LINEA JURISPRUDENCIAL 

SUBTEMA TRES 

 

¿Es suficiente la autorización previa del registro de la historia 

crediticia para que el usuario del sector financiero participe en el 

proceso informático? 

 

La autorización previa 

permite la divulgación 

permanente de la 

historia crediticia del 

titular de la 

información 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

       

T-022/93 

       

T- 082/95 

      

T-089/95 

       

T-580/95 

       

T-552/97 

       

T-578/01 

      

T-1322/01 

 

T-592/03 

 

T-526/04 

 
 
 

 
 
 

 
 
 

 
 
 

 
 
 

 
 
 

 
 
 

 
 

 

 

Las entidades 

financieras y los 

bancos de datos 

deben informar y 

otorgar el derecho de 

defensa al titular, cada 

vez que se procese y 

divulge su historia 

crediticia 
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Como podemos observar, la sentencia T-022/93 esta ubicada en el 

segmento izquierdo de la gráfica, y de una manera casi perfecta, las 

sentencias siguientes se ubican en el mismo punto, ratificando la ratio 

decidendi de esta sentencia. Con esto se observa el balance 

constitucional de esta Corporación sobre en cuanto a la necesidad de un 

consentimiento previo sobre la información que se divulgará sobre un 

potencial deudor del Sector Financiero. 

 

Sin embargo, mas adelante con la Sentencia T-592/03 la Corte manifiesta 

abiertamente los problemas que se generan para el registrado o reportado 

por no haber participado activamente dentro de un debido proceso 

informático, y la insuficiencia de un consentimiento previo de la 

información, para que el titular pueda conocer los datos que se divulgan, 

poder controvertirlos y ejercer su derecho de defensa informática 
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CAPITULO III 

DOCTRINA CONSTITUCIONAL SOBRE HABEAS DATA ECONOMICO 
EN EL MERCADO FINANCIERO 
 

 

El análisis realizado en el capítulo anterior permite inferir que de cada 

línea jurisprudencial en los subtemas estudiados, se pueden extraer 

ciertos principios jurisprudenciales reguladores sobre la materia, o 

subreglas31, que permanecen vigentes en las sentencias de Revisión de 

Tutela emitidas por la Corte Constitucional. 

 

Realizaremos la presentación de cada una de ellas, de acuerdo a cada 

subtema, y explicaremos su aplicación en el mercado financiero32. 

 

SUBTEMA UNO: Relación entre el derecho al habeas data de los 

usuarios del Sector Financiero y el derecho a la información de 

entidades financieras y Centrales de Información Financiera 

 

SUBREGLA UNO:  

SENTENCIA T- 577/92 

 

“(...) La creación y utilización de bancos de datos – entre ellos los 

financieros – es constitucional siempre que exista una adecuada 

proporcionalidad entre el medio empleado y sus efectos reales sobre los 

derechos fundamentales del titular del dato, en particular sobre los 

derechos a conocer, actualizar y rectificar la información sobre ellos 

recogida(...)”.  

                                                
31 Entendemos por subregla, aquel principio de doctrina constitucional, creado la Honorable Corte 

sobre un tema específico y que ha aparecido en varias sentencias, como precedente constitucional 

vigente. 
32 Esta expresión hace referencia a lo que en Colombia conocemos como instituciones adscritas al 

sistema financiero: Establecimientos de Crédito, Sociedades de Servicios Financieros, Sociedades 

de Capitalización, Entidades aseguradoras, intermediarios  de seguros y reaseguros. Articulo 1 

EOSF. 
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SUBREGLA DOS: 

 

“(...) La libertad informática en materia financiera, que se traduce en el 

derecho a recolectar, manejar y circular datos, tiene como finalidad 

proteger a terceros de situaciones de riesgo al efectuar operaciones 

económicas con personas que incumplen sus obligaciones, y con ello 

asegurar la confianza en el sistema financiero, de interés general para 

toda la comunidad(...)”. 

 

SENTENCIAS SU - 089/95  y SU – 089/95 
 

SUBREGLA TRES: 

 

“(…), quien obtiene un crédito de una entidad dedicada a esta actividad, y 

abierta al público, no puede pretender que todo lo relacionado 

exclusivamente al crédito, y en especial la forma como él cumpla sus 

obligaciones, quede amparado por el secreto como si se tratara de algo 

perteneciente a su intimidad (…)”. 

 

SUBREGLA CUATRO: 

 

“(...) Las instituciones de crédito, precisamente por manejar el ahorro 

público, ejercen una actividad general, como expresamente lo señala el 

artículo 335 de la Constitución. No tendría sentido pretender que 

prestaran sus servicios, y en particular otorgaran créditos, a personas de 

las cuales no tienen información. Por el contrario: un manejo prudente 

exige obtener la información que permita prever qué suerte correrán los 

dineros dados en préstamo.(...)” 

 

SUBREGLA CINCO: 
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“(...)Mientras la información sobre un deudor sea veraz, es decir, valedera 

y completa, no se puede afirmar que el suministrarla a quienes tienen 

interés legítimo en conocerla, vulnera el buen nombre del deudor. Si 

realmente, éste tiene buen nombre, la información no hará sino 

reafirmarlo; y si no lo tiene, no podrá alegar que se le vulnera.(...)” 

 

CONSIDERACIONES 
 
Con relación al subtema uno cabe destacar, que en estas subreglas, la H. 

Corte reconoce constitucionalmente en los artículos 20 y 335 de la C. P 

de 1991,  la importancia que tiene el reporte de la historia crediticia de los 

clientes del sistema en las centrales de información financiera, como 

criterio para la evaluación del riesgo en las operaciones bancarias.  

Esta libertad informática, fundada en el interés general, legitima la 

actividad que ejercen los bancos de datos en el sector financiero, siempre 

y cuando exista proporcionalidad entre el medio como las Centrales de 

Riesgo captan la información de los clientes del sistema financiero y el 

derecho al habeas data de los mismos clientes; en caso contrario se ve 

vulnerado el derecho al Habeas Data cuando la información no es veraz, 

no se actualiza y cuando se niega el acceso al cliente a conocerla. 

 

Mientras no exista la norma que establezca las diferencias entre el 

derecho a la intimidad y el habeas data, el usuario del sistema financiero 

incurrirá en el equívoco de solicitar la protección del derecho a la 

intimidad, cuando en realidad lo que busca es tutelar su derecho a la 

autodeterminación informática, teniendo en cuenta que como ha dicho la 

H. Corte mediante la sentencia SU-082/95 es evidente que no existe 

vulneración del derecho a la intimidad  en tanto que los datos que hacen 

parte de la historia crediticia no pertenecen a la vida privada del usuario; y 

la recolección de tales datos corresponde a lo que llamamos 

“mecanismos de protección de la confianza en el Sector Financiero”. 
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También se puede extraer del análisis de las subreglas, la estrecha 

relación existente entre el derecho al habeas data y el derecho al buen 

nombre en el tratamiento de la información financiera; porque al violarse 

el derecho al habeas data  las consecuencias recaen directamente sobre 

el nombre de aquella persona que habiendo o no cumplido con sus 

obligaciones crediticias, le es negada la solicitud de un crédito en una 

entidad bancaria, basándose en la mayoría de los casos en la información 

que reposa en la Central de Riesgo, dándose por hecho que es un mal 

cumplidor de sus obligaciones bancarias. 

 

SUBTEMA DOS: Permanencia de los datos en las Centrales de 

Riesgo Financieras 

 

SENTENCIA T- 414/92 

SUBREGLA SEIS: 

 

“(...) Los datos tienen por su naturaleza misma una vigencia limitada en el 

tiempo la cual imponen a los responsables o administradores de bancos 

de datos la obligación ineludible de una permanente actualización a fin de 

no poner en circulación perfiles de “personas virtuales” que afecten 

negativamente a sus titulares, vale decir, a las personas reales. 

De otra parte, es bien sabido que las sanciones o informaciones negativas 

acerca de una persona no tienen vocación de perennidad y, en 

consecuencia después de un tiempo tales personas son titulares de un 

verdadero derecho al olvido.(...)” 

 

SENTENCIA SU-082 de 1995  y SU -089/95 

 

SUBREGLA SIETE: 
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“(…) Es claro pues que el término para la caducidad del dato lo debe fijar, 

razonablemente, el legislador. 

Pero mientras no lo haya fijado, hay que considerar que es razonable el 

término que evite el abuso del poder informático y preserve las sanas 

prácticas crediticias, defendiendo así el interés general. 

En este orden de ideas, seria irrazonable la conservación, el uso y la 

divulgación informática del dato, sino se tuviera en cuenta la ocurrencia 

de todos los siguientes hechos: 

a) Un pago voluntario de la obligación; 

b) Transcurso de un término de dos(2) años, que se considera razonable, 

término contado a partir del pago voluntario. El término de dos (2) años 

se explica porque el deudor, al fin y al cabo, pagó voluntariamente, y 

se le reconoce su cumplimiento, aunque haya sido tardío. 

Expresamente se exceptúa el caso en que la mora haya sido inferior a 

un (1) año, caso en el cual, el término de caducidad será igual al doble 

de la misma mora; y, 

c) Que durante el término indicado en el literal anterior, no se hayan 

reportado nuevos incumplimientos del mismo deudor, en relación con 

otras obligaciones. 

 

Si el pago se ha producido mediante un proceso ejecutivo, es razonable 

que el dato, a pesar de ser público, tenga un término de caducidad, que 

podría ser el de cinco (5) años, que es el mismo fijado para la prescripción 

de la pena, cuando se trata de delitos que no tienen señalada pena 

privativa de la libertad, en el Código Penal. Pues, si las penas públicas 

tienen todas un límite personal, y aún el quebrado, en el derecho privado, 

puede ser objeto de rehabilitación, no se ve por qué no vaya a tener límite 

temporal el dato financiero negativo. Ahora, como quiera que no se puede 

perder de vista la finalidad legítima a la que sirven los bancos de datos 

financieros, es importante precisar que el límite temporal mencionado no 

puede aplicarse razonablemente si dentro del mismo término ingresan 
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otros datos de incumplimiento y mora de las obligaciones del mismo 

deudor o si está en curso un proceso judicial enderezado a su cobro. 

Esta última condición se explica fácilmente pues el simple pago de la 

obligación no puede implicar la caducidad del dato financiero, por estas 

razones: la primera,  la finalidad legítima del banco de datos que es la de 

informar verazmente sobre el perfil del riesgo de los usuarios del sistema 

financiero; la segunda, la ausencia de nuevos datos negativos durante 

dicho término, que permite presumir una rehabilitación comercial del 

deudor moroso.  

Es claro que si durante los cinco (5) años mencionados se presentan 

nuevos incumplimientos de otras obligaciones, se pierde la justificación 

para excluir el dato negativo ¿Por qué?.  

Sencillamente porque en este caso no se ha reconstruido el buen nombre 

comercial. 

Sin embargo, cuando el pago se ha producido una vez presentada la 

demanda, con la sola notificación del mandamiento de pago, el término de 

caducidad será solamente de dos (2) años, es decir, se seguirá la regla 

general del pago voluntario. 

Igualmente debe advertirse que si el demandado en proceso ejecutivo 

invoca excepciones, y éstas prosperan, y la obligación se extingue porque 

así lo decide la sentencia, el dato que posea el banco de datos al 

respecto, debe desaparecer. Naturalmente se exceptúa el caso en que la 

excepción que prospere sea la de prescripción, pues si la obligación se ha 

extinguido por prescripción, no ha habido pago, y además, el dato es 

público.(…)” 

 

CONSIDERACIONES 

 

La permanencia del dato negativo en las Centrales de Información 
Financiera, obedece al derecho al olvido, que para esta Corporación debe 
existir, en el tratamiento automatizado de la información financiera. 
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En cuanto al término de caducidad del dato que ha creado la Corte 
Constitucional, es el criterio que manejan las centrales de riesgo para 
mantener la información de los clientes morosos de las entidades 
financieras, por lo tanto gracias al mismo vacío legislativo que reconoce la 
Corte, estas pautas han sido tomadas como precedente judicial aplicable a 
casos similares. 
  
La caducidad del dato no opera de manera inmediata al pago realizado 

por el cliente, sino que este dato se mantiene por el término que esta 

Corporación ha considerado razonable, debido a que el reporte por parte 

de un entidad bancaria, busca castigar al deudor moroso por el mal 

manejo de sus obligaciones crediticias. 

 
Mientras no exista regulación legal sobre el término del reporte en la 
central de riesgo, en la práctica se seguirá adoptando ésta subregla de 
doctrina constitucional. 
 
 

SUBTEMA TRES: Suficiencia de la autorización previa para el 

continuo almacenamiento y difusión de la historia crediticia en una 

Base de Datos Financiera. 

 

SENTENCIA T- 022/93 

 

SUBREGLA OCHO:  

 

“(...) Los usuarios de las Centrales de Riesgo tienen el deber de obtener 

el consentimiento de sus clientes, mediante comunicación escrita para el 

reporte, procesamiento, y consulta de la información requerida para el 

logro del propósito de la Central y de responder ante el titular del dato por 

los perjuicios que puedan ocasionarle el reporte de los datos 

inexactos.(…) En estas condiciones, el titular manifiesta su 

consentimiento para introducir una limitación permitida por el 

ordenamiento a su libertad personal en desarrollo del principio de la 

autonomía de la voluntad. Se configura así una injerencia consentida y, 
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como tal, no arbitraria ni abusiva en los alcances que a estos términos 

reconocen tanto los pactos internacionales como la doctrina(...)”. 

 

SENTENCIA SU-082/95 Y SU-089/95 

 

SUBREGLA NUEVE: 

 

“(...) La autorización debe ser expresa y voluntaria por parte del 

interesado, para que sea realmente eficaz, pues de lo contrario no podría 

hablarse de que el titular de la información hizo uso efectivo de su 

derecho. Esto significa que las cláusulas que en este sentido están siendo 

usadas por las distintas entidades, deben tener una forma y un contenido 

que le permitan al interesado saber cuáles son las consecuencias de su 

aceptación(...)”. 

 

SENTENCIA T-578/01 

 

SUBREGLA DIEZ: 

 

“(...)Una persona puede ver afectada la libertad económica cuando la 

circulación de sus datos no sea veraz o cuando el titular de los mismos no 

haya autorizado expresamente a través de negocios jurídicos de carácter 

crediticio o de los documentos pertinentes la circulación de los 

mismos(...)”. 

 

SENTENCIA T-592/03 

 

SUBREGLA DOCE: 

 

Cabe precisar que, sin perjuicio del consentimiento del titular, la 

autorización para divulgar la propia historia crediticia, en cada caso, 
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i. debe entenderse otorgada por el tiempo que los datos resulten 

pertinentes para enjuiciar los hábitos de pago y la solvencia 

patrimonial de sus titulares 

ii. solo puede abarcar datos ciertos sobre obligaciones dinerarias 

insolutas, liquidas y exigibles. 

 

SUBREGLA CATORCE: 

 

“Por tanto, así el usuario de servicios financieros predisponga – como de 

ordinario acontece – que terceros sean informados sobre su situación 

patrimonial y hábitos de pago, el receptor de la información está en el 

deber de informarle, cómo, ante quien, desde cuándo, y por cuanto 

tiempo su autorización será utilizada, porque una aquiescencia genérica 

no subsume el total contenido de la autodeterminación informática, 

prevista en la Carta Política para que los asociados les sea respetada su 

facultad de intervenir activamente y sin restricciones, durante las diversas 

etapas del proceso informático”.  

 

CONSIDERACIONES 
 
Aquí se evidencia un cambio jurisprudencial en la posición inicial de la 

Corte que en principio consideraba suficiente la autorización previa del 

titular para la divulgación de la historia crediticia, pero mas adelante 

amplia su visión protectora del derecho al habeas data al razonar que no 

solo se trata de autorizar la información que se va a divulgar, es necesario 

que se trate de un debido proceso informático, en el que se otorgue 

además de las facultades consagradas en la Constitución el derecho a 

autorizar la información de forma específica. 

El debido proceso informático que consiste, no solo en la autorización 

previa y por escrito para la divulgación de los hábitos de pago, sino 

además en el conocimiento del tratamiento que se le da a esa información 
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por medio de otras bases de datos y en el derecho a controvertir la 

información almacenada antes de ser transmitidas a las centrales de 

riesgo, no se cumple a cabalidad en la practica financiera, y las entidades 

bancarias creen suficiente la solicitud de autorización previa para hablar 

de un completo y eficiente proceso informático, sin tener en cuenta la 

vulneración implícita del derecho a la autodeterminación informática que 

esto acarrea para el deudor. 
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CAPITULO IV 

CONCLUSIONES 

 

En Colombia la consagración constitucional del Artículo 15 se dio de 

forma temprana en Sudamérica. Sin embargo, en otros países se ha 

desarrollado legalmente el tema sin encontrarse el habeas data elevado a 

rango constitucional. 

 

Por su parte, el Articulo 15 de nuestra Constitución de 1991, consagra 

tres derechos fundamentales; expresamente el derecho a la intimidad y el 

derecho al buen nombre; de forma tácita el derecho al habeas data, como 

la facultad de conocer, actualizar y rectificar la información contenida en 

bancos de datos o en archivos de entidades publicas y privadas” 33. 

Contemplándolo de tal manera, no como una acción judicial autónoma 

sino como un derecho fundamental.  

 

Dada la confusión que se extrae del artículo 15, se puede confundir el 

derecho al habeas data con el derecho a la intimidad. Esto se refleja en 

que de forma errónea se interpongan acciones de tutela para proteger el 

derecho a la intimidad queriendo en realidad una protección sobre el 

derecho al habeas data; fallando la Corte de manera reiterativa en que el 

habeas data también conocido como el derecho a la autodeterminación 

informática, no encontrándose vulnerado en ningún caso, el derecho a la 

intimidad.34  

 

Los usuarios del Sistema Financiero que sienten vulnerados sus derechos 

no tienen conocimiento del derecho concreto vulnerado desconociendo 

aún más el derecho del habeas data o autodeterminación informática.  

                                                
33 Articulo 15, CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 1991. 
34 SENTENCIA SU-082/95. MP: JORGE ARANGO MEJIA. 
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Ni siquiera los juristas del derecho constitucional han desarrollado el 

derecho al habeas data, a tal punto que sobre el tema hay muy poca 

doctrina en Colombia. 

 

Las entidades financieras y las centrales de riesgo por la labor que 

desempeñan tienen una posición de ventaja frente al cliente en el 

conocimiento del derecho al habeas data y su alcance, tanto así que 

dentro de sus departamentos jurídicos, mas concretamente en las áreas 

de atención al cliente para la recepción de quejas y reclamos, con 

respecto a la información que sobre ellos guardan en sus bases de datos, 

se encuentra publicado; en carteleras o cuadros de información, las 

Sentencias SU- 082 y SU-089 de 1995, dando por hecho que sus clientes 

conocen la jurisprudencia que sobre el caso concreto ha desarrollado. 

La información crediticia recolectada y almacenada por un crédito 

cualquiera, en una entidad financiera, guarda relación directa y legal con 

los parámetros dados por la Superbancaria para la calificación de cartera, 

como es la Circular Externa Nº 100 de 1995 y sus modificaciones, 

guardando relación con las recomendaciones hechas a la banca 

internacional en el Tratado de Basilea.  

Las entidades bancarias suscriben un contrato de suministro de 

información con las Centrales de Riesgo, para la recolección, 

almacenamiento y divulgación de los datos referentes a la historia 

crediticia de sus clientes. 

En esta actividad informática se establecen tres sujetos.  

En el almacenamiento de la información, las entidades bancarias son 

fuente de información para la Central de Riesgo. 

En la divulgación de los datos solicitados, la Central de Riesgo es fuente 

de información de las entidades financieras, y la banca actúa como un 

usuario en la consulta de la información en el estudio de una solicitud de 
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crédito; el titular de la información es aquella persona sobre la cual se 

recolectan los datos, y se encuentra reportado en la Central de Riesgo. 

 

A pesar de la importante labor que cumplen las Centrales de Riesgo y de 

la directa relación que tienen con la Banca, sus funciones no están fijadas 

ni mucho menos vigiladas por ningún ente de control. Esto, sumado a que 

no existe regulación sobre el tema, permite que la información que 

manejan sobre la historia crediticia de los usuarios del Sistema Financiero 

sea regulada por ellas mismas, llevando a un ineficaz y negligente 

proceso informático. Consecuentemente con ello, son organismos 

dependientes de otras instituciones; como es el caso de DATACREDITO, 

división administrativa de COMPUTEC S.A., y CIFIN, Central de 

Información Financiera de Asobancaria. 

 

La actualización de los datos negativos en la historia crediticia se lleva a 

cabo por medio de las pautas de la SU- 082 Y SU-089 de 1995. Pero a 

pesar de éstas, no hay claridad sobre los términos en el proceso de 

actualización, es decir, desde la solicitud de rectificación del dato hasta la 

rectificación del mismo. 

 

En nuestro país, esta situación de especial cuidado, no ha sido 

reglamentada legalmente. Según el Artículo 152 literal a, la regulación del 

derecho al habeas data, y del funcionamiento de los bancos de datos, 

solo podría darse por medio de una ley estatutaria, y el tramite para su 

aprobación debe hacerse de acuerdo al articulo 153 de la C.P. de 1991. A 

pesar de los múltiples intentos, hasta ahora no existe la legislación sobre 

el tema, que cumpla con los requisitos de fondo y de forma necesarios. 

Por todo lo anterior en Colombia la figura de habeas data frente a las 

centrales de riesgo en el sector financiero, es un tema de estudio 

jurisprudencial. 
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Una propuesta metodológica para el estudio de la jurisprudencia, sobre 

este tema, es el análisis dinámico de sentencias, esto es el Análisis de 

línea jurisprudencial. No obstante, en el desarrollo de la investigación 

encontramos que en nuestro país, no son muchos los autores que se 

hayan dedicado al estudio de líneas jurisprudenciales, tal vez porque 

nuestro sistema jurídico romano-germánico toma la jurisprudencia como 

un criterio auxiliar de interpretación del derecho, según el Artículo 230 del 

estatuto constitucional, lo que ha llevado al poco interés de los 

investigadores del derecho sobre este tema. 

 

En el periodo de análisis comprendido entre 1993 y 2004, de las 

sentencias de revisión que han sido objeto de esta investigación, se 

extraen los siguientes subtemas: Relación entre el derecho al habeas data 

de los usuarios del Sector Financiero y el derecho a la información de 

entidades financieras y Centrales de Información Financiera; Permanencia 

del dato negativo en las Centrales de Riesgo y Suficiencia de la 

autorización previa para el constante almacenamiento y difusión de la 

historia crediticia en una Base de Datos Financiera. 

 

De cada tema estudiado se observa un balance constitucional en las 

sentencias de dicha corporación en cuanto a la relación del Habeas Data y 

el derecho a la información, y al respecto, esta Alta Corte ha considerado 

que la información financiera no hace parte del derecho a la intimidad y 

que tampoco se vulnera el derecho al buen nombre por la divulgación de la 

historia crediticia  en las centrales de riesgo.  

Sin embargo los administradores de las centrales de información financiera 

en ejercicio del derecho fundamental a la información deben respetar los 

derechos a conocer actualizar y rectificar la información contenida en las 

mismas, por lo tanto el derecho al habeas data. 
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Se vulnera el derecho al Habeas Data cuando la información reportada por 

parte de la entidad bancaria no es veraz, es decir, no es conforme a la 

realidad, no es actualizada al surgir un dato nuevo. También existe 

violación de derecho, cuando no se le permite al usuario de las entidades 

financiera el acceso a la información.  

 

En cuanto a la permanencia del dato negativo, bajo el considerando, que 

los datos tienen un limite en el tiempo, ha creado una subregla de 

derecho a través de la sentencia SU-082 de 1995, que ha permanecido 

vigente como parámetro en el desarrollo de la actividad informática de las 

centrales de riesgo. 

 

Finalmente la autorización previa como requisito para la divulgación de la 

información, hace parte del proceso informático en el que se ve 

involucrado el deudor que es reportado en una central de riesgo. 

Sin embargo la Corte considra que no es suficiente esta autorización para 

que la persona registrada participe efectivamente en el proceso, porque 

se requiere además la notificación del reporte con antelación a ésta. 

 

Por otra parte, como resultado de la investigación se observa, que las 

subreglas creadas para cada subtema por la H. Corte, son obedecidas en 

los fallos posteriores, y aunque en muy pocos casos se presentan giros 

jurisprudenciales, éstos se ubican en una misma sombra decisional.  

Por esto, para el tema objeto de análisis se puede hablar de la existencia 

de un precedente judicial.  

 

En nuestro país, hoy es más fácil hablar de la existencia de un precedente 

judicial, que en años anteriores, gracias a la transformación que ha sufrido 

la cultura jurídica, y la importancia que han adquirido los fallos emitidos 

por la Corte Constitucional. 
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Sin embargo, el principio de autonomía judicial, puede ofrecer inseguridad 

jurídica en los principios jurisprudenciales ya creados.  

 

Por esto, en cuanto a este tema, NO basta con las subreglas creadas por 

la Corte Constitucional colombiana, y la consagración constitucional del 

derecho al habeas data, para total regulación sobre el tema. 

Es necesaria la expedición de una ley estatutaria en la que se plasmen 

las diferentes situaciones que se presentan en el manejo automatizado de 

datos personales, se tenga en cuenta el dinamismo del Sector y los 

requisitos de forma y de fondo para la expedición de una norma de este 

tipo. 

En esta regulación deben estar contenidas las subreglas de derecho 

jurisprudencial que han servido como pautas sobre el tema. 
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ANEXOS 

 

Los anexos se encuentran en un CD – ROM adjunto a este trabajo. 


